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Resumen 

Conforme a los estándares internacionales y nacionales de los derechos humanos sobre el 

derecho a la alimentación, este trabajo de investigación busca analizar si los procesos de 

restitución de tierras contemplados en Ley de víctimas - Ley 1448 de 2011, son protectores o 

no, del derecho a la alimentación sana y suficiente de las victimas frente al fenómeno de la 

violencia y la desterritorialización de esta población que supera los cinco millones de personas, 

provocado por el conflicto armado interno colombiano; con el fin de determinar, si los 

contenidos mínimos de garantía y protección contemplados en la doctrina están incorporados a 

favor de las mismas en la ley de víctimas y restitución de tierras. 

Palabras clave: Derecho a la alimentación; Derecho a un nivel de vida adecuado; derecho al 

más alto nivel posible de salud; bloque de constitucionalidad; conflicto armado; víctimas; 

obligaciones de respeto, protección, realización o satisfacción. 
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Abstract 

 

 

According to international and national Human Rights doctrine related to Right of Food, this 

research pursue to analyze if land restitution process introduce in Law of Victims and Land 

Restitution – Law 1448 of 2011, are or not protecting the right of food in front of violence and 

dispossessed phenomena of this population high of five million, as a result of Colombian 

internal arm conflict, in order to determine if a minimum of duties and guaranties contend in 

doctrine, are incorporated in favor of them in the law of victims and land restitution  

Keywords: Right of food, Right of the most high level of life, Right of a adequate level of life; 

Constitutional block; Colombian arm conflict; Victims; Obligations of respect, protection, 

realization and satisfaction. 
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Introducción 

 

 

La alimentación como un derecho humano al que tiene acceso cualquier individuo por 

el solo hecho de serlo, está contemplado en diferentes fuentes internacionales y 

nacionales de carácter dinámico y sustancial del sistema internacional y nacional de 

derechos humanos. Se encuentra en primer lugar, contenido en los tratados 

internacionales, en la costumbre internacional y la doctrina de los órganos de 

supervisión del cumplimiento de los tratados de los relatores especiales y los expertos 

independientes de Naciones Unidas, que han desarrollado los contenidos consagrados 

en las Declaraciones.   

 

A nivel nacional, en los tratados ratificados por Colombia, en especial contenidos en la 

Constitución Nacional integrada al “bloque de constitucionalidad”, en la norma adscripta 

constitucional en las que tiene sustento y fundamento; en las normas constitucionales y 

subreglas de decisión fijadas por la Corte Constitucional, que constituyen fuentes de 

referencia jurídica y constitucional para determinar su núcleo esencial de protección, a 

las que se remitirá este documento. 

 

Esta revisión tiene como propósito, identificar los contenidos esenciales del derecho a 

la alimentación (las obligaciones inmediatas y/o progresivas) y resaltar los esfuerzos, 

hallazgos, avances y retrocesos que la doctrina internacional y nacional ha realizado 

para dotar de contenidos básicos a un derecho considerado por el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, como matricial; denominado así, por dar vida y 

realización a otra gama de derechos que se desprenden connaturalmente de él y que 

son vitales e imprescindibles para el goce efectivo de todos los demás derechos.  

 

Igualmente visibilizará cómo, en el Derecho a la Alimentación, las características de 

indivisibilidad, interdependencia y universalidad se constatan con mayor énfasis y rigor, 

a partir de la revisión de los contenidos de la doctrina internacional y nacional de los 

derechos humanos, en especial, en materia constitucional, político-legal y de 

construcción jurisprudencial en el contexto colombiano. 

 

Lo anterior con el fin de evidenciar, si el Estado colombiano acata o no, las 

obligaciones contraídas con la suscripción del Pacto Internacional de los Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales - PIDESC, suscrito por Colombia y sus posteriores 

desarrollos, hasta abordar la realidad de la población víctima del conflicto colombiano y 

el derecho a la alimentación sana y suficiente que les asiste, vía bloque de 

constitucionalidad.  

 



  
 

 

En este sentido, este recorrido hará énfasis en los desarrollos doctrinales del derecho a 

la alimentación que brindan especial protección a las víctimas del conflicto, centrando 

el análisis en el fenómeno del despojo y abandono de tierras, por ser la tierra y los 

territorios, el medio a través del cual la mayor parte de la población campesina, 

indígena, afrocolombiana, víctimas del desplazamiento forzado en Colombia, 

aseguraban este derecho.  

 

Análisis que culminará con un breve estudio de la Ley de Victimas y Restitución de 

Tierras –Ley 1448 de 2011, que en contraste con los contenidos mínimos del derecho a 

la alimentación desarrollados a lo largo del documento, permitirán formular una serie de 

preguntas, más que de conclusiones acerca si el ordenamiento jurídico y el sistema 

político colombiano, dirigen esfuerzos a la realización integral del derecho a la 

alimentación, a favor de la población víctima de la violencia, como sujetos de derechos 

del sistema jurídico colombiano y del sistema universal e interamericano de derechos 

humanos. 
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PARTE II 

 

Contenido del derecho a la alimentación en la doctrina internacional de los derechos 

humanos 

 

En este primer componente, se describirá cómo el sistema internacional de los 

derechos humanos brinda una especial protección y garantía al derecho a la 

alimentación a partir de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1996 - PIDESC 

y los posteriores desarrollos sobre el contenido específico de este derecho.  

 

Para ello, el sistema ha erigido una institucionalidad propia a través del CDESC -

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y sus relatores especiales 

sobre el derecho a la alimentación, de la Organización de Naciones Unidas para la 

Agricultura y la Alimentación - FAO y su estructura orgánica que ha fortalecido su 

existencia y, por medio de la Organización Mundial de la Salud –OMS, en el entendido 

que el derecho a la alimentación se deriva según la doctrina internacional de los 

derechos humanos, del derecho a un nivel de vida adecuado y del derecho a gozar del 

más alto nivel de salud.  

 

Esta institucionalidad, no solo, ha diagnosticado la grave realidad del hambre en el 

mundo, sino que, ha hecho desarrollos esenciales del derecho a la alimentación, 

considerando las especificaciones propias de las poblaciones, sus formas de 

producción y sostenibilidad, las interrelaciones con el modelo económico y los límites y 

acciones que los diferentes agentes, incluido, el Estado, las empresas, la sociedad, la 

familia, frente a su labor de corresponsabilidad en su respeto y garantía. 

 

Desde esta perspectiva, el sistema internacional de derechos humanos, brinda 

igualmente, una especial protección a las poblaciones víctimas de la violencia, por lo 

que, establece principios y estándares particulares de especial protección, que se 

visibilizarán también a lo largo de este documento.   

 

A continuación, se ilustrarán cuáles son los contenidos mínimos del derecho a la 

alimentación alcanzados por el sistema universal de los derechos humanos. 

 

 

 

 



  
 

 

1. Derecho a un nivel de vida adecuado y el derecho a gozar del más alto nivel 

posible de salud -Declaración Universal de Derechos Humanos y PIDESC 

 

El sistema internacional de los derechos humanos contemporáneo nació en 1948 

cuando la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Declaración Universal 

de Derechos Humanos, como: “ideal común por el que todos los pueblos y naciones 

deben esforzarse a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose 

constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto 

a estos derechos y libertades, por medidas progresivas de carácter nacional e 

internacional, su reconocimiento y aplicación  universales y efectivos”1, afirma el ex 

Relator Especial sobre el derecho a la alimentación de la Subcomisión de Prevención 

de Discriminaciones y Protección a las Minorías, Absjørn Eide2, haciendo alusión a que 

las libertades son realizables solo sobre el supuesto de la liberación misma de la 

miseria como derecho, contribución en la que los derechos económicos y sociales 

amplían el espectro para poco a poco lograr una fundamentalidad, como la de los 

derechos civiles y políticos y su vocación integral como sistema de derechos 

interconectados, interdependientes y complementarios para su garantía y realización.3  

 

La Carta Internacional de Derechos Humanos comprende la Declaración Universal de 

Derechos Humanos y los dos pactos realizados como desarrollo de la misma: Pacto 

Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) de 1996; seguidos por las 

Observaciones Generales, que para el caso de los PIDESC las hace el Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), en su ejercicio de supervisión 

de aplicación del Pacto, que desarrolla contenidos generales de la declaración, por 

                                                        
1 Declaración Universal de Derechos Humanos. Asamblea General de Naciones Unidas. 1948. Art. 48 
2 Asbjørn Eide. Miembro Superior y ex Director del Instituto Noruego de Derechos Humanos, Relator Especial 
encargado de examinar la cuestión del derecho a una alimentación suficiente como derecho humano, Subcomisión de 
las Naciones Unidas sobre Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías. El derecho humano a una 
alimentación adecuada y a no padecer hambre. En: www.fao.org/DOCREP/W9990S/w9990s03.htm. 
(Consultado: 8.08.2012). 
3 Acorde con la Declaración aprobada en la Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos (Parte I. P.5. 
Viena, 1993), “Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados 
entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y 
equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las 
particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, 
pero los Estados tienen, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos  y culturales, de promover y 
proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales”. La Observación General 9 sobre la 
aplicación del PIDESC en el ámbito de los Estados insiste en que, “una clasificación rígida de los derechos 
económicos, sociales y culturales, que los haga inalcanzable por tribunales, es arbitraria e incompatible con el 
principio de que ambos grupos de derechos son indivisibles e interdependientes”, limitando la facultad de los 
tribunales para proteger los derechos de los grupos más vulnerables de la sociedad. Observación General 9 
sobre la aplicación del PIDESC en el ámbito de los Estados (E/C/.12/1998/24, CESCR) 

http://www.fao.org/DOCREP/W9990S/w9990s03.htm
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medio de los cuales se buscó decididamente que los principios consagrados en la 

Declaración Universal de 1948 adquirieran mayores desarrollos y garantías. 

 

Es así, como, el Artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, señala, 

“toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 

familia, la salud y el bienestar,  y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, 

(…)”, y, establece como núcleo de los derechos sociales, que el derecho a la 

alimentación, hace parte del “derecho a gozar de un nivel de vida adecuado y del 

derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud”, (negrillas fuera de texto) 

que requiere un individuo para su realización y goce mínimo efectivo de su libertad, 

relacionado directamente al disfrute de los derechos de subsistencia: alimentación y 

nutrición adecuadas, vestido, vivienda y condiciones de atención necesarias4, forma en 

que el derecho a la alimentación va adquiriendo su construcción doctrinal. 

 

Por su parte, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

PIDESC, en su artículo 11, señala en la misma línea de la Declaración, que los Estados 

partes reconocen “el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para si y 

su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados (…)”. A renglón 

seguido, el inciso 2 reconoce el derecho fundamental de toda persona a, “estar 

protegida contra el hambre y enumera las medidas que deben adoptarse 

individualmente y con la cooperación internacional”, (negrillas fuera de texto), con el fin 

de erradicar el hambre. 

 

El literal a) del numeral 2 del mismo artículo, reconociendo el derecho fundamental5 de 

protección de toda persona a no, padecer de hambre, indica que los Estados partes 

                                                        
4 Este derecho a la subsistencia, da origen al derecho fundamental al mínimo vital que ha sido reconocido 
desde 1992 por la Corte Constitucional colombiana, en la Sentencia T. 426 de 1992, de manera amplia y 
reiterada por la Corte, como un derecho que se deriva de los principios del Estado Social de derecho, dignidad 
humana y solidaridad, en concordancia con los derechos fundamentales a la vida, a la integridad personal y a 
la igualdad reflejado en decisiones de protección especial a personas en situación de necesidad manifiesta.  
Entre otras, las siguientes sentencias: T-005 de 1995 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz); T-015 de 1995 (M.P. 
Hernando Herrera Vergara); T-144 de 1995 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz); T-198 de 1995 (M.P. Alejandro 
Martínez Caballero); T-500 de 1996 (M.P. Antonio Barrera Carbonell); T-284 de 1998 (M.P. Fabio Morón); SU-
062 de 1999 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa). 
5 La categoría de derecho fundamental en el sistema internacional de derechos humanos, se identifica con los 
contenidos del derecho constitucional. En el Libro “Qué son y cuáles son los Derechos?”. Temis. 2009. Su autor 
Tulio Chinchilla, ensaya una definición de derecho fundamental que integra cinco elementos esenciales “sin 
los cuales es impensable como categoría jurídica”: a) El núcleo axiológico que lo fundamenta: valores o 
principios ético-políticos explícitos o implícitos, postulados que justifican su inclusión constitucional del derecho 
o su reconocimiento discursivo como fundamental, y que determinan su contenido, alcance y límites (la forma 
como ha de interpretarse). b) Situación ventajosa, beneficiosa o favorable de la cual alguien puede sacar partido 
y que se concreta en un conjunto de facultades: libertad de acción, “poder” de limitar la libertad de alguien, 
legitimidad para reclamar algo  a alguien  en las relaciones sociales, etc. Bien jurídico protegido. c) Un sujeto 
identificable titular de la situación ventajosa descrita en b), y un sujeto obligado (identificable) sobre el cual 
recaerán las cargas o limitaciones de conducta que del derecho se deriven. d) Un conjunto de deberes de dar, 



  
 

 

adoptaran medidas, además de programas concretos que se necesiten para “mejorar 

los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la 

plena  utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 

sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de 

modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas 

naturales.”  El literal b, indica además que, debe asegurarse una “distribución 

equitativa de los alimentos mundiales en relación a las necesidades, teniendo en 

cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos 

alimenticios como a los que los exportan” (negrillas fuera de texto). 

 

Es como, de esta forma, el PIDESC, comienza a dotar de contenidos el derecho a la 

alimentación con el propósito de lograr una adopción por parte de los Estados firmantes 

del Pacto para la realización del derecho. 

 

En este orden de ideas, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales 

(CDESC), en su ejercicio de supervisión del Pacto, al referirse al derecho al más alto 

nivel posible de salud, considera en la Observación General No. 14, párrafo 14, que el 

derecho a la salud abarca una amplia gama de factores socioeconómicos que 

permiten a las personas llevar una vida sana. Esos factores son la alimentación y la 

nutrición, la vivienda, el acceso a agua limpia y potable, a condiciones sanitarias 

adecuadas, a condiciones de trabajo seguras y a un medio ambiente sano. 

 

Otros instrumentos internacionales establecen la especial protección del individuo a 

tener una alimentación adecuada y suficiente, entre ellos, la Convención de los 

Derechos del Niño en su artículo 27, la cual señala que los Estados partes reconocen 

“el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, 

mental, espiritual, moral y social.” El artículo 28 indica que, “los Estados Partes, en 

caso de ser necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, 

particularmente con respecto a la nutrición”. 

 

Con carácter vinculante a nivel interamericano, el Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales “Protocolo de San Salvador” (Comisión Interamericana de DDHH 1988),  en 

el artículo 12 establece, por su parte, el derecho a la alimentación, así: “Toda persona 

tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más 

                                                                                                                                                                                   
hacer o no hacer, tanto específicos como generales, que constituyen el correlato obligacional del derecho y que 
van surgiendo en cada situación fáctica a partir de la afirmación de éste. e) Un conjunto de garantías 
institucionales cualificadas o reforzadas, es decir, diferentes y cualitativamente superiores a las acciones 
judiciales ordinarias (supergarantías objetivas y subjetivas).  Garantías preferiblemente judiciales que habilitan 
al titular del derecho a reclamar su respeto por las vías coercitivas en caso de vulneración o desconocimiento.”  
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alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual. Con este objeto, los Estados 

partes se comprometen a “perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento 

y distribución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor 

cooperación internacional en apoyo de las políticas nacionales que rigen la materia.” 

 

2. El derecho a la alimentación y el bloque de constitucionalidad 

 

El denominado “bloque de constitucionalidad” se refiere a un acerbo de normas y 

principios que sin estar de manera explícita y formal contenidos en el texto de la Carta 

Política,  poseen la jerarquía constitucional, convirtiéndolas en normas de obligatorio 

cumplimiento, tanto por las autoridades públicas y por los particulares, mediante la 

incorporación explícita de la Constitución, en un precepto normativo visible y concreto, 

brindándoles de esta manera, el carácter constitucional. 

 

De esta forma, la Carta Política de 1991, permite incorporar vía bloque de 

constitucionalidad, según lo establece el inciso 2 del artículo 93, por medio del cual se 

autoriza la incorporación de todos los tratados y convenios internacionales que hayan 

sido ratificados por Colombia, a través del Congreso de la República referidos a 

derechos reconocidos en la Constitución. 

 

El inciso primero, por su parte, permite incorporar al bloque derechos o principios que 

no aparezcan explícitos en la normativa constitucional, pero por su intangibilidad hayan 

sido reconocidos por medio de tratados y convenios internacionales ratificados por el 

país. 

 

Según lo expone el profesor Uprimny, la regla de incorporación general, refiere así: “Si 

se trata de un derecho o un deber que ya está expresamente incorporado en algún 

artículo de la Carta, entonces la norma de reenvío pertinente es el inciso segundo (del 

artículo 93), y debe entenderse que están incorporados en el bloque en sentido estricto 

todos los artículos relativos a ese derecho que hagan parte de tratados de derechos 

humanos ratificados por Colombia, sin importar si son o no derechos limitables en los 

estados de excepción. En cambio, si se trata de un derecho o principio reconocido por 

un tratado ratificado por Colombia, pero que no aparece expresamente en ningún 

artículo constitucional, entonces la norma relevante es el inciso primero (del artículo 

93); ese derecho sólo adquirirá rango constitucional si se trata de un derecho no 

limitable en los estados de excepción.6 

                                                        
6 Rodrigo Uprimny Yepes. “El bloque de constitucionalidad en Colombia”. En: Compilación de jurisprudencia y 
doctrina nacional e internacional. Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos. Volumen I. Bogotá, 2001: 149 y ss. Ver “El derecho a la alimentación…”, óp cit., supra nota 
1:30 y ss. 
 



  
 

 

 

En el contexto colombiano, la Constitución de 1991, reconoce el derecho  de toda 

persona a disponer y acceder de manera permanente a una alimentación adecuada, de 

forma expresa para los menores de edad (Art. 44).  A pesar de ello, como el derecho a 

la alimentación representa un componente básico del derecho al mínimo vital que 

garantiza la vida a las personas en condiciones dignas y que la Constitución prevé en 

el artículo 65 una especial protección a la producción de alimentos, se entiende que el 

derecho goza de pleno sustento constitucional por reenvío del inciso 2 del art. 93, 

integrado por todos los tratados y convenios internacionales ratificados por el país y 

referidos al derecho7. 

 

Pero, de discutirse este argumento, igualmente haría parte del bloque al no poderse 

suspender este derecho en durante la vigencia de los estados de excepción, por 

reenvío del inciso primero del mismo articulado. En este sentido el derecho a la 

alimentación se encuentra integrado por varios tratados ratificados por Colombia, 

dentro del ellos el PIDESC, la Convención Americana de DDHH, el Protocolo Adicional 

de DDHH en materia de DESC, la Convención de los Derechos del Niño, los Principios 

Rectores de los Desplazamientos Internos, entre otros.  

 

Adicionalmente, si el reenvío se hace por el inciso segundo del art. 93, vía 

interpretación, la Corte ha señalado que la jurisprudencia de las instancias de derechos 

humanos  como autoridad competente, constituye una pauta relevante para interpretar 

el alcance de los tratados y de los propios derechos constitucionales, ampliándose a 

los siguientes pronunciamientos de instancias, tales, como, el Comité de DDHH, el 

CDESC, el Comité de los Derechos del Niño, el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación de la Mujer, el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  

Comisión de DDHH, Comisión Interamericana de DDHH, Corte Interamericana de 

DDHH8. Siendo los informes oficiales de los relatores especiales, doctrina internacional 

autorizada para fijar el contenido del derecho. 

 

Otros tratados y convenios no ratificados por Colombia adquieren práctica relevante en 

la medida que son usados por los Comités. 

 

Gráfico 1.  

Derecho a la Alimentación en los instrumentos internacionales de DDHH 

 

                                                        
7 Ver “El derecho a la alimentación…”, óp cit., supra nota 1:30 y ss. 
8 Corte Constitucional. Sentencia T 1319 de 2011: 13.  Sentencia C-251 de 1997: 8. Ver, “El derecho a la 
alimentación…”, óp cit., supra nota 1:31 y ss. 
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Fuente: Elaboración Propia conforme a los instrumentos internacionales vinculantes 

 

 

La anterior normativa de carácter vinculante para los Estados firmantes, viene 

acompañada de una labor de los organismos internacionales públicos y privados del 

sistema que han buscado brindar al derecho a la alimentación, una institucionalidad 

propia. 

 

Ésta, a través de sus diferentes organizaciones  (Organización de las Naciones Unidas 

para la Agricultura y la Alimentación FAO, es una de las más importantes), instituciones 

y comités, han producido en las últimas décadas instrumentos internacionales no 

vinculantes (soft law), tales como, declaraciones, recomendaciones, resoluciones, etc., 

a manera de directrices y principios que imponen obligaciones morales a los Estados, 

presionándolos a respetarlas.  Muchos de ellos –los Estados, han transformando estos 

principios y recomendaciones en obligaciones con carácter vinculante, a través de las 

prácticas legislativas y judiciales nacionales (opinio iuris), convirtiéndolos en parte de 

una ley consuetudinaria universal.  

 

Declaración 
Universal 

DDHH 1948. 
Art. 25 

Nivel de Vida 
Adecuado: salud, 

bienestar para si y la 
familia 

Alimentación, 
Vivienda, Vestido 

PIDESC 1996. 
Art. 11 

Nivel de Vida Adecuado: 
salud, bienestar para si y la 

familia 

Inc.2. Derecho de la 
persona a estar protegida 

del hambre 

Adoptar Medidas 
Individuales (Estados) y la 

cooperación. 

No. 2. Lit. a. ,Medidas. 
Programas (Métodos de 

producción, conservación, 
distribución de 

Alimentos; Aplicación de 
conocimientos Técnicos y 

Científicos; Divulgación 
nutricional; Explotación y 

utilización eficaces de 
riquezas naturales. 

Lit. b., Distribución Equitativa 

O.G. No. 14. 
Párr. 14.  

D. al más alto nivel 
posible de salud que 
abarca una  amplia 
gama de factores 
socioeconómicos: 

Alimentación 

Nutrición 

Vivienda 

Acceso a agua limpia y 
potable 

Condiciones sanitarias 
adecuadas 

Condicones de trabajo 
seguras 

Medio ambiente sano 

Conv. Derechos 
del Niño. Art. 

27 

Nivel de vida 
adecuado 

• Desarrollo físico 
• Mental 

• Espiritual 
• Moral 
• Social 

 

Art. 28. Obligación de 
garantía de los Estados 

partes con asistencia 
material y programas 

de apoyo a la 
nutrición. 



  
 

 

Para el caso particular del derecho a la alimentación, la FAO viene cumpliendo un 

papel integrador importante alrededor de este derecho, a pesar de las fuertes críticas 

acerca de su ineficacia en garantizar el acceso a la alimentación a todo el mundo, 

como parte de su naturaleza misional9.  La FAO fue fundada por los Estados miembros, 

conscientes de la importancia básica y vital de la alimentación como un derecho que 

brinda a la vida la posibilidad de la realización de todas las demás libertades. 

 

Es así como, en 1961 la XI Conferencia de la FAO, aprobó en desarrollo y garantía del 

derecho a la alimentación, la Comisión Codex Alimentarius (Código de la Alimentación), 

así como, la Organización Mundial de la Salud OMS en 1963 respectivamente, como 

organismo subsidiario de las dos organizaciones.  Este Codex contiene la compilación 

de todas las normas, códigos de comportamiento, directrices y recomendaciones de la 

Comisión en este materia.10  

 

En 1965,  la FAO se da su Constitución (FAO 1965), y establece en su preámbulo que 

los, “(…) Estados que aceptan la Constitución, decididos a fomentar el bienestar 

general intensificando por su parte la acción individual y colectiva a los fines de:  elevar 

los niveles de nutrición y vida (…), constituyen por la presente la Organización de las 

Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación”. 

 

En 1974, la Conferencia Mundial de la Alimentación de la Organización de las Naciones 

Unidas, celebrada en Roma, recomienda la adopción de un compromiso internacional 

sobre seguridad alimentaria mundial proclamándolo como, “el derecho inalienable 

de todo hombre, mujer y niño a no sufrir hambre o desnutrición para alcanzar el pleno 

desarrollo de sus facultades físicas y mentales”. 

 

En 1979, la Conferencia Mundial sobre Reforma Agraria y Desarrollo Rural (CMRADR), 

realizada en la FAO, adoptó la Declaración de Principios y el Programa de Acción 

conocidos desde entonces como la “Carta del Campesino”11. En ella, se afirma que los 

sistemas de propiedad y uso de la tierra, de acceso al agua y a otros recursos 

naturales productivos son determinados por las condiciones históricas, políticas, 

sociales y económicas de los diversos países.  

 

                                                        
9 Previo a la cumbre sobre Seguridad Alimentaria Mundial, varios presidentes sentaron su posición sobre la 
inoperancia de un aparato burocrático muy grande solicitando, incluso su eliminación y otros su defensa y 
fortalecimiento. En: http://afp.google.com/article/ALeqM5g7anZRqgNY8x86-0kCPLuQnqdpHg (Consultado: 
15.10.12) 
10  Organización de Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación. En: 
http://www.utn.org.mx/historia_fao.html. (Consultado: 06:08.2012). 
11 Organización de Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación FAO. “Declaración de Principios y 
Programa de Acción de la Conferencia Mundial sobre Reforma Agraria y Desarrollo Rural. Roma. Carta del 
Campesino.” 1981: Título II. Literal A. 

http://afp.google.com/article/ALeqM5g7anZRqgNY8x86-0kCPLuQnqdpHg
http://www.utn.org.mx/historia_fao.html
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En 1994, se pone en marcha el “Programa Especial para la Seguridad Alimentaria 

(PESA)”, cuyo objetivo consistió en incrementar la seguridad alimentaria de las familias 

pobres a través de programas nacionales para seguridad alimentaria (PNSA) y 

programas regionales para la seguridad alimentaria (PRSA), con el fin de ayudar 

principalmente a países de bajos ingresos y con déficit de alimentos, para que 

mediante la figura de la cooperación los gobiernos participantes, fijándose una meta 

cuantitativa frente a la reducción del hambre a la mitad en el año 2015, trabajaran por 

su superación en el mundo, meta que en la actualidad se registra incumplida por todos 

los órganos del sistema universal y organizaciones de derechos humanos relacionados 

con la materia. 

 

Al referirse a la seguridad alimentaria, según PESA-FAO indica que se trata del, “(…) 

acceso de las familias de zonas rurales marginadas a suficientes alimentos 

saludables y nutritivos para satisfacer sus necesidades alimenticias con el objeto de 

llevar una vida activa y sana, preferentemente basado en el aprovechamiento de los 

recursos locales, sustentado en aspectos ambientales, sociales y económicos y con 

certidumbre en el tiempo.” 

 

En 1981 se celebró el primer Día Mundial de la Alimentación en más de 150 países. En 

1986 entra en funcionamiento AGROSTAT – FAOSTAT, fuente de información más 

amplia en estadísticas económicas en el tema que busca monitorear, hacer 

seguimiento y evaluación a los compromisos contraídos por los Estados Parte.  

 

En la cumbre del año 2004, se decidió crear un Grupo de Trabajo Intergubernamental 

con el fin de elaborar un conjunto de Directrices Voluntarias en apoyo a la Realización 

Progresiva del Derecho a  una Alimentación Adecuada en el contexto de la Seguridad 

Alimentaria, aprobando por consenso las Directrices sobre el Derecho a la 

Alimentación. Expide una Guía para Legislar en Materia de Derecho a la Alimentación 

que busca dar un derrotero en materia de gobernabilidad y gobernanza al derecho a la 

alimentación para los 159 Estados parte del PDESC.12 

 

Las guías son un conjunto de recomendaciones para la aplicación de medidas 

constitucionales y legislativas en los Estados Parte, así como marcos institucionales 

para abordar de forma intersectorial el derecho a la alimentación. La FAO, crea también 

la Unidad para el Derecho a la Alimentación en el año 2006 para dar seguimiento a las 

Directrices y para ofrecer apoyo a los países en el desarrollo de un marco legislativo 

para la seguridad alimentaria con enfoque de derechos, buscando que se hagan las 

                                                        
12 FAO. Iniciativa América Latina y el Caribe. “Traducción no oficial del documento original en inglés: Guide on 
legislating for the right of food”. 2006: 10. 



  
 

 

enmiendas correspondientes en las constituciones y aprobar leyes marco para hacerlo 

efectivo.    

 

Es así como, de esta forma, y a pasos lentos y progresivos el sistema universal  de 

DDHH ha buscado conformar una institucionalidad que brinde contenidos al derecho a 

la alimentación. En este interés universal, el Plan de Acción de la Cumbre Mundial 

sobre Alimentación de 1996 (FAO. Cumbre Mundial sobre la Alimentación 1997), el 

objetivo 7.4., señala que, “es necesario esclarecer el contenido del derecho a una 

alimentación suficiente y del derecho fundamental de toda persona a no padecer 

hambre, como se declara en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales y otros instrumentos internacionales y regionales pertinentes, y prestar 

especial atención a la aplicación y la realización plena y progresiva de este derecho 

como medio de conseguir seguridad alimentaria para todos.”  

 

Expedidos los Pactos Internacionales de Derechos Humanos de 1996 y con el ánimo 

de cumplir con el anterior propósito, el trabajo de los Relatores Especiales de los 

Comités de Derechos Humanos del CDESC, como instrumentos operantes para lograr 

este fin, se convierten en una fuente obligada de referencia, ya que, misionalmente les 

es encomendada esta tarea. 

 

Desde el año 1996, este interés ha sido objeto de varios desarrollos hasta el año 2012, 

cuando la Asamblea General de Naciones Unidas expidió una nueva Resolución 

propuesta por el actual Relator Especial para el Derecho a la Alimentación, Oliver De 

Schutter, en la que recoge los avances logrados en el sistema universal de derechos 

humanos y reitera sobre el derecho a la alimentación como, “el derecho de toda 

persona a disponer de alimentos aptos para el consumo y nutritivos, de conformidad 

con el derecho a una alimentación adecuada y el derecho fundamental de toda persona 

humana a no padecer hambre, a fin de poder desarrollar y mantener plenamente su 

capacidad física y mental.”13  

 

Un mecanismo de pronunciamiento del CDESC son las Observaciones Generales a 

cargo del Relator Especial, de las cuales se ha hecho mención a lo largo de este 

documento. En estas observaciones generales el comité, no solo, presenta su posición 

frente a la protección del derecho a la alimentación, sus obligaciones correlativas, sino 

que considera las diferentes amenazas que comporta el relacionamiento político, 

económico y socio cultural en la realización, protección y goce del mismo.  Igualmente 

dicho relator emite notas especiales y otros informes que hacen seguimiento al 

cumplimiento del PIDESC.  

 

                                                        
13  Consejo de Derechos Humanos. Resolución A/HRC/RES/19/7 del 3 de abril de 2012. P. 2, 7.  
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Sus Observaciones, a pesar de que no son mandatos, tienen la fuerza de establecer 

derroteros importantes para los países miembros que son observados por la 

comunidad internacional en el cumplimiento de las mismas, so pena de sancionar 

moralmente, o de que diferentes actores emprendan acciones internas, 

interamericanas o universales de defensa de sus derechos. El Relator Especial del 

derecho a la alimentación también se manifiesta mediante informes que tienen esta 

misma connotación. En este sentido, la labor de supervisión y vigilancia al Pacto le 

corresponde al CDESC, y se ha dotado de medios como el enunciado, de la 

presentación de informes por parte de las ONG que permiten visibilizar en cada sesión 

y contemplar dichas realidades en posteriores documentos. 

 

Los derechos sociales supervisados en desarrollo y aplicación por el  CDESC no le 

confieren competencia a éste, para conocer casos individuales de violaciones a los 

DESC, como si los tiene el CDCP, por lo que su labor se limita a la revisión de informes 

presentados por los Estados en desarrollo del artículo 16 del PIDESC, y a formular las 

recomendaciones que sean del caso. 

 

El Relator Especial igualmente ha creado mecanismos de observación del derecho a la 

alimentación para atender y responder quejas sobre violaciones al derecho, pidiéndole 

al gobierno correspondiente que investigue las posibles violaciones y adopte medidas 

necesarias para conseguir reparación y determinar responsabilidades.14 

 

En escenarios de conflicto armado, las normas del DIH ofrecen una especial protección 

a través de la Corte Penal Internacional acorde con en el Estatuto de Roma de 1998 

(237-2), la cual tiene competencia para juzgar y castigar a los criminales de guerra que 

hagan padecer hambre a la población civil durante un conflicto armado interno o 

internacional. 

 

El sistema de Naciones Unidas, los Estados solos o en cooperación con aquél, también 

pueden ejercer presión política y económica frente a violaciones a los derechos de las 

poblaciones, principalmente en conflicto, exhortando con posiciones o estrategias que 

mengüen las agresiones o violaciones a los mismos. En este caso la Asamblea 

General o Consejo de Seguridad cumplen con esta función, principalmente mediante 

resoluciones. 

 

                                                        
14 Jean Ziegler. Informe sobre el Derecho a la alimentación, según Resolución 2002/25 de la CDESC. 
E/CN.4/2003/54:1:“In a third section of the report, the Special Rapporteur describes the process in place for 

receiving and responding to allegations of violations of the right to food around the world. The aim of receiving and 

responding to allegations is to reduce the impunity that surrounds violations of the right to food around the world.” 

 



  
 

 

Abriendo un paréntesis sobre este particular, de la judicialización de los derechos 

sociales, la doctrina ha buscado dotarlos de contenido similar al de los derechos civiles 

y políticos basados en los misma legitimidad apoyados en los instrumentos 

internacionales y en sentencias de los órganos judiciales e internacionales.15  Es así 

como, el Protocolo Facultativo de la Convención y el Comité respectivo sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer adquirió 

competencia para conocer las quejas individuales que se presentan contra Estados 

partes, que hayan suscrito el protocolo y violen la Convención, adquiriendo así mayor 

legitimidad su labor de supervisión y control del Pacto frente a todos los Estados. 

 

A pesar de ello, no existen instrumentos de exigibilidad judicial directamente 

relacionados sobre el derecho a la alimentación internacional y/o nacionalmente, a 

pesar de que los Pactos Internacionales de Derechos justifican dicha existencia. Sobre 

este tema en particular, se ha desarrollado un interesante y rico debate internacional y 

nacional que a título constitucional ha pretendido brindarle una naturaleza reforzada de 

garantía a los derechos sociales obteniendo el calificativo de fundamentales en razón a 

su naturaleza de núcleo jurídico, político, social económico y cultural del individuo, más 

no, por aparecer esquemáticamente en apartes o capítulos especiales de la Carta 

Política, como es el caso colombiano, y que son, en realidad, las garantías ciudadanas 

básicas sin las cuales como lo afirma la Corte Constitucional, “la supervivencia del 

hombre no es posible”16 

 

Estas interpretaciones han permitido derivar obligaciones de estricto cumplimiento para 

los Estados y otros agentes, que han expandido el concepto de derecho fundamental a 

los derechos sociales en condiciones tales que su omisión impida el desarrollo de las 

libertades del individuo; 17  fin último del constitucionalismo moderno y del sistema 

internacional y nacional de derechos humanos, haciéndolos tutelables y convirtiendo la 

característica de la progresividad, en el núcleo esencial que permite asegurar de forma 

inmediata, vía judicial, las mínimas condiciones materiales de existencia, según los 

postulados sociales de los derechos humanos y de los Estados  sociales como el 

colombiano. 

 

Retomando el hilo conductor, este documento retomará varias de las Observaciones 

propuestas por los diferentes relatores especiales, con el fin de clarificar el núcleo 

central del derecho a la alimentación.  A continuación, se relacionan los últimos 

informes presentados por el Relator Especial de los años 2008 a 2012 en la materia, 

                                                        
15 Victor Abramovich y Christian Courtis. “Los derechos sociales como derechos exigibles”. Trotta. 2002: 1. Ver,  
“El Derecho a la alimentación en la Constitución Nacional, la Jurisprudencia  y los Instrumentos 
Internacionales”. Defensoría del Pueblo. 2006: 66. Supra nota 1: 210. 
16 Corte Constitucional. Sentencia T-008 de 1992. 
17 Ver concepto de derecho fundamental, ópt cit., supra nota 5. 
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atinentes a diferentes misiones en países, pero fundamentalmente, tratan de temas 

relevantes que protegen el acceso y la disponibilidad de alimentos como la distribución 

de recursos, modelos alternativos comerciales, agroecología, acceso a la tierra, 

arrendamientos de tierra a gran escala, políticas de semillas, etc., todos relacionados 

con el DA. 

 

Tabla No. 1 

Informes Oficiales sobre el  Derecho a la Alimentación 2008-2012 

 

Informes oficiales sobre el Derecho a la Alimentación  
Relator Especial de UN para el Derecho a la Alimentación 

Oliver De Schutter (último relator DA) 
2008 a 2012  

 
Declaración de fin de misión ‘Misión a 
Camerún’, desde el 16 hasta el 23 de 

Julio de 2012 (disponible en francés) 

Declaración de fin de misión ‘Misión a 
Camerún’, desde el 5 hasta el 16 de 
Mayo de 2012 (disponible solo en 
inglés) 

03/06/2012: “El derecho a una 
alimentación adecuada: el nexo entre 
agricultura, alimentación y salud”, 

informe presentado al 19° período de 
sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos, (disponible en Inglés, 
Francés, Chino, Arabe y Ruso). 

06/03/2012: "Principios rectores 
relativos a las evaluaciones de los 
efectos de los acuerdos de 
comercio e inversión en los 
derechos humanos", informe 

presentado al 19° período de 
sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos, (Francés, Inglés, Chino, 
Árabe y Ruso. 

06/03/2012: "Misión a la República 
Popular de China", informe presentado 

al 19° período de sesiones del Consejo 
de Derechos Humanos, (disponible en 
Chino, Francés, E inglés 

06/03/2012: "Misión a México", 

informe presentado al 19° período de 
sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos (disponible en Inglés, y 
Francés). 

06/03/2012: "Misión a SudAfrica", 

informe presentado al 19° período de 
sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos, (disponible en Francés, E 
inglés). 

06/03/2012: "Misión a Madagascar", 

informe presentado al 19° período de 
sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos,  (disponible en Francés, e 
inglés). 

2011 

24/10/2011: “Hacia un reparto más 
justo del valor: modelos comerciales 
alternativos en favor del derecho a la 
alimentación”, Informe presentado ante 

la 66° período de la Asamblea General 
de la ONU [A/66/262] (disponible en 
inglés, francés, chino, árabe y ruso). 

08/03/2011: “La agroecología y el 
derecho a la alimentación”, Informe 

presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos [A/HRC/16/49] 
(disponible en francés, inglés, chino y 
ruso). 

08/03/2011: “Misión a Siria”, Informe 

presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos 
[A/HRC/16/49/Add.2] (en inglés). 

 

2010 

Primeras observaciones y conclusiones 
“Misión a la República Popular de 
China”, 5-23 de diciembre de 2010 (en 

inglés y chino) 

21/10/2010 : “Acceso a la Tierra y 
Derecho a la Alimentación”, Informe 

presentado ante la 65ª Asamblea 
General de las Naciones Unidas 
[A/65/281]. 

5/03/2010 : ‘Adquisiciones y 5/03/2010 : Declaración ante el 



  
 

 

arrendamientos de tierra a gran 
escala: una serie de principios y 
medidas mínimos para abordar el 
reto de los derechos humanos’. 

Informe presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos 
[A/HRC/13/33/Add.2] 

diálogo interactivo, Consejo de 

Derechos Humanos, 13ª reunión, 
Palais des Nations, Ginebra (en 
francés) 

5/03/2010 : ‘Misión a Benín’. Informe 

presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos 
[A/HRC/13/33/Add.3] 

5/03/2010 : ‘Misión a Brasil’. Informe 

presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos 
[A/HRC/13/33/Add.6] – en inglés y 
portugués 

5/03/2010 : ‘Misión a Guatemala’. 

Informe presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos 
[A/HRC/13/33/Add.4], Marzo de 2010 

5/03/2010 : ‘Misión a Nicaragua’. 

Informe presentado ante el Consejo 
de Derechos Humanos 
[A/HRC/13/33/Add.5] (en inglés) 

5/03/2010 : ‘La agroindustria y el 
derecho a la alimentación’. Informe 

presentado ante el Consejo de 
Derechos Humanos [A/HRC/13/33] 

 

2009 

21/10/2009 : ‘Las políticas de semillas 
y el derecho a la alimentación: mejora 
de la biodiversidad de la agricultura y 
fomento de la innovación’. Report 

presented to the UN General Assembly 
(63d 26esión) (UN doc. A/64/170). 

17/09/2009 : “Hacer de la crisis una 
oportunidad: fortalecer el 
multilateralismo”. Informe 

presentado al Consejo de Derechos 
Humanos. 

09/03/2009 : ‘The role of development 
cooperation and food aid in realizing 
the right to adequate food: moving 
from charity to obligation’. Report 

presented to the Human Rights Council. 

09/03/2009 : Misión a la 
Organización Mundial del 
Comercio. Informe presentado ante 

el Consejo de Derechos Humanos 
(Marzo 2009). 

2008 

21/10/2008 : Informe preliminar del 
Relator Especial sobre el Derecho a 
la alimentación presentado ante la 

Asamblea General de Naciones Unidas 
(63ª sesión) (UN doc A/63/278) 

08/09/2008 : Mayor capacidad de 
respuesta: un marco de derechos 
humanos para la seguridad 
alimentaria y nutricional mundial’, 

informe presentado ante el Consejo 
de Derechos Humanos de acuerdo 
con la resolución S-7/1, adoptada por 
el Consejo de Derechos Humanos el 
22 de mayo de 2008 en sus sesión 
especial sobre la crisis mundial de 
alimentos (UN doc. A/HRC/9/23, 8 
septiembre 2008) 

Fuente: Elaboración propia
18

  

 

Hecho este recorrido sobre algunos fundamentos e institucionalidad para la garantía y 

protección derecho y, no obstante, que el derecho a la alimentación sigue siendo parte 

del derecho a gozar de un nivel de vida adecuado y el derecho al disfrute del más alto 

nivel posible de salud, los contenidos y especificidades con los que se le han dotado, le 

conceden una existencia propia que poco a poco se ha logrado para algunos de sus 

contenidos vía opinio iuris.   

                                                        
18  Con base en la información publicada en: http://www.srfood.org/index.php/es/informes-oficiales. 
(consultado: 08.12.2012) 

http://www.srfood.org/index.php/es/informes-oficiales
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Es importate relevar el papel que la doctrina internacional y progresivamente la 

nacional, reconoce a la mujer. Los informes de los relatores del derecho a la 

alimentación resaltan la importancia de brindar especial protección como un nicho 

generador de bienestar, en especial como una expresión esencial del derecho a la 

alimentación, porque en ella se concreta la protección de la vida que comienza en el 

seno de las familas con el suministro de mínimos vitales como la alimentación. 

 

A continuación se expondrán los avances que en este aspecto se han logrado en el 

sistema internacional de derechos humanos. 

 

3. Contenido esencial 19 del derecho a una alimentación suficiente y adecuada 

 

En la doctrina constitucional es amplio el debate sobre el significado de esencialidad o 

núcleo esencial de un derecho.  Se habla en primer lugar de las características de un 

derecho fundamental que viene a reemplazar a los conocidos como derechos civiles, 

libertades públicas, en el sistema de derechos humanos. Frente a la fundamentalidad, 

la expresión denota una positivación formal en las Cartas políticas y su posibilidad de 

exigibilidad concreta con las características propias de un derecho subjetivo que 

trasciendan su contenido filosófico y moral.  En el ámbito constitucional la connotación 

de derecho fundamental la tienen cierto grupo privilegiado de derechos reconocidos 

constitucionalmente que cuentan con una garantía reforzada frente a intentos de 

violación, desconocimiento, transformaciones reglamentarias o límites a las reformas, 

en virtud a que son reconocidos como el fin en que se concretan los principios éticos 

máximos de un Estado y fundamento de un orden social y político legítimo de derecho. 

 

En este sentido, el contenido esencial de un derecho corresponde a aquellos límites 

imposibles de recabar por cualquier sujeto por ser los mínimos que permiten su 

existencia y goce garantizado a favor de un individuo en razón a ser fin máximo y 

último de la expresión de la dignidad humana y que se construyen a partir de los 

desarrollos de la doctrina internacional y nacional de los derechos humanos buscando 

brindarles una coraza de protección y garantía para que se hagan efectivos. 

 

Resaltamos lo arriba expuesto por el tratadista Tulio Chinchilla, en su libro “Qué son y 

cuáles son los derechos”, con relación a las características mínimas que 

internacionalmente y nacionalmente le brindan fundamentalidad y, por tanto, 

esencialidad, como parte de ella, a un derecho, en este caso, aplicable al derecho 

humano.  Tulio Chinchilla, ensaya una definición de derecho fundamental que integra 

cinco elementos esenciales:  “sin los cuales es impensable como categoría jurídica”: a) 

                                                        
19 Sobre los contenidos esenciales de los derechos fundamentales, Ver, supra nota 5. 



  
 

 

El núcleo axiológico que lo fundamenta: valores o principios ético-políticos explícitos o 

implícitos, postulados que justifican su inclusión constitucional del derecho o su 

reconocimiento discursivo como fundamental, y que determinan su contenido, alcance 

y límites (la forma como ha de interpretarse). b) Situación ventajosa, beneficiosa o 

favorable de la cual alguien puede sacar partido y que se concreta en un conjunto de 

facultades: libertad de acción, “poder” de limitar la libertad de alguien, legitimidad para 

reclamar algo  a alguien  en las relaciones sociales, etc. Bien jurídico protegido. c) Un 

sujeto identificable titular de la situación ventajosa descrita en b), y un sujeto obligado 

(identificable) sobre el cual recaerán las cargas o limitaciones de conducta que del 

derecho se deriven. d) Un conjunto de deberes de dar, hacer o no hacer, tanto 

específicos como generales, que constituyen el correlato obligacional del derecho y que 

van surgiendo en cada situación fáctica a partir de la afirmación de éste. e) Un conjunto 

de garantías institucionales cualificadas o reforzadas, es decir, diferentes y 

cualitativamente superiores a las acciones judiciales ordinarias (supergarantías 

objetivas y subjetivas).  Garantías preferiblemente judiciales que habilitan al titular del 

derecho a reclamar su respeto por las vías coercitivas en caso de vulneración o 

desconocimiento.” 

 

Con base en estos elementos, a continuación revisaremos los elementos ético políticos 

explícitos que justifican y reconocen la existencia misma del derecho a la alimentación 

en el ámbito internacional, para luego, en la parte II del documento, identificar su 

abordaje en el contexto colombiano. 

 

a. FAO 

 

La FAO en cumplimiento de este objetivo de fundamentación del derecho a la 

alimentación, ha dicho que éste puede descomponerse en varios elementos: oferta 

adecuada, traducida en que los tipos de alimentos comúnmente disponibles 

nacionalmente, en los mercados locales, por ende, en los hogares, deben ser 

culturalmente aceptables, y esto significa, ajustarse a la cultura alimentaria o dietética 

existente. La oferta disponible debe cubrir todas las necesidades nutricionales 

generales desde el punto de vista de cantidad (energía) y calidad (proporcionar todos 

los nutrientes esenciales, como vitaminas y yodo,); por último, indica que, los alimentos 

deben ser seguros (sin elementos tóxicos o contaminantes) y de buena calidad, en 

cuanto a gusto y textura. 

 

Tabla No. 2 

Contenidos del Derecho a la Alimentación FAO 

 

Contenidos Derecho a la Alimentación FAO 
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Oferta Disponible 

Adecuada 

Culturalmente aceptable ajustarse a la cultura 

alimentaria o dietética. 

Buen gusto y textura 

Cubrir 

necesidades 

nutricionales 

Cantidad de energía 

Esenciales y calidad en nutrientes en vitaminas y 

yodo 

Seguros Sin elementos tóxicos contaminantes 

Cuadro 1. Fuente: Elaboración propia FAO 2001 

 

Estos derechos deben, por tanto, según la FAO, introducirse en la cultura política, 

jurídica, económica y social de los Estados miembros y crear las condiciones para su 

reconocimiento, su aplicación  y modificaciones necesarias para estos fines, 

declaraciones recogidas como derechos, según se enunció, en los Pactos de 1996.  

 

b. PIDESC y Observación General No. 12 del CDESC 

 

El Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales CDESC, amplió el alcance 

de la definición del derecho a las personas a estar protegidas del hambre, fruto de los 

informes presentados por los Estados partes desde el año 1979, que implicó dar un 

mayor desarrollo al contenido de este derecho establecido en los párrafos 1 y 2 del 

artículo 11 del PIDESC, con el fin de que sirvieran de base para establecer el Plan de 

Acción de la Cumbre Mundial sobre el Derecho a la Alimentación.  

 

El numeral 8 de la OG 12, señala que, “El derecho a la alimentación adecuada se 

ejerce cuando todo hombre, mujer o niño, ya sea sólo o en común con otros, tiene 

acceso físico, económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a 

medios para obtenerla.  El derecho a la alimentación adecuada no debe interpretarse, 

por consiguiente, en forma estrecha o restrictiva asimilándola a un conjunto de calorías, 

proteínas y otros elementos nutritivos concretos. Los Estados tienen la obligación 

básica de adoptar las medidas necesarias para mitigar y aliviar el hambre (…), incluso 

en caso de desastre o de otra índole. Adecuación y sostenibilidad de la 

disponibilidad de alimentos y del acceso a estos” (negrillas fuera de texto). 

 

Al consagrar la adecuación como parte del derecho a la alimentación, se hace especial 

relación a factores, tales como: “condiciones sociales, económicas, culturales, 

climáticas, ecológicas y de otro tipo imperantes en el momento”. El concepto de 

sostenibilidad está vinculado con el concepto de alimentación adecuada o 

seguridad alimentaria que, “entraña la posibilidad de acceso a los alimentos por parte 

de generaciones presentes y futuras”, directamente relacionado con el concepto de 

disponibilidad y accesibilidad a largo plazo.   

 



  
 

 

Señala la Observación General No. 12, en síntesis que el contenido esencial del 

derecho a la alimentación es el siguiente:  

 

Tabla No. 3 

Contenidos del Derecho a la Alimentación O. G. No. 12 

Contenidos del derecho a la alimentación adecuada. Observación General No. 

12. CDESC 

Disponibilidad Cantidad y calidad suficiente   

 Satisfacción de necesidades 

 Aceptables para una cultura determinada 

Accesibilidad Sostenibilidad 

 Goce efectivo presente y futuro 

 Económica 

 Física 

Adecuada utilización 

biológica 

Inocuidad en el consumo 

 Aceptable para una cultura y valores 

 Disponibilidad y acceso a los factores 

determinantes de la adecuada utilización biológica 

de alimentos – vivienda, agua, medio ambiente 

sano (Observación General 15 CDESC). 

Cuadro 2. Fuente: Elaboración propia con base en la OG No. 12 CDESC 

 

El concepto de seguridad alimentaria, que según la Observación General No. 12, tiene 

relación también con el ámbito de la sostenibilidad, es considerado por el ex Relator 

Especial, Jean Ziegler, como un concepto que enmarca el derecho a la alimentación, 

siendo éste complementario, “(…) porque hace de la lucha contra el hambre y la 

malnutrición una obligación jurídica, y no meramente una posibilidad o preferencia 

gubernamental”.20 

 

c. El derecho al agua como elemento primordial del derecho a la 

alimentación 

 

El derecho al agua como componente primordial del derecho a la alimentación tiene su 

razón de ser en el adecuado uso biológico de los alimentos necesario para su 

producción, comercialización y consumo, de allí la indefectible referencia que se hace 

al mismo al reconocer los contenidos del derecho a la alimentación; no obstante dicha 

conexión, el derecho humano al agua ha adquirido también, su propia autonomía, en 

aras a integrar unos contenidos propios, sin que por ello deje de ser interdependiente y 

                                                        
20 Informe a la Comisión de Derechos Humanos del Relator Especial de UN. Sobre el derecho a la alimentación. 
E/CN.4/2003/54 de enero 10 de 2003. Párrafo 35. 
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correlacionado con el derecho a la alimentación, al nivel de vida adecuado y al derecho 

al más alto nivel posible de salud. 

 

En el año 2002, el ex Relator Ziegler al referirse sobre el derecho a la alimentación, 

señaló que el hambre, las deficiencias nutricionales y el consumo de agua 

contaminada, son la causa de millones de muertes cada año en el mundo, siendo los 

niños las principales víctimas. Insistiendo en la necesidad de garantizar el derecho de 

acceso, regular, permanente y libre, no solo, a una alimentación suficiente y 

adecuada en cantidad y calidad, sino que también, señaló que, “el agua potable es 

imprescindible para una nutrición sana, de modo que habrá que considerarla un bien 

público”21.  

 

Posteriormente en el año 2003, en las “directrices internacionales sobre el derecho a la 

alimentación”, indicó que las mismas, “deben tratar de la importancia de la nutrición y el 

agua como elementos claves del derecho a la alimentación”. Es imposible hablar de la 

nutrición y la seguridad alimentaria sin hacer referencia al agua potable, refiere. El agua 

potable es esencial para una nutrición adecuada en los procesos de producción, 

comercialización y consumo y es esencial para la producción de alimentos y para 

garantizar disponibilidad de los mismos, en particular en los países donde los pobres 

dependen principalmente de su propia producción”22. 

 

El derecho al agua, ha pasado por debates profundos, como la mayoría de derechos 

sociales o de carácter prestacional, a nivel internacional, regional y nacional. Según la 

Declaración del Segundo Foro Mundial, fue inicialmente considerado como una 

“necesidad básica”, sometida a las leyes de la oferta y la demanda del mercado global, 

y no, como un derecho; considerándolo conexo a otros derechos como la vida, 

vivienda, salud, medio ambiente; al derecho a un nivel de vida adecuado o al derecho a 

la alimentación. No obstante lo anterior, este derecho ha adquirido mayor desarrollo en 

la década de los noventa buscando definir sus contenidos, tal y como ha sucedido con 

los demás derechos en la búsqueda de su ideal realización.  

 

El CDESC en la Observación General No. 15 establece que, la obligación estatal de 

asegurar a todo individuo un nivel de vida adecuado , implica garantizar 

necesariamente el derecho al agua23. En el año 2000 la Asamblea General de NU24 

                                                        
21 Informe a la Comisión de Derechos Humanos del Relator Especial de UN. Sobre el derecho a la alimentación. 
E/CN.4/2002/58 de enero 10 de 2002. Párrafo 130. 
22 Informe a la Comisión de Derechos Humanos del Relator Especial de UN. Sobre el derecho a la alimentación. 
E/CN.4/2003/54 de enero 10 de 2003. Párrafo 34 y 35. 
22 Informe a la Comisión de Derechos Humanos del Relator Especial de UN. Sobre el derecho a la alimentación. 
E/CN.4/2004/10 de febrero 9 de 2004. Párrafo 15, 18 y 21. 
23 Observación General No. 15 CDESC. “El Derecho al agua” (art. 11 y 12 del PIDESC), referida al artículo 11 
del PIDESC. 



  
 

 

expide la Declaración de los Objetivos del Milenio que establece las metas de la 

Organización para este siglo, entre ellas, “reducir a la mitad para el año 2015 el 

porcentaje de personas que carezcan de acceso sostenible al agua potable y a 

servicios básicos de saneamiento”. 

 

De esta manera, en el marco del derecho a la garantía a un nivel de vida adecuado, el 

derecho a la alimentación y el derecho al agua están directamente correlacionados, de 

donde la doctrina internacional alcanzada hasta el momento, le brinda concreciones 

independientes que implican su suministro y con ello, la garantía del derecho a la 

alimentación que hoy día se enmarcan en un modelo de desarrollo ambiental y 

sostenible para el futuro25, también: 

 

 “Garantizar el acceso a una cantidad mínima de agua, que sea suficiente y apta 

para el uso personal y doméstico, y para prevenir enfermedades (20 a 50 litros de 

agua por personal por día. 

 Asegurar el acceso a instalaciones y servicios sobre una base no discriminatoria, en 

particular, respecto de los grupos más vulnerables. 

 Garantizar el acceso físico a las instalaciones; es decir, que los servicios de agua se 

encuentren a una distancia razonable del hogar26. 

 Garantizar un suministro suficiente y regular de agua salubre, con salidas de agua 

suficientes para evitar tiempos de espera prohibitivos. 

 Evitar que se vea amenazada la seguridad personal, cuando las personas acudan a 

obtener el agua, en especial las mujeres y niñas. 

 Adoptar una estrategia y un plan de acción nacional sobre agua, que incluya 

indicadores para evaluar los progresos alcanzados, y que presten especial atención 

a los grupos marginados.”
26

. 

 

En el orden interno existen las siguientes obligaciones: 

 

 “No adoptar medidas deliberadamente regresivas. o Adoptar medidas concretas 

para satisfacer los objetivos del PIDESC y del resto de instrumentos internacionales.  

 Adoptar tales medidas en un plazo razonable.  

 Utilizar el máximo de los recursos humanos, naturales, tecnológicos, informativos y 

financieros a su alcance, para la plena implementación de los derechos
27

.  

 Asegurar un ejercicio de los derechos libre de toda discriminación.  

                                                                                                                                                                                   
24 Resolución 55/2 de la Asamblea General de UN. Declaración de Objetivos del Milenio.  
25 Michael Jacobs. “The Green Economy: Environment, Sustainable Development and the Politics on the Future”, 
Pluto Press, London, 1991: 7 
26 Aniza García. “El derecho humano al agua y el derecho a la alimentación”. Universidad Complutense Madrid. 
2010:10  
27 Ibid. Párrafo 37. 
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 Actuar dando prioridad a los grupos más vulnerables y garantizar, incluso en 

situaciones de crisis, por lo menos el contenido mínimo del derecho
28

”. 

 

Las obligaciones sobre el derecho al agua se sintetizan comienzan a sintetizar de las 

contenidas en el derecho a la alimentación. 

 

5. Síntesis y desarrollo de las obligaciones de los Estados frente al derecho a 

la alimentación29 

 

El CDESC en las Observaciones Generales No. 3 y 12 ha establecido una serie de 

obligaciones del Estado frente al derecho a la alimentación: Obligaciones de 

disponibilidad y accesibilidad; obligaciones de respetar, proteger y cumplir; obligaciones 

de efecto inmediato y de cumplimiento progresivo; y las obligaciones básicas, los 

cuales deben interpretarse en el marco del derecho al libre derecho de la personalidad 

y el principio de subsidiariedad, en un marco mucho más amplio del derecho a un nivel 

de vida adecuado, y el derecho al más alto nivel posible de salud, que a continuación 

se desarrolla. 

 

A continuación se presenta un cuadro que registra las obligaciones que los Estados 

debieran asumir, según la doctrina internacional de los derechos humanos sobre el 

derecho a la alimentación, con la suscripción del PIDESC. 

                                                        
28 Ibid. Párrafo 37 y ss. 
29 Se toma como base y se ajusta la clasificación de Obligaciones y Actores Responsables frente al Derecho a la 
Alimentación del libro de la Defensoría del Pueblo. “El Derecho a la Alimentación en la Constitución, la 
Jurisprudencia y los Instrumentos Internacionales”. Autora: María Paula Gómez Méndez. Investigadora del 
Programa de Seguimiento a las Políticas Públicas en Derechos Humanos. Imprenta Nacional. 2006. 
  



 

a. Libre desarrollo de la personalidad y subsidiariedad 

 

Es reiterada la doctrina internacional y nacional que interpreta adecuadamente los 

contenidos de los actores obligados en materia de PIDESC, que coinciden en que 

erróneamente se ha atribuido al Estado estas obligaciones de manera exclusiva, de 

donde emergió por parte de varios Estados, su oposición frente al costo insostenible en 

el cumplimiento de los derechos sociales.   

 

Esta posición partió de la base de un reconocimiento reducido de las capacidades de 

las personas, y de una concepción de un Estado netamente proteccionista y 

asistencial, que si bien, es vital su mediación en la superación de la pobreza, su mayor 

función es dinamizar y facilitar los medios para el fortalecimiento de las capacidades de 

los individuos y las sociedades en una merecida idea de concebir al individuo como un 

sujeto de derechos, digno y capaz y no como objeto de ellos en el plano del desarrollo.  

Esta gobernanza basada en la idea de incapacidad, ha permitido incluso la 

instrumentalización del discurso de los derechos humanos para los intereses políticos y 

económicos de los centros de poder en el mundo 30 , de los que el derecho a la 

alimentación no escapa y que se traduce en un incremento de la ayuda asistencial que 

suple las obligaciones estructurales del Estado. 

 

El ex Relator Especial para el derecho a la alimentación Asbjørn Eide, al efecto, refiere 

que el artículo 2 de “la Declaración de Naciones Unidas sobre el Derecho al Desarrollo, 

el individuo es el sujeto activo, no el objeto, del desarrollo económico y social”, en el 

entendido de que la mayoría de seres humanos luchan arduamente por su subsistencia 

por diferentes medios, esfuerzos y recursos personales o colectivos. Pero, “para que 

los individuos puedan utilizar sus propios recursos, deben tener recursos que puedan 

utilizar”. Regularmente los recursos aprovechables de los individuos son “la tierra u 

otros bienes de capital y/o de trabajo, combinados con los conocimientos necesarios 

para lograr la utilización óptima de todos los demás recursos de que dispone (...) ”31 

 

En este escenario, las obligaciones del Estado parten de la consideración de que, “los 

seres humanos, las familias y los grupos más amplios tratan de solucionar por sí 

mismos sus necesidades”32, los Estados originaria y primordialmente deben respetar 

los recursos de propiedad del individuo y la libertad y facilitar medios para formarse 

conforme a sus estructuras de recursos en sus territorios en la libertad de la 

                                                        
30 Centro Latinoamericano para la Cooperación y el Desarrollo Humano Integral. “Estudio causal realidad 
latinoamericana”. En ella se identifica los grupos de interés económico internacionales como Centros 
Internacionales de Poder CPI. 2010: 10  
31 Ver Asbjørn Eide, óp cit., supra nota 1.   
32 Ibid. 
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escogencia y el encuentro de oficio y trabajo según sus dones y talentos para que, “(…) 

haga un uso óptimo de sus conocimientos y adopte las medidas necesarias y utilice –

solo o asociado a otros- los recursos necesarios para satisfacer sus propias 

necesidades.”33 

 

La actividad del Estado que se despliega como representante político del individuo 

consiste en primer lugar, en proteger frente a terceros (fraude, comportamiento no 

ético, prácticas desleales, poderes económicos, conflictos, depredación del medio 

ambiente, etc.,) que se obstaculicen las posibilidades de los individuos de satisfacer 

sus propias necesidades. Comportando ésta, una de las principales obligaciones 

correlativa en importancia, a la que tiene con los derechos civiles y políticos que el 

Estado debiera cumplir en casos de un orden regular.  

 

b- Obligaciones de disponibilidad, accesibilidad y utilización biológica de 

alimentos 

 

Estas obligaciones corresponden al núcleo esencial del derecho a la alimentación 

establecido en el CDESC en la Observación General No. 12 de 2001 y por la 

Declaración de Roma sobre Seguridad Alimentaria Mundial de 1996, anteriormente 

citadas (Tabla 1, 2).  

 

Por necesidad alimentaria, la Observación 12, 34  entiende “que el régimen de 

alimentación en conjunto aporta una combinación de productos nutritivos para el 

crecimiento físico y mental, el desarrollo y el mantenimiento, y la actividad física que 

sea suficiente para satisfacer las necesidades fisiológica humanas en todas las etapas 

del ciclo vital, y según el sexo y la ocupación.” Hecho que exige una diversidad de 

régimen y las pautas de alimentación y consumo adecuadas, incluida la lactancia 

materna, al tiempo que se garantiza que los cambios en la disponibilidad y acceso a los 

alimentos mínimos no afectan negativamente a la composición e ingesta de alimentos. 

 

La ausencia de sustancias nocivas hace alusión a la inocuidad o adecuado manejo 

biológico de los alimentos y a una gama de medidas de protección por medios públicos 

como privados para evitar la contaminación de los productos alimenticios debido a la 

adulteración y/o mala higiene ambiental o manipulación incorrecta en la cadena de 

producción, evitando o destruyendo igualmente, las propiedades y toxinas naturales. 

 

También implica que sean aceptables para una cultura o unos consumidores, ya 

que, en la medida de lo posible, debe considerarse los valores no relacionados con la 

                                                        
33 Ibid. 
34 Observación General No. 12. E/C.12/1999/5, CESCR. 12 de mayo de 1999: P. 7-13. 



  
 

 

nutrición que se asocian a los alimentos y el consumo, así como, la naturaleza de los 

alimentos disponibles en los territorios y sus particularidades geográficas y culturales 

propios de la identidad de las comunidades. 

 

Disponibilidad comprende las posibilidades para alimentarse de un individuo, 

directamente, explotando la tierra productiva u otras fuentes naturales de alimentos, o 

mediante sistemas de distribución, elaboración y de comercialización que funcionen 

adecuadamente y que puedan trasladar los alimentos desde el lugar de producción a 

donde sea necesario según demanda. 

 

En cuanto a la accesibilidad es económica y física, la primera implica que, los costos 

financieros personales o familiares asociados con la adquisición de los mismos para un 

régimen de alimentación adecuado debe estar a un nivel tal que no se vean 

amenazados o en peligro de provisión y la satisfacción de otras necesidades básicas; 

así sea por medio de programas especiales para personas vulnerables. La segunda se 

refiere a que sea accesible a todos, incluidos grupos físicamente vulnerables o 

diferentes, lactantes, niños y niñas, personas con alguna enfermedad, personas con 

capacidades diferentes. Personas propensas a desastres y a otros grupos, en especial 

indígenas cuyo acceso a las tierras ancestrales puede verse amenazado. 

 

La garantía del derecho a la alimentación, como ya de advirtió, está directamente 

relacionada con el concepto de seguridad alimentaria y nutricional del que se citó en el 

Plan de Acción de la Cumbre Mundial 1996, sobre alimentación: “Existe seguridad 

alimentaria cuando todas las personas tienen acceso físico y económico a suficientes 

alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus 

preferencias en cuanto a los alimentos para llevar una vida activa y sana”.  

 

c. Obligaciones de respeto, protección, realización o satisfacción 

 

1. Respeto: Exige que el Estado se abstenga de adoptar actuaciones que impidan 

la disponibilidad, el acceso y la adecuada utilización biológica de alimentos35. Implica el 

respeto y  el reconocimiento del derecho de los individuos y grupos a obtener ingresos 

que les permitan satisfacer sus necesidades alimentarias y otras necesidades básicas 

tanto en acceso y permanencia a una alimentación suficiente y adecuada. Los Estados 

no pueden suspender la legislación o las políticas que den a las personas acceso a los 

alimentos, a menos que se justifique plenamente por parte de los mismos, previo 

                                                        
35 En el informe E/CN.4/2001/53. Párrafo 27 y ss., el Ex Relator del Derecho a la Alimentación del CDESC, 
Jean Ziegler, señala los deberes del Estado, sintetizándolos en deberes de respeto, protección, satisfacción 
que, en efecto, se reducirían al núcleo sustancial de deberes del Estado y en ellas se incluirían aquellas de 
acceso y disponibilidad y las de efecto inmediato y progresivo, incluidas las básicas de las que trata la 
clasificación hecha por la Defensoría del Pueblo. 
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solicitud y gestión de ayuda y cooperación internacional.  Igualmente las instituciones 

públicas, incluidas las militares, no deben menoscabar este acceso, mediante 

contaminación de tierras agrícolas o con desalojos forzados. Exige que éstos examinen 

periódicamente sus políticas y programas relacionados con el tema para garantizar el 

acceso libre y la disposición a todos36. 

 

2. Protección: En el  informe No. 53 de 2001 el Ex Relator Jean Ziegler, así como 

a ONU en su Nota Informativa No. 34 sobre el Derecho a la alimentación señalan que 

esta obligación comporta el deber de los Estados de proteger el ejercicio de las 

personas de poder alimentarse contra violaciones de terceros (Individuos, grupos, 

empresas privadas u otras entidades).  En especial el Informe 19 del 6 de marzo de 

2012 del actual Relator Especial, hace un llamado a la protección de los pequeños 

propietarios campesinos, indígenas, pastores, pescadores, y de favorecer políticas de 

redistribución de la tierra que garanticen el respeto por la producción de alimentos de 

estos grupos vitales dentro de la economía de un país37. 

 

Los Estados deben impedir que terceras partes destruyan las fuentes de alimentación, 

mediante la contaminación de la tierra, el agua, el aire con productos industriales o 

agrícolas nocivos o la destrucción de tierras ancestrales de los pueblos indígenas con 

el objeto de despejar el camino para minas, represas, carreteras o agroindustria.  

Incluye garantizar que los alimentos que lleguen al mercado sean seguros y nutritivos 

aplicando normas de calidad y seguridad, garantizar prácticas justas e iguales en el 

mercado.  Debe igualmente adoptar medidas legislativas para proteger a las personas 

de la publicidad y las promociones no sanas para estimular pautas de vida 

saludables38.    

 

Refiere el informe citado que;  “conscientes que el acceso a la alimentación es cuestión 

de solvencia” en palabras del Ex Relator, implica que el Estado, como lucha por el 

desarrollo de las fuerzas productivas, debe invertir esfuerzos por una “fiscalidad 

redistributiva, por la seguridad social, contra la corrupción, etc.”39.  

 

Dicho relator haciendo alusión al Representante Permanente de Argelia ante UN en 

Ginebra y Presidente del Grupo de Trabajo sobre el Derecho al Desarrollo, retoma sus 

palabras para afirmar que el derecho a la alimentación emana de un derecho 

                                                        
36 En: “El derecho a la alimentación adecuada”. Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos.  
Folleto Informativo No. 34. 2010:5. 
37 Informe presentado ante la 65ª Asamblea General de las Naciones Unidas A/65/281. “Acceso a la Tierra y 
Derecho a la Alimentación”, Octubre 21 de 2010 
38 Ibid:28 
39 Ibid. Párrafo. 28. En este sentido el informe del relator refiere sobre la capacidad del planeta para alimentar 
a la humanidad dos veces más del número de su población, y, concluye con otros datos, que el tema de acceso 
a la alimentación sana y saludable se reduce a un tema meramente crematístico. 



  
 

 

“matricial”, es decir, que constituye la matriz de otros derecho, a saber, el derecho al 

desarrollo.  En igual sentido, la reforma agraria asume en el contexto expuesto en el 

informe, una importancia especial, relacionada con la distribución y uso del suelo, como 

segunda obligación.40 

 

3. Realización o satisfacción: Comprende la obligación de facilitar y de hacer 

efectivo el derecho a la alimentación.  El Estado debe procurar iniciar actividades que 

fortalezcan el acceso  y la utilización por parte de la población, de los recursos que 

aseguren sus medios de vida. Adicionalmente, debe adoptar medidas positivas para 

garantizar la disponibilidad de suministros alimentarios y la reserva de alimentos en 

todo el territorio nacional, particularmente en las zonas que presentan riesgos elevados 

de inseguridad alimentaria. 

 

En concordancia con el principio de subsidiariedad, debe proveer alimentos y agua a 

las personas o grupos de personas que, por razones que escapan a su control, no 

están en capacidad de disfrutar de una alimentación adecuada.  Si el Estado no está en 

condiciones de suministrar alimentos, la cooperación internacional actuará para lo cual 

recurrirá a la asistencia internacional humanitaria y por ¨negligencia u orgullo nacional¨, 

no deben reusar o solicitar dicha ayuda, o impedirla. 

 

6. Falta de voluntad  vs.  Falta de capacidad  

 

1. Efecto inmediato y cumplimiento progresivo: Como parte de los derechos 

sociales el derecho a la alimentación, de contenido primordialmente prestacional y 

programático, restringe la posibilidad de hacer efectivo el derecho de manera 

inmediata. Así lo señala el PIDESC. Art. 2. al establecer un compromiso de los Estados 

de naturaleza progresiva. 

 

Por tal razón, su realización está supeditada básicamente a los recursos existentes; a 

pesar de ello, el mismo Pacto reconoce un núcleo esencial al derecho a la alimentación 

que no lo hace sujeto a realización progresiva y exige una realización o intervención  

inmediata del Estado; así como, un deber de complementariedad en caso de 

imposibilidad de acceder al mismo por una serie de actores subsidiarios hasta llegar al 

Estado, distinguiendo el CDESC, las obligaciones de efecto inmediato y progresivo. 

 

                                                        
40 Trae en mención, el proceso de movilización realizado por el Movimiento Brasileño de Trabajadores 
Rurales sin tierra en el que el 1% posee el 46% de las tierras cultivables, caso similar para Colombia. 
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i. Efecto inmediato: Son aquellas que pueden exigirse inmediatamente al Estado, 

en razón a que hacen parte del núcleo esencial del derecho a la alimentación que 

NO depende de consideraciones de tipo presupuestal41.  

El Comité las ha señalado en: 

 

1. Adoptar medidas inmediatas, apropiadas, deliberadas y concretas orientadas lo 

más claramente posible hacía el pleno ejercicio del derecho a la alimentación, 

éstas deben ser adoptadas “dentro de un plazo razonablemente breve tras la 

entrada en vigor del Pacto (Internacional de los Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales) para los Estados Interesados”. Observación General No. 3. P. 2. 

 

a. Medidas legislativas: La Observación General No. 12 del CDESC considera 

que los Estados deben considerar la posibilidad de aprobar una ley marco 

para la aplicación de la estrategia nacional para el derecho a la alimentación. 

Señala que los Estados deben buscar su formulación con la participación de 

la sociedad civil, estableciendo, “las metas u objetivos que deben lograrse y el 

marco temporal que se fijará para lograr estos objetivos; los medios mediante 

los cuales podría conseguirse el fin buscado en términos generales, en 

especial la colaboración deseada con la sociedad civil y el sector privado y 

con organizaciones internacionales; la responsabilidad institucional del 

proceso; y los mecanismos nacionales para vigilar el proceso, así como los 

posibles procedimientos de recurso”42 

 

Señala el Relator Especial Ziegler, que a esta ley deben armonizarse y 

articularse todas las leyes y las políticas relacionadas con el derecho a la 

alimentación, inclusive la agricultura, la nutrición, la tierra y el agua43. En este 

hilo de ideas, indica que la norma debe basarse en un claro diagnóstico 

político, económico, social, cultural sobre la realidad que afecta el derecho a 

la alimentación, respondiendo la ley a realidades tales como, el ingreso 

deficiente o su ausencia, el acceso a la tierra, etc., entre muchos otros 

factores, con estrategias y reformas necesarias de los diferentes sectores que 

garanticen el derecho (acceso al crédito, el empleo, la política ambiental, la 

capacitación, producción, calidad, seguridad de los alimentos, etc.), todo con 

el fin de realizar las obligaciones de respeto, protección y satisfacción del 

derecho a la alimentación44.  

                                                        
41Sobre definición y características de los derechos fundamentales, Ver, supra nota 5.  
42 Observación General No. 3. La índole de obligaciones de los Estados Partes. Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales.  
43 Jean Ziegler. Informe sobre el derecho a la alimentación, presentado de conformidad con la Resolución 
2001/25 de la Comisión de Derechos Humanos. A/56/210. Julio 23 de 2001. Párrafo 94. 
44 Ibid. Párrafo 9-64. 



  
 

 

 

El incumplimiento de esta obligación implica la demostración de una razón 

imperiosa e imposible de cumplir para ello, imponiéndoles la carga de probar: 

“bien que esos recursos no son ‘medios apropiados’ según los términos del 

artículo 2 del Pacto, o bien, que a la vista de los demás medios utilizados, son 

innecesarios”45 

 

b. Medidas judiciales. La Declaración de Viena de 1993 obliga a los Estados a 

reconocer la interdependencia y la indivisibilidad de los DCP y los DESC. Por 

este motivo y reiterando lo consagrado en esta Declaración, Ziegler señala la 

obligatoriedad de los Estados parte de garantizar los instrumentos y 

mecanismos judiciales para proteger los DESC, en tan igual forma, en su 

fuerza y efectividad que para los DC.46 47. 

 

Es de suyo reconocer que los DESC no están sustraídos de la competencia 

de los jueces y tribunales, son considerados por varias Observaciones 

Generales, autoejecutables (O.G. No. 2. P.9), con dimensiones significativas 

de justiciabilidad (O.G. No. 9. P. 10). Señala adicionalmente que varias de las 

normas contenidas en el PIDESC: igualdad entre hombres y mujeres (Art. 3), 

salario igual trabajo igual (Art. 7. Inc. i. Apartado a), libertad sindical y derecho 

a huelga (Art. 8), protección de niños y niñas contra la explotación social y 

comercial (Art. 10. Párrafo 3), obligatoriedad de la enseñanza y libertad de los 

padres para escoger educación de los hijos (Art. 13. Apartado a), párrafos 2, 3 

y 4), tienen esta naturaleza de ser jurídicamente exigibles; pero también, se 

hace necesario avanzar en los contenidos de estos mecanismos. 

 

El Ex Relator Especial considera que el núcleo duro exigible de este derecho 

tiene que ver con que el Estado se abstenga de tomar medidas que impidan a 

                                                        
45 Ibid. Párrafo 3.  
46 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. A/ RES/2200 A (XXI), del 16 de 
diciembre de 1966. Artículo 2: “1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente 
económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos 
los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los 
derechos aquí reconocidos. 2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio 
de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su 
economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el 
presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.” 
47 Ver, El Derecho a la Alimentación, óp cit., supra nota 1:59. Cfr. Jean Ziegler. Informe sobre el derecho a la 
alimentación, presentado de conformidad con la Resolución 2001/25 de la Comisión de Derechos Humanos. 
E/CN.4/2002/58. Enero 10 de 2002. Párrafo 33. 
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las personas ejercer libremente el derecho a la alimentación, su cumplimiento 

es inmediato y judicialmente exigible. En igual sentido, el principio de no 

discriminación y las obligaciones de proteger y de hacer efectivo el derecho 

resultan demandables. Estas dos de cumplimiento imperativo, sustrayéndose 

del nivel de recursos, para lo cual la instancia judicial determinará el tipo de 

actuación del Estado en cada caso.48 

 

b. Medidas presupuestales.  El artículo 2.1. PIDESC señala que las medidas 

que el Estado debe adoptar para garantizar su plena satisfacción deben ser: 

“Económicas y Técnicas”, considerando que es la forma en que las personas 

vulnerables frente al acceso puedan lograr la plena garantía y goce del 

derecho. 

 

c. Medidas administrativas. La Observación General No. 9 de la CDESC, en el 

párrafo 9 señala que los recursos administrativos deben ser accesibles, no 

onerosos, rápidos y efectivos, en otras palabras, al alcance de toda la 

población, especialmente de menores ingresos, capaces de ofrecer una 

respuesta oportuna y adecuada a  las situaciones que amenacen o vulneren 

el los bienes que protege. 

 

d. Medidas educacionales de nutrición.  Jean Ziegler señala que estas 

medidas contribuyen a reducir el hambre y la malnutrición localmente, pero 

sobre todo su aplicación por conducto de gobiernos locales y autoridades 

comunitarias, son herramientas que contribuyen, de forma económica y 

efectiva, a construir un modelo adecuado de seguridad alimentaria49 

 

Estas medidas educacionales deben respetar las costumbres alimentarias 

locales y adaptarse a condiciones locales en cuanto a la producción de 

alimentos. Centrarse en las ventajas de la lactancia materna, los valores 

nutricionales necesarios para el crecimiento y desarrollo en minerales, 

calorías, micronutrientes, vitaminas, yodo, etc.50 

 

e. No discriminación alguna. El PIDESC proscribe toda clase de discriminación 

por motivos de raza, sexo, edad, idioma, religión, opinión política o de otra 

índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, discapacidad 

                                                        
48 Ver, “Derecho a la alimentación…”. óp cit., supra nota 1:58. Jean Ziegler. Informe sobre el derecho a la 
alimentación conforme Resolución 2001/25 de la CDESC. E/CN.4/2002/58. Enero 10 de 2002. P. 29.  
49 Jean Ziegler. Informe Preliminar sobre el Derecho a la alimentación según Resolución 2001/25 de la CDESC. 
A/56/210. Julio 23 de 2001. Párrafos 104 a 107. Ver, “Derecho a la alimentación…”. óp cit., supra nota 1:59 
50 Ver, “Derecho a la alimentación…”. óp cit., supra nota 1:58. Jean Ziegler. Informe sobre el Derecho a la 
Alimentación según Resolución 2001/25 de la CDESC E/CN/.4/2002/58. Párrafo 131.  



  
 

 

física o mental, estado de salud (incluido VIH-DIFA), orientación sexual, 

estado civil o cualquier otra condición política, social o de otro tipo que 

pretenda o tenga por efecto anular o menoscabar el igual disfrute o el ejercicio 

de los derechos económicos, sociales y culturales. 51 Esta obligación debe ser 

garantizada incluso, en épocas de excepción según lo señala el Relator 

Especial, en el Informe preliminar sobre el derecho a la alimentación. 52 

 

Deberán adoptar medidas según los principios de Limburgo para “poner fin 

con rapidez posible a cualquier discriminación de facto que resulte de una 

desigualdad en el goce de los DESC debido a una escasez de recursos u 

otros factores.” 

 

2. Elaborar estrategias y programas para la promoción del derecho a la alimentación. 

Esta obligación hace relación con la adopción de políticas públicas y estrategias 

para que las personas se liberen del riesgo del hambre y disfrutar lo más pronto 

posible del derecho a la alimentación.53 

 

3. Asegurar la satisfacción de niveles esenciales del derecho a la alimentación. Los 

Estados deben asegurar la satisfacción de mínimos niveles esenciales de los 

Derechos contenidos en el PIDESC, como “adoptar medidas que conlleven a 

algún tipo de acción positiva, cuando el grado de satisfacción del derecho se 

encuentre en niveles que no alcancen mínimos exigibles. En otros requerirá 

conservar la situación, no retroceder”, reconocida como el mínimo vital. Los 

principios de Limburgo sobre la aplicación al PIDESC54, señala en su numeral 25 

que, “Los Estados Partes tienen la obligación, independientemente de su nivel de 

desarrollo económico, de garantizar  la subsistencia mínima de todas las 

personas”.  

 

Para el caso del Derecho a la Alimentación como mínimo vital corresponderán a 

las establecidas en las Observaciones Nos. 12, 3, 15 del CDESC55: 1) garantizar 

                                                        
51Observación General No. 12. CDESC. A/56/210. Julio 23 de 2001. Párrafo 34. 
52 De conformidad con la Resolución 2001/25 de la Comisión de Derechos Humanos. A/56/210. Julio 23 de 
2001. Párrafo 34. 
53 Ver, “Derecho a la alimentación…”. óp cit., supra nota 1:58. La Corte Constitucional Colombiana. S. T-505 de 
2002. apartes 5.4 y 5.5. C-671 de 2002. C. 251 de 1997. ha señalado que lo mínimo que el Estado puede hacer 
para no desconocer la prestación de carácter programático derivada de la dimensión positiva de los derechos 
fundamentales es contar con una política pública que conduzca gradual, pero seria y sostenidamente a 
garantizarla y protegerla. 
54 Principios de Limburgo de aplicación al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Numeral 25.  
55 Observación General No. 12. Derecho a la Alimentación Adecuada. Párrafo 14. Observación General No. 15.  
Derecho al Agua. Párrafo 17 y 37. Observación General No. 3. Índole de Obligaciones de los Estado Partes. 
Párrafo 10. 
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que la persona que se encuentra bajo la jurisdicción tiene acceso a alimentos 

esenciales suficientes, inocuos y nutricionales para protegerlos del hambre, 2) 

Garantizar el acceso a una cantidad esencial mínima de agua suficiente y apta 

para el uso personal y prevención de enfermedades, 3) Asegurar el derecho al 

agua en instalaciones e igualdad de condiciones 4) velar por la equitativa 

distribución de todas las instalaciones y servicios de agua disponibles. 5) 

garantizar el acceso físico a instalaciones y servicios de agua. 

 

Si el Estado aduce su incapacidad para cumplir con estas obligaciones básicas, 

debe demostrar que ha utilizado recursos a su disposición y la cooperación 

internacional para suplir y garantizar la disponibilidad y accesibilidad de los 

alimentos. 

 

ii. Cumplimiento progresivo.  La Observación General No. 3 del CDESC reconoce la 

imposibilidad de lograr la efectividad de estos derechos en un breve periodo de 

tiempo, reconociendo así, su progresividad. A pesar de que la clasificación de otros 

actores las ubica dentro de las obligaciones de efecto inmediato, por estar 

relacionadas con los aspectos que permiten su realización en el tiempo, se ubicaron 

en estas. 

 

1. No regresividad, gradualidad y progreso.  Esta orden está relacionada 

directamente con el principio de progresividad establecido en el artículo 2.1. del 

PIDESC, implica adoptar medidas positivas que promuevan y faciliten el goce 

efectivo del derecho a la alimentación y de los DESC. La segunda, impone la 

obligación de no adoptar medidas que impliquen un retroceso alcanzado con 

relación al derecho. Por tanto el Estado no puede desconocer los principios 

constitucionales y afectar el contenido mínimo del derecho logrados.  La 

aplicación de medidas que fuesen regresivas implica demostrar que la medida se 

hace necesaria, no solo, útil o razonable para lograr los fines constitucionales y en 

general el grueso de todos los DESC y que no hay otra medida alternativa en el 

marco del aprovechamiento máximo de los recursos del Estado, según lo 

establece la Obligación General No. 3.56 

 

Las medidas progresivas (medidas de discriminación positiva o benigna 

denominadas por la Corte Constitucional) se admiten en la medida que no 

resulten en el mantenimiento de derechos separados para distintos grupos y que 

sigan vigentes luego de logrados los objetivos planteados, privilegiando a las 

comunidades o poblaciones más vulnerables 57 , ello implica que los Estados 

                                                        
56 Ibid. Párrafo 9. 
57 Principios de Limburgo. Párrafos 38 y 39. 



  
 

 

deberán derogar toda norma de cualquier nivel que resulte discriminatoria y las 

prácticas desiguales. 58  Según la doctrina esta obligación de progresividad: 

gradualidad (incorporación en las políticas y programas y planes, recursos y 

medidas encaminadas al fin de las metas fijadas para el goce efectivo del 

derecho);  y progreso (mejorar las condiciones de goce efectivo de los DESC). El 

Estado debe asegurar avances graduales y sistemáticos en la realización del 

derecho a la alimentación 

 

2. Empleo máximo de recursos disponibles. El Estado, no solo debe agotar los 

recursos disponibles nacionales, sino que deberá gestionar y aprovechar los 

internacionales y los provenientes de la cooperación, con un manejo eficiente, 

seguro y equitativo de los mismos según los principios de Limburgo59 

 

3. Control y Vigilancia. La Observación General No. 12 en el párrafo 31 y la 

Observación General No. 3, párrafo 11 establece que es de efecto inmediato e 

inmodificable en épocas de excepción. Hace alusión a “mantener mecanismos 

para vigilar los progresos tendientes a la realización del derecho a una 

alimentación adecuada para todos, determinar los factores y dificultades que 

obstaculizan su cumplimiento”. Limburgo señala que los Estados deben adoptar, 

en lo posible, objetivos e indicadores definidos.  El Plan de Acción de la Cumbre 

Mundial sobre Alimentos hace referencia a que los gobiernos en relación con 

otros sectores de la sociedad civil, deben desarrollar y actualizar un sistema 

nacional de información y cartografía sobre inseguridad y la vulnerabilidad 

alimentarias. 

                                                        
58 Observación General No. 3. CDESC. E/C.12/2005/4. Numeral 3. Literal 4. 
59 Ibid. Párrafo 98 



 

Tabla No. 4 

Síntesis de Obligaciones del Estado frente al Derecho a la Alimentación según la doctrina internacional de los 

DDHH 

 

Obligación Descripción Definición Algunos Desarrollo 

DUDH. Art. 25. Goce a un nivel 

de vida adecuado. PIDESC  

Art. 11. Declaración Derechos 

del Niño Art. 27. OG.15 CDESC 

 

Derecho a la 

subsistencia.  

Disponibilidad y acceso a los factores 

determinantes de la adecuada utilización 

biológica de alimentos – vivienda, agua, medio 

ambiente sano, condiciones de atención. 

(Observación General 15 CDESC). 

 

OG. No. 14. Párr. 14. Derecho al más alto 

nivel posible de salud  

Que abarca factores socioeconómicos: 

Alimentación, Nutrición, Vivienda, Acceso a 

agua limpia y potable, condiciones sanitarias 

adecuadas, condiciones de trabajo seguras, 

medio ambiente sano. 

 

PIDESC. Art. 11. 

Disponibilidad de los 

alimentos. OG 12. 1999 

OG. 12. Cantidad y 

calidad suficiente   

Posibilidades que tiene el individuo de 

alimentarse directamente, explotando la tierra 

productiva u otras fuentes de alimentos, o 

mediante sistemas de distribución que funcionen 

adecuadamente 

 

 OG. 12. Satisfacción de 

necesidades de los 

individuos y 

comunidades 

Régimen nutritivo que aporta para el crecimiento 

físico y mental, el desarrollo, mantenimiento y 

actividad física en todas las etapas del ciclo vital 

y según sexo, ocupación 

 

 OG.12.Aceptables para 

una cultura determinada 

Valores no relacionados con la nutrición que se 

asocian a los alimentos y la cultura, así como la 

naturaleza de los alimentos 

 

PIDESC Art.11. Accesibilidad 

de las personas. OG. 12. 1999 

Sostenibilidad.   Goce efectivo presente y futuro para las 

generaciones 

 

 Económica Acceso a los alimentos directamente o a 

recursos en dinero para obtenerlos de forma 

suficiente y adecuada que no amenace su 

provisión y satisfacción. O, mediante la atención 

asistencial del Estado cuando no puede 

accederse. 

 

 Física Acceso a los alimentos por todos, incluidos los 

más vulnerables (lactantes, niños, enfermos, 

 



  
 

 

                                                        
60 Ver “Primer Informe del Derecho Humano a la Alimentación, óp cit., supra nota 2:15 

etc.) 

PIDESC. Art. 11. Adecuada 

utilización biológica 

Inocuidad en el 

consumo 

Medidas de protección públicas y privadas para 

evitar contaminación de los productos 

alimenticios, higiene ambiental, manipulación en 

la cadena de producción. No eliminar nutrientes 

 

 

PIDESC. Art. 11. O.G. 3. 1990. 

E/CN.4/2001/53. Párrafo 27 t 

ss. Respeto, Protección y 

Realización 

OG. 3. y 12/15. 

Respeto 

Los Estados deben abstenerse de  adoptar 

medidas que impidan o limiten el acceso de  las 

personas o colectivos a los alimentos y medios 

para obtenerlos. No pueden suspender 

legislación, políticas que limiten acceso y 

disponibilidad. No contaminación de tierras 

agrícolas o despojos (Of. Alto Comisionado para 

DDHH. Folleto Informativo No. 34.2010:5. 

El pacto se viola cuando el Estado no garantiza, al menos el 

nivel mínimo esencial para estar protegido del 

hambre.(OG.12/17), utilizando todos los medios posibles para 

suplir el derecho de aquellas personas que no pueden por si 

solas. (PIDESC ART. 1. Párrafo 1) (OG 3/10) 

 Protección El  Estado debe actuar para evitar o revertir 
60

que terceros (particulares, empresas privadas 

nacionales, transnacionales, actores armados, 

otros Estados) priven a las personas del acceso 

o los medios para producir, disponer o 

intercambiar alimentos 

Las empresas privadas tanto nacionales como transnacionales  

deberían actuar en el marco de un código de conducta en el que 

se respete el derecho a la alimentación establecido entre el 

Estado y la Sociedad Civil. (OG 12/20) 

 Realización Facilitar que los titulares al derecho accedan a 

alimentos o a los medios  para producirlos, 

disponer o intercambiar. O, hacer efectivo o 

suministrar  cuando por necesidad las 

personas o grupos humanos no puedan disfrutar 

de ellos. 

 

 No discriminación Por motivos de raza, sexo, color, idioma, edad, 

religión, opinión política, posición económica, 

nacimiento,  

Constituye una violación al Pacto 

PIDESC. Art. 2. Efecto 

Inmediato y cumplimiento 

progresivo 

Inmediato Adoptar medidas inmediatas, apropiadas, 

deliberadas y concretas orientadas lo más 

claramente posible hacía el pleno ejercicio del 

derecho a la alimentación, “dentro de un plazo 

razonablemente breve tras la entrada en vigor 

del PDESC  

Medidas legislativas:  Ley marco que debe armonizarse y 

articularse todas las leyes y las políticas relacionadas con el 

derecho a la alimentación, inclusive la agricultura, la nutrición, la 

tierra y el agua. Igual debe establecer mecanismos de medición 

y seguimiento (OG 12/29) 

   Medidas judiciales: La Declaración de Viena de 1993 obliga a los 

Estados a reconocer la interdependencia y la indivisibilidad de los DCP y 

los DESC. Por este motivo y reiterando lo consagrado en esta 

Declaración, Ziegler señala la obligatoriedad de los Estados parte de 

garantizar los instrumentos y mecanismos judiciales para proteger los 

DESC, en tan igual forma, en su fuerza y efectividad que para los DC. 

Tienen autoejecutabilidad (OG2/9; OG 9/10). Es obligación de carácter 
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inmediato que el Estado se abstenga de tomar medidas que impidan a las 

personas ejercer el derecho a la alimentación. 

   Medidas Presupuestales:  El artículo 2.1. PIDESC señala que las 

medidas que el Estado debe adoptar para garantizar su plena 

satisfacción deben ser: “Económicas y Técnicas”, considerando que es la 

forma en que las personas vulnerables frente al acceso puedan lograr la 

plena garantía y goce del derecho. 

   Administrativas:  La Observación General No. 9 de la CDESC, P. 9 

señala que los recursos administrativos deben ser accesibles, no 

onerosos, rápidos y efectivos, en otras palabras, al alcance de toda la 

población, especialmente de menores ingresos, capaces de ofrecer una 

respuesta oportuna y adecuada a  las situaciones que amenacen o 

vulneren el los bienes que protege. Igualmente la OG 12/22. Señala la 

necesidad de armonizar y articular entre los ministerios, las autoridades 

regionales y locales para garantizar que se cumpla con el art. 1 del Pacto. 

   Educativas de nutrición: respetar costumbres alimentarias 

locales, adaptarse a condiciones locales para la producción de 

alimentos. Centrarse en las ventajas de la lactancia materna, 

calorías, micronutrientes, etc. (informe A/56/210.P-104) 

  Elaborar estrategias, políticas públicas y 

programas para que las personas se liberen del 

riesgo del hambre y disfrutar lo más pronto 

posible del derecho  

 

  Asegurar la satisfacción de niveles esenciales 

del derecho a la alimentación. 

Mínimo vital. “adoptar medidas que conlleven a algún tipo de 

acción positiva, cuando el grado de satisfacción del derecho se 

encuentre en niveles que no alcancen mínimos exigibles. En 

otros requerirá conservar la situación, no retroceder” (OG. 12, 3 

y 15 

  Garantizar que el derecho a la alimentación se 

ejerza sin discriminación alguna. 

 

 Cumplimiento 

progresivo 

Abstenerse de adoptar medidas regresivas.  No 

adoptar medidas que impliquen un retroceso. 

(PIDESC. 2.1) 

 

  Emplear el máximo de recursos disponibles.  

  Control y Vigilancia de la progresividad. OG 

12./3 

 

  Vigilar el grado de satisfacción del Derecho a la 

alimentación. 

 

  Gradualidad (incorporación en las políticas y 

programas y planes, recursos y medidas 

encaminadas al fin de las metas fijadas para el 

goce efectivo del derecho);  y progreso (mejorar 

las condiciones de goce efectivo de los DESC). 

 

Obligaciones Básicas OG. Mínimo vital. OG 1) Garantizar que la persona que se  



  
 

 

Fuente: Elaboración propia de la clasificación realizada por la Defensoría del Pueblo. El Derecho a la Alimentación Adecuada en la Constitución, 

la Jurisprudencia y los Instrumentos Internacionales.
61

                                                        
61 Ver “El derecho a la alimentación…”, óp cit., supra nota 1:50 y ss. 

3/10, 12/14, 15/17, 37 encuentra bajo la jurisdicción tiene acceso 

a alimentos esenciales suficientes, inocuos 

y nutricionales para protegerlos del 

hambre, 

  2) Garantizar el acceso a una cantidad 

esencial mínima de agua suficiente y apta 

para el uso personal y prevención de 

enfermedades, 

3) Asegurar el derecho al agua en 

instalaciones e igualdad de condiciones 

4) velar por la equitativa distribución de 

todas las instalaciones y servicios de agua 

disponibles. 

5) garantizar el acceso físico a 

instalaciones y servicios de agua. 

 



 

4. Agentes obligados frente al Derecho a la Alimentación internacional y 

nacionalmente62 

 

Según la Observación General 12, los agentes obligados frente al derecho a la 

alimentación son:  

a. La familia: Sustentado en el deber de solidaridad que obliga a la familia a 

asistirse y protegerse recíprocamente, ofreciendo asistencia alimentaria a los parientes 

más cercanos, que para el caso colombiano debe ser satisfecha por los padres con los 

hijos sin mayoría de edad o por su estado de salud físico o mental (Art. 42. CP.). 

 

Los cónyuges en igual medida tienen por su vínculo obligación alimentaria. En el caso 

colombiano, cuando la disolución de un vínculo se ha dado por culpa de uno de ellos, 

éste debe responder por el deber de alimentar al otro, o por enfermedad grave e 

incurable por carecer de recursos económicos para subsistir digna y autónomamente 

(Art. 411 CC y Sent. C-246 de 2002). 

 

Esta obligación se extiende a compañeros permanentes (Sent. 1033 de 2002) y 

hermanos legítimos (Sent. C-105 de 1994, C125 de 1996). 

 

b. La sociedad: La sociedad tiene una participación activa en la realización 

del derecho a la alimentación desde los diferentes sectores sociales, en el sentido de 

respetar y promover su ejercicio con estrategias, programas dirigidos a incidir en la 

formulación de políticas públicas, difusión de información y mecanismos de exigibilidad 

judicial, vigilancia y monitoreo, la asignación de recursos públicos para el grado de 

cumplimiento de las obligaciones respectivas, y a exigir y promover dicho respeto por 

parte de los agentes económicos privados, de las normas internacionales de protección 

de derechos humanos y libertades fundamentales 

 

c. Empresas Transnacionales: Jean Ziegler 63 , Oliver De Schutter 64 , 

señalan que los Estados deben establecer un marco regulatorio indicando las 

obligaciones de estos actores que impidan dejar lagunas en la protección de los 

derechos humanos, por ejemplo, en caso de privatizaciones, alimentos modificados 

genéticamente, leyes sobre responsabilidad de empresas por efectos perjudiciales 

frente a agricultores pobres, pueblos indígenas, comunidades locales, consumidores y 

                                                        
62 Ver, El Derecho a la Alimentación, óp cit., supra nota, 20 
63 Jean Ziegler. Informe E/CN.4/2004/10. Febrero 9 de 2004. P. 47. 
64 Oliver De Schutter. Principios rectores relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de 
comercio e inversión en los derechos humanos. A/HRC/19/59/Add.5. 10 de diciembre de 2012:6: “maintain 
adequate domestic policy space to meet their human rights obligations when pursuing business-related policy 
objectives with other States or business enterprises, for instance through investment treaties or contracts.” 



  
 

 

medio ambiente, realización de acuerdos internacionales para hacer negocios y en 

códigos de conducta que respeten el Derecho de manera expresa.  

 

Por tanto los mecanismos de control, supervisión y rendición de cuentas es una 

obligación, que se traduce en marcos legales estatales o supranacionales, igualmente 

en instrumentos o convenios intergubernamentales, códigos de conducta voluntarios65,  

 

La Subcomisión de Promoción y Protección de Naciones Unidas proclamó un proyecto 

de Normas sobre Responsabilidad de Empresas Transnacionales y otras Empresas 

Comerciales en la Esfera de los Derechos Humanos, que se interpretan a la luz de los 

DESC, en las que establece que las empresas transnacionales y otras empresas 

comerciales están obligadas a respetar, promover, proteger y hacer respetar, dentro de 

sus respectivas esferas de actividades de influencia, los derechos civiles y políticos y 

los derechos económicos, sociales y culturales, en particular el derecho a la 

alimentación y los derechos de los pueblos indígenas y de otros grupos vulnerables, 

consagrados en el derecho internacional y en la legislación nacional. 

 

Estos Códigos se expiden dado que, “las empresas transnacionales y otras empresas 

comerciales en particular, habían adquirido mayor poder y que por ello debía traer 

emparejada una mayor responsabilidad. Las ONG participantes en la reunión, 

recibieron con complacencia este instrumento, pero también, manifestaron sus críticas 

en cuanto, “no se identifica con claridad la definición de empresas transnacionales y 

sugirió que se incluyera la responsabilidad de los subcontratistas, licenciatarios, 

distribuidores y otras entidades, igualmente, solicitó que se incluyera una referencia a 

la responsabilidad individual de los ejecutivos y miembros del directorio de las 

empresas en materia de derechos humanos y sanciones penales.” Plantearon que se 

aplicaran, las normas no solo a las empresas centrales de las transnacionales, sino 

también a las subsidiarias, subcontratistas, haciendo referencia al respeto por los 

derechos y también los valores culturales, así como evitar injerencias de las 

transnacionales en la gestión de los asuntos del Estado.66 

 

En las sesiones de elaboración de estas normas, el presidente de la Comisión hizo 

especial mención a que las actividades y los métodos de trabajo de las empresas 

transnacionales afectan el disfrute de los DESC y al derecho al desarrollo de los 

particulares y las comunidades.  Señaló que las empresas deben respetar los 

“derechos de solidaridad” es decir, el derecho al desarrollo y el derecho a un entorno 

saludable.  Por esta misma razón se expiden los Principios Rectores Relativos a las 

Evaluaciones de los Efectos de los Acuerdos de Comercio e Inversión en los Derechos 

                                                        
65 Informe E/CN.4/Sub.2/2003/12/Rev.2. Agosto 26 de 2003. 
66 Informe E/CN.4/Sub.2/2003/13/Rev.2. Agosto 26 de 2003.  
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Humanos67, como mecanismo de mediar y a corto plazo hacerlos vinculantes mediante 

la incorporación en los sistemas nacionales. 

 

Sigue el informe: “En vista de su interés preponderante en lograr beneficios, las 

empresas trasnacionales no han hecho una contribución importante al desarrollo de los 

países más pobres, a pesar de que podrían transferir tecnología y experiencia que 

ayudaría a esos países a desarrollarse.  El derecho al desarrollo no puede realizarse 

sin un orden económico internacional adecuado, equitativo y justo que tenga en cuenta 

las responsabilidades de las empresas trasnacionales en la esfera de los derechos 

humanos.  Además, el derecho a un entorno saludable ha sufrido una serie de 

embestidas debido a las actividades de las empresas trasnacionales.  (…) el problema 

de la contaminación y el comercio internacional de desechos tóxicos que es 

especialmente perjudicial para las personas que viven en países en desarrollo, en 

particular en África y América Latina.  En segundo lugar, las actividades y los métodos 

de trabajo de las empresas trasnacionales también tienen repercusiones sobre el 

disfrute de los derechos individuales, como por ejemplo los derechos humanos de los 

trabajadores, el derecho a la salud y el derecho a la vida.  El Presidente señaló que, a 

pesar de su enorme riqueza, la contribución de las empresas trasnacionales a la 

creación de empleo es relativamente escasa y se ha sabido que en algunas ocasiones 

han reducido el número de trabajadores, exacerbando la pobreza e impidiendo el 

disfrute por los trabajadores de sus derechos humanos.  Asimismo, las empresas 

farmacéuticas han obstaculizado el acceso a los medicamentos, lo cual ha tenido un 

efecto negativo sobre el disfrute del derecho a la salud.”68 

 

Para asegurar el cumplimiento de las normas, se prevé que estas empresas puedan 

ser sometidas a procesos transparentes de vigilancia y verificación periódicas por 

mecanismos nacionales e internacionales del sistema de Naciones Unidas, ej.: 

tribunales nacionales, órganos de Naciones Unidas creados en virtud de tratados, 

relatores especiales y procedimientos temáticos de Naciones Unidas y de la 

Subcomisión de Promoción y Protección de los DDHH.69 

 

                                                        
67 Ver Principios rectores relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de comercio e inversión en los 
derechos humanos, óp cit. supra nota 50. 
68  Ver Informe E/CN.4/Sub.2/2003/13/Rev.2. supra nota 52:Párrafo 32. 
69 Informe del Relator Especial Jean Ziegler sobre el Derecho a la Alimentación. E/CN.4/2004/10. 9 de febrero 
de 2004. En este informe se esboza de nuevo el marco jurídico que trata de obligar a las  empresas a respetar 
sus obligaciones en materia de derechos humanos, en particular el derecho a la alimentación, y se ilustra ese 
marco con ejemplos.  Se destaca también la aprobación por la Subcomisión de Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos del proyecto de Normas sobre las responsabilidades de las empresas transnacionales y 
otras empresas comerciales en la esfera de los derechos humanos (E/CN.4/Sub.2/2003/12/Rev.2).  El 
Relator Especial insta a la Comisión a que apruebe esas Normas en su actual período de sesiones. 



  
 

 

d. Instituciones Internacionales. Según la Declaración de Quito, las 

instituciones internacionales, especialmente el FMI, BID, BM Y OMC deben abstenerse 

de incurrir en violaciones a los DESC y deben: i) asegurar que sus políticas y 

actividades respeten y promuevan estos derechos, (ii) promover la máxima 

transparencia en sus actuaciones y la plena participación de la comunidad en la 

formulación de sus políticas y actividades y, (iii) evaluar, vigilar y asumir su 

responsabilidad por posibles violaciones a los derechos económicos, sociales y 

culturales. 

 

El CDESC señala también que estas instituciones deben prestar especial atención a la 

protección del derecho a la alimentación en sus políticas de concesión de créditos y 

acuerdos, en las medidas para resolver la crisis de la deuda y los programas de ajuste 

estructural.70 

 

e.  Los Estados: La Observación General No. 12, señala que los Estados tienen 

obligaciones nacionales o extranacionales. Éstas últimas obligan a los Estados a no 

interferir con la realización del derecho a la alimentación en otros países y, a colaborar 

para que otros Estados puedan alcanzar plena satisfacción del derecho en su territorio, 

se concretan en: abstenerse de imponer embargos o medidas semejantes que impidan 

que nacionales de otros países accedan a alimentos, asegurarse que en los acuerdos 

internacionales se preste debida atención al derecho a la alimentación, en participar y 

colaborar en la elaboración de instrumentos jurídicos internacionales y en ofrecer 

asistencia en casos de necesidad. Y a nivel nacional las Observaciones Generales No. 

3 y 12 las clasifica en: obligaciones de disponibilidad y accesibilidad; de respetar, 

proteger y cumplir; de efecto inmediato y cumplimiento progresivo; básicas ya 

ampliamente explicadas. 

 

5. Especial protección a los trabajadores del sector rural, acceso a la tierra y a 

la producción de alimentos  

 

El Relator Especial para el Derecho a la alimentación actual, Oliver De Schutter, 

manifiesta en el informe provisional presentado a la Asamblea General 71  que, “El 

acceso a la tierra y la seguridad de la tenencia son esenciales para el goce del derecho 

a la alimentación”. En el informe se examinan las amenazas que plantea la creciente 

demanda apremiante de tierras y la presión cada vez mayor ejercida sobre las tres 

categorías de usuarios de tierras: los pueblos indígenas, pequeños agricultores y 

                                                        
70 Cfr. Observación General No. 12. Párrafo 41. 
71 Informe provisional del Relator Especial sobre el derecho a la  alimentación, Olivier De Schutter, 
presentado de conformidad con la resolución  64/159 de la Asamblea General. Olivier De Schutter (LL.M., 
Universidad de Harvard; Ph.D., Universidad de Lovaina (UCL)), Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
el derecho a la alimentación desde mayo de 2008. 
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grupos especiales como los pastores, pequeños ganaderos y pescadores. Se examina 

la forma en que los Estados y la comunidad internacional podrían respetar, proteger y 

garantizar  mejor el ejercicio del derecho a la alimentación mediante un mayor 

reconocimiento de la tierra como un derecho humano.   

 

Sostiene que, si bien la seguridad de la tenencia es sin duda crucial, la adjudicación de 

títulos individuales y la creación de un mercado de derechos a la tierra tal vez no sea el 

medio más adecuado para lograrla. En cambio, se señala que el fortalecimiento de los 

sistemas consuetudinarios de tenencia de la tierra y el refuerzo de las mismas podrían 

mejorar significativamente la protección de los usuarios de tierras.  

 

Aprovechando la experiencia adquirida después de decenios de reformas agrarias, el 

informe hace hincapié en la importancia de la redistribución de la tierra para la 

realización del derecho a la alimentación. También sostiene que se debe dar prioridad 

a modelos de desarrollo que no conduzcan a desalojos, a cambios perturbadores de 

los derechos a la tierra ni a una mayor concentración de tierras. 

 

Visibiliza que a 2009, 1000 millones de personas sufren de hambre, según la FAO72, 

para la gran mayoría de pequeños agricultores o trabajadores agropecuarios, pastores, 

pescadores artesanales y miembros de comunidades indígenas el acceso a la tierra es 

una condición para el logro de una vida digna73 Registra el informe que, la razón por la 

que sufren hambre 500 millones de personas, depende de la agricultura de pequeña 

escala, en la que el precio que cobran por sus cultivos es muy bajo y no pueden 

competir, o porque cultivan parcelas muy pequeñas, lo que hace que sean 

compradores netos de alimentos, a menudo relegados en suelos áridos, montañosos o 

sin riego, al tiempo que compiten con unidades productivas más grandes en el acceso 

a tierra y agua. Bien sea, porque la agricultura de pequeña escala ha dejado de ser 

viable o porque quienes viven en ella, han sido expulsados violenta o simuladamente al 

no haber seguridad sobre la tenencia de la misma.  

 

Muchos agricultores se convierten en trabajadores agrícolas en plantaciones de gran 

escala, donde pagan salarios inferiores a la subsistencia desprovistos de toda 

protección social o jurídica, o son desplazados, hecho que en Colombia se teme con la 

aplicación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, como medio de formalización 

de la tenencia de grandes terratenientes y la pérdida de una historia de producción de 

alimentos por grupos de estirpes campesinas desarraigados y con dificultad de retornar 

en una situación, no de post, sino de conflicto armado en los territorios. 

                                                        
72 Ibid. Párrafo 1. 
73 Ibid. Párrafo 1. En Proyecto del Milenio de UN. Halving Hunter: It Can Be Done: Summary version (Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), 2005): 6. 



  
 

 

 

Igual situación sufren los pequeños pescadores, pequeños ganaderos y productores 

agropecuarios pues en la medida en que escasea más la tierra, aumenta el peligro de 

ser excluidos. Pueblos indígenas y poblaciones negras, sufren iguales condiciones, así 

como, las poblaciones que habitan los bosques, que puede atribuirse a una demanda 

apremiante de la tierra; concluyendo que el acceso a la tierra está estrechamente 

vinculado al derecho a una alimentación adecuada. Casos en los cuales “el derecho a 

la alimentación puede complementar la protección al derecho a la propiedad, o de la 

relación de los pueblos indígenas y sus tierras y territorios y recursos.” 

 

El informe manifiesta que en caso de no existir suficiente tierra la obligación del Estado 

consiste en fortalecer el acceso, por ejemplo, mediante programas de redistribución 

que puede concluir en restricciones del derecho a la propiedad de otras personas. 

 

Por su parte el mismo relator en la Resolución del Consejo de Derechos Humanos de 

abril de 2012, reconoce en varios apartes, la importancia de los pequeños agricultores 

en los países en desarrollo, en especial de las mujeres y comunidades indígenas y 

locales, para garantizar el derechos a la alimentación, reducir la pobreza, preservar los 

ecosistemas, así como la necesidad de contribuir al desarrollo.74 Existe una marcada y 

afortunada tendencia en estos, principalmente del año 2008 a 2012, a proteger y 

resaltar el enfoque diferencial, especialmente de género, en la medida que la mujer es 

protectora por naturaleza, por tanto, dotarla de capacidades para el desarrollo, implica 

que tenga medios para abastecer las necesidades propias y las de la familia en materia 

de alimentación sana y suficiente75. 

 

Insiste en la necesidad de aplicar una diferenciación positiva y protección reforzada a 

las poblaciones con menos capacidad y que el Estado tiene una obligación facilitando 

asistencia para aumentar la producción de alimentos y, en particular, facilitar la 

asistencia necesaria para el desarrollo agrícola, la transferencia de tecnología, la 

asistencia para la rehabilitación de los cultivos alimentarios y la ayuda alimentaria.76 

 

Ya en el 2004, en el informe de Jean Ziegler, hace referencia a la necesidad de 

establecer reglas de comercio internacional y de la actividad de las empresas 

transnacionales sobre la seguridad alimentaria mundial, manifestando que el comercio 

de productos agrícolas dista de ser libre, y de ser equitativo, considerando 

principalmente los precios frente a las subvenciones para la producción de alimentos 

                                                        
74 Ver Resolución A/HRC/RES/19/7 del 3 de abril de 2012: P. 6, óp cit, supra nota 5. 
75 Ibid: P. 9. “El relator destaca la necesidad de garantizar un acceso justo y sin discriminación al derecho sobre 

la tierra para los pequeños agricultores, los agricultores tradicionales y sus organizaciones, en particular las 

mujeres y los grupos vulnerables de las zonas rurales”. 
76 Ibid: P. 13. 
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de países desarrollados. Caso similar se presenta con el aumento del poder de las 

empresas transnacionales sobre el abastecimiento de agua, impulsado por el FMI y el 

BM, pues la participación del sector privado es una condición impuesta por estos 

organismos multilaterales77.   

 

Destaca de igual forma que un mejor acceso a los recursos productivos y a la inversión 

en desarrollo rural es indispensable para erradicar el hambre y la pobreza, en especial 

en países en desarrollo, fomentando entre otras cosas, la inversión en tecnologías 

apropiadas y ordenación de los recursos hídricos en pequeña escala con el fin de 

reducir la vulnerabilidad a la sequía, así como en programas, prácticas y políticas para 

promover métodos agroecológicos, instando a incluir las recomendaciones en la 

política pública.78 Es consciente que del 80% de personas que padecen hambre en el 

mundo, 50% viven en el campo, con prácticas tradicionales y minifundistas, 

principalmente las mujeres, que sufren inseguridad alimentaria, primordialmente por los 

costos de los insumos y la caída de los ingresos de la agricultura y que el ingreso a la 

tierra, al agua, a las simientes y a otros insumos es cada vez más difícil para los 

productores pobres. Insta a promover políticas con enfoque de género como 

instrumento para promover la seguridad alimentaria, nutricional y el desarrollo rural; así 

como el apoyo del Estado a estos pequeños agricultores en las que se hace 

imprescindible las iniciativas nacionales respaldadas por asociados internacionales 

para detener la desertificación y degradación de las tierras.79 

 

La Resolución del 2012, recuerda la Declaración de Naciones Unidas sobre el derecho 

de los pueblos indígenas. Invita a las organizaciones internacionales BM, FMI, a 

promover políticas que promuevan positivamente este derecho. 80  Insta a las 

transnacionales a hacer efectivo el derecho a la alimentación y la utilización sostenible 

de recursos hídricos81. 

                                                        
 
78 Ibid: P. 16 
79 Ibid: P. 18 
80 Ibid: P. 33 
81 En igual sentido, la “Carta del Campesino” de la FAO de 1981: 1, desde entonces tenía un claro diagnóstico 
de la realidad del uso de la tierra, y en ella hace una serie de recomendaciones para reformar el agro a 
territorios productivos para todos: “La finalidad de la reforma agraria y el desarrollo rural es la transformación 

de la vida y las actividades rurales en todos sus aspectos económicos, sociales, culturales, institucionales, 

ambientales y humanos. Los objetivos y estrategias nacionales para lograr esta transformación deben concentrarse 

en la erradicación de la pobreza, incluido el mejoramiento de la nutrición, y regirse por políticas destinadas a 

lograr el crecimiento con equidad, redistribución del poder económico y político y participación de la población. 

Dichas estrategias deben incluir la imposición de limites al tamaño de las propiedades particulares, la movilización 

de recursos con miras al aumento de las inversiones, la ampliación de la producción y el empleo, el fortalecimiento 

de la base económica de los pequeños agricultores, la organización de asociaciones de agricultores, cooperativas y 

otros grupos de campesinos pobres, así como de explotaciones estatales, la introducción de innovaciones técnicas, 

la utilización eficaz de recursos mediante incentivos y precios adecuados, el desarrollo equilibrado de las zonas 

rurales y urbanas y la distribución justa y equitativa de los recursos productivos y de los beneficios del progreso”. 



  
 

 

 

Manifiesta su preocupación por la repercusión negativa en el ejercicio del derecho a la 

alimentación la insuficiencia de poder adquisitivo y el aumento de la inestabilidad de los 

precios de productos básicos agrícolas, convocando a aplicar soluciones 

estructurales82 

 

Frente a este tema, existen informes posteriores, que recogen las problemáticas 

derivadas de la reprimarización de las economías con la exploración y explotación de 

recursos naturales83, los modelos de producción agroecológica y su inclusión y respeto 

dentro de los modelos de desarrollo84, así como, de redistribución y uso de la tierra85, 

compra de terrenos a gran escala86, principios de respeto y garantía del derecho a la 

alimentación en el desarrollo de negociación internacionales 87  y el desarrollo de 

megaproyectos y la agroindustria88. 

 

6. Principios rectores sobre Desplazamiento Interno  

 

En consideración que este documento pretende hacer especial mención del derecho a 

la alimentación en poblaciones en situación de desplazamiento y la inclusión de estos 

estándares en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, se acude a otra fuente 

internacional que rigen los procesos de reparación en esta materia. 

 

Ante la crisis humanitaria provocada por la guerra y la situación de la población civil, se 

han proferido varios instrumentos que buscan brindar protección, y que por el uso 

consuetudinario, han entrado a hacer parte de la legislación nacional en materia de 

derechos humanos, brindando especial protección a poblaciones desplazadas, que la 

                                                        
82 Ibid: P. 39 
83 Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado ante el Consejo de Derechos Humanos. 
A/HRC/13/33/Add.2. “Adquisiciones y arrendamientos de tierra a gran escala: una serie de principios y 
medidas mínimas para abordar el reto de los derechos humanos”. Mayo 3 de 2010. 
84  Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado ante el Consejo de Derechos Humanos 
A/HRC/16/49 “La agroecología y el derecho a la alimentación”. Agosto 3 de 2011. Informe presentado ante el 
Consejo de Derechos Humanos (63d sesión). UN doc. A/64/170. “Las políticas de semillas y el derecho a la 
alimentación: mejora de la biodiversidad de la agricultura y fomento de la innovación. Octubre 21 de 2009 
85 Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado ante la 65ª Asamblea General de las Naciones 
Unidas A/65/281. “Acceso a la Tierra y Derecho a la Alimentación”, Octubre 21 de 2010 
86 Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado ante el Consejo de Derechos Humanos. 
A/HRC/13/33/Add.2. “Adquisiciones y arrendamientos de tierra a gran escala: una serie de principios y 
medidas mínimas para abordar el reto de los derechos humanos”. Marzo 5 de 2010.  
87 Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado al 19° período de sesiones del Consejo de Derechos 
Humanos: " Principios Rectores relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de comercio e 
inversión en los derechos humanos. Junio 3 de 2012. 
88  Relator Especial Oliver De Schutter. Informe presentado ante el Consejo de Derechos Humanos 
A/HRC/13/33: “La agroindustria y el derecho a la alimentación”. Mayo 3 de 2010. 
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mayoría de casos guardan una especial relación con la tierra y los territorios, de donde 

se proveen su sustento básico y por ende, su derecho a la alimentación. 

 

a. Principios Dheng. Fueron presentados en el seno de la Comisión de DDHH en 

1998, y en el año 2005 fueron reconocidos como “un marco internacional de 

importancia para proteger a las personas desplazadas dentro de sus países89” 

 

Estos se basan en el Derecho Internacional Humanitario, y aunque hacen parte del soft 

law se han incorporado a los Estados vía reglamentación directa, como en el caso de 

Colombia, con el bloque de constitucionalidad y por hacer referencia a normas de 

tratados, tienen un caris de especial relevancia. Estos principios tienen por objeto servir 

de norma internacional para orientar a los gobiernos, organizaciones regionales y 

demás actores  en la provisión de asistencia y protección a las personas en situación 

de desplazamiento90, identificando los derechos y garantías en todas las fases del 

desplazamiento, protección, asistencia, asentamiento, reintegración. 

 

Son una garantía reforzada en la atención a la población desplazada. El principio 1 

señala que los desplazados internos disfrutarán en condiciones de igualdad de los 

mismos derechos y libertades que el derecho internacional y el derecho interno 

reconocen a los demás habitantes del país, lo que se traduce en exacta aplicación de 

los instrumentos de derechos humanos existentes a nivel internacional, como los 

contenidos del derecho a la alimentación, y de manera reforzada y sin discriminación 

negativa (principio 4), pero si, positiva a favor de “niños y niñas, madres embarazadas, 

madres con hijos pequeños, mujeres cabeza de familia, personas con discapacidades, 

personas de edad, quienes tendrán derecho a la protección y asistencia requerida por 

su condición y a un tratamiento que tenga en cuenta sus necesidades especiales.” 

 

Indican que todo ser humano estará protegido contra desplazamientos arbitrarios “en 

casos de proyectos de desarrollo en gran escala, que no estén justificados por un 

interés”.91  El principio 7, numeral 3, establece que, las autoridades responsables del 

desplazamiento se asegurarán en la mayor medida posible de que “se facilita 

alojamiento adecuado a las personas desplazadas, de que el desplazamiento se realiza 

en condiciones satisfactorias de seguridad, alimentación, salud e higiene y de que no 

se separa a los miembros de la misma familia público superior o primordial” (negrilla 

fuera de texto). 

 

                                                        
89 Asamblea General de Naciones Unidas. Res. 60/L.1, 132, U.N. Doc. A/60/L.1. 
90  Ver Principios Dheng. en: http://www.law.georgetown.edu/idp/spanish/gp.html. (Consultado: 
08.18.2012). 
91 Ibid. Principio 6. Literal c). 

http://www.law.georgetown.edu/idp/spanish/gp.html


  
 

 

El principio 9, indica que, “Los Estados tienen la obligación específica de tomar 

medidas de protección contra los desplazamientos de pueblos indígenas, minorías, 

campesinos, pastores y otros grupos que tienen una dependencia especial de su tierra 

o un apego particular a la misma.” El principio 10, numeral 2, literal b) prohíbe la 

“privación de alimentos como medio de combate.” 

 

El principio 18, refiere, “1. Los desplazados internos tienen derecho a un nivel de vida 

adecuado. 2. Cualesquiera que sean las circunstancias, las autoridades competentes 

proporcionarán a los desplazados internos, como mínimo, los siguientes suministros o 

se asegurarán de que disfrutan de libre acceso a los mismos: (a) Alimentos 

esenciales y agua potable; (b) Alojamiento y vivienda básicos; (c) Vestido 

adecuado; y (d) Servicios médicos y de saneamiento esenciales. 3. Se harán 

esfuerzos especiales por asegurar la plena participación de la mujer en la 

planificación y distribución de estos suministros básicos.” (negrilla fuera de texto). 

Hace especial relación también, a la participación de la mujer en actividades propias de 

su naturaleza cuidadora y protectora. 

 

El principio 21, hace alusión a la protección especial del derecho a la propiedad de los 

desplazados: “1. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad o sus posesiones. 

2. La propiedad y las posesiones de los desplazados internos disfrutarán de protección 

en toda circunstancia, en particular, contra los actos siguientes: (a) Expolio; (b) Ataques 

directos o indiscriminados u otros actos de violencia; (c) Utilización como escudos de 

operaciones u objetos militares; (d) Actos de represalia; y (e) Destrucciones o 

expropiaciones como forma de castigo colectivo 3. La propiedad y las posesiones que 

hayan abandonado los desplazados internos serán objeto de protección contra la 

destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales.” 

 

El principio 22, literales b) y c) trata de la libertad de buscar empleo y participar en 

actividades económicas, el derecho a  asociarse libremente y a participar en pie de 

igualdad en los asuntos comunitarios, núcleo fundamental del derecho a la 

alimentación. 

 

El principio 29, enuncia las condiciones favorables que un desplazado deben tener a su 

retorno, “1. Los desplazados internos que regresen a su hogar o a su lugar de 

residencia habitual o que se hayan reasentado en otra parte del país no serán objeto 

de discriminación alguna basada en su desplazamiento. Tendrán derecho a participar 

de manera plena e igualitaria en los asuntos públicos a todos los niveles y a disponer 

de acceso en condiciones de igualdad a los servicios públicos. 2. Las autoridades 

competentes tienen la obligación y la  responsabilidad de prestar asistencia a los 

desplazados internos que hayan regresado o se hayan reasentado en otra parte, para 
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la recuperación, en la medida de lo posible, de las propiedades o posesiones que 

abandonaron o de las que fueron desposeídos cuando se desplazaron. Si esa 

recuperación es imposible, las autoridades competentes concederán a esas personas 

una indemnización adecuada u otra forma de reparación justa o les prestarán 

asistencia para que la obtengan.” (negrilla fuera de texto). 

 

b. Principios Phineiro 92 . Los principios Phineiro establecen mecanismos legales, 

políticos, procesales, institucionales y técnicos para la devolución de las viviendas y el 

patrimonio. Constituyen según el CNR, una guía política específica en cuanto a cómo 

asegurar en la práctica el derecho a la restitución de la vivienda y el patrimonio y cómo 

aplicar las leyes, programas y políticas de restitución, con base en los estándares 

internacionales existentes de derechos humanos, DIH, derecho de los refugiados y de 

los nacionales. 

 

El Consejo Noruego para Refugiados (CNR), incorporó los principios Phineiro en el 

manual de restitución de viviendas y el patrimonio de los refugiados y personas 

desplazadas.  La sección II, numeral 2.2. del manual, establece la restitución como la 

forma de reparación preferente.  Los Estados darán prioridad de forma manifiesta al 

derecho de restitución como medio preferente de reparación en los casos de 

desplazamiento y como elemento fundamental de la justicia restitutiva. “El derecho a la 

restitución de las viviendas, las tierras y el patrimonio es un derecho en sí mismo y es 

independiente de que se haga o no efectivo el regreso de los refugiados y desplazados 

a quienes les asista ese derecho.”93 De estos principios, se deriva la importancia y 

correlación de los derechos para su goce efectivo, especialmente del derecho a la 

alimentación como derecho matricial. 

 

El numeral 5, 5.3, señala que los Estados prohibirán el desalojo forzoso, la demolición 

de viviendas, la destrucción de zonas agrícolas y la confiscación o expropiación 

arbitraria de tierras como medida punitiva o como estrategia de guerra. El numeral 7, 

por su parte, establece una especial protección al disfrute pacífico de los bienes.  A una 

vivienda adecuada (numeral 8). Todos los refugiados y desplazados tienen derecho a 

regresar voluntariamente a sus anteriores hogares, tierras o lugares de residencia 

habitual en condiciones de seguridad y dignidad. Este retorno debe ser voluntario, libre 

informado en cuestiones relativas a la seguridad física, material y jurídica en sus países 

o lugares de origen. 

 

                                                        
92 Sub Comisión de Protección y Promoción de los Derechos Humanos. 2005. Manual sobre la restitución de 
las viviendas y el patrimonio de refugiados y personas desplazadas. Marzo de 2007. Construidos por  
OCHA/IDD, UN HABITAT, UNHCR, FAO, OHCHR, and the Norwegian Refuge (CNR). 
93 Ibid.: Sección II. Numeral 2.2. 



  
 

 

El numeral 11, establece la compatibilidad con las disposiciones de los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, del derecho de los refugiados y del derecho 

humanitario y de las normas conexas y que en ellos se reconozca el derecho al regreso 

voluntario en condiciones de seguridad y dignidad, armonizando de esta manera, los 

principios y deberes con los instrumentos internacionales. 

 

Los Estados deben, por su parte, adoptar todas las medidas administrativas, 

legislativas y judiciales apropiadas para apoyar el proceso de restitución de viviendas, 

tierras y el patrimonio, conscientes que, a partir de allí, el libre desarrollo de la 

personalidad puede realizarse. (numeral 12.3). Para tal efecto, deben armonizar las 

directrices, procedimientos, instituciones, mecanismos para lograr efectiva y realmente 

los procesos de restitución.  

 

Estos procedimientos de restitución de viviendas, tierra, lugares de residencia, deben 

quedar claramente establecidos en los acuerdos de paz. Los principios Phineiro 

reconocen el acceso a la tierra y a la propiedad como el instrumento vital para poder 

desplegar la autonomía y con ella suplir el primer derecho que protege la vida, el 

derecho a la alimentación sana y saludable. 

 

En este sentido, están obligados los Estados, la comunidad internacional como 

promotora y garante del derecho a la restitución y el derecho al regreso voluntario en 

condiciones de seguridad y dignidad. Las instituciones y los organismos internacionales 

de financiación, comercio y desarrollo, y otras instituciones conexas, incluidos los 

Estados miembros o donantes con derecho a voto en dichos órganos, deben tener 

plenamente en cuenta la prohibición del desplazamiento ilegal o arbitrario y, en 

particular, la prohibición de desalojos forzados establecida en los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, del derecho de los refugiados y del derecho 

humanitario. (numeral 22.2, 3 y ss.). En igual sentido, señala que las organizaciones 

internacionales y los responsables de operaciones internacionales de paz deben 

abstenerse de ocupar, alquilar o comprar viviendas, tierras o bienes cuyo acceso o 

control escape en ese momento a sus propietarios legítimos, y exigir que su personal 

actúe de igual manera.  

 

Con ello se busca dar una protección especial al desarrollo de la libertad individual que 

permita proveer el nivel de vida adecuado, el más alto nivel de salud y por ende 

garantizarlo a través del derecho a la alimentación. 
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PARTE III 

 

I. Contenido del derecho a la alimentación según la doctrina 

constitucional nacional 

 

Para este tercer aparte del escrito, se hará mención de los contenidos de la Carta 

Política con relación a este derecho o los lineamientos que a él se refiere, para 

seguidamente, reconocer el desarrollo de la política y su correspondiente 

reglamentación en materia del derecho a la alimentación, que permitirá de manera 

descriptiva identificar si el Estado colombiano ha cumplido con las obligaciones de 

respeto, protección, realización, no discriminación del derecho a la alimentación.  

 

Igualmente este recorrido, permitirá visibilizar si las obligaciones de efecto inmediato y 

progresivo, relacionadas con la armonización y estructura político- legislativa, las 

medidas judiciales de protección, las medidas presupuestales y administrativas que 

realicen su contenido a corto, mediano y largo plazo, han sido asumidas, y si 

finalmente, existe voluntad de cumplir por parte del Estado y el Gobierno Nacional, los 

compromisos adquiridos con relación a este derecho humano de carácter social.  

 

Sobre este particular se constatará la tensión existente entre el modelo de derechos 

asumido por el Estado social de derecho colombiano, defendido por las altas Cortes en 

su labor interpretativa y constitucional, y el modelo de mercado que defiende la 

liberalización regulatoria al ámbito privado en detrimento del derecho a la alimentación; 

hecho constatable con el enfoque asistencial de la política alimentaria en Colombia 

versus los logros difícilmente alcanzados en materia de victimas y desplazamiento 

forzado vía jurisprudencial. 

 

El fin último de este documento es poner de manifiesto si contrastando las obligaciones 

contraídas con relación al derecho a la alimentación por el Estado colombiano, son 

viables política, legal, presupuestal y judicialmente en el país y, por ende, se hacen 

realidad en la Ley de víctimas y restitución de tierras, Ley 1448 de 2011. 

 

Al realizar este aparte, existen varias limitaciones que de antemano se manifiestan, no 

existen desarrollos que hayan incorporado de manera directa todos los contenidos 

doctrinales del derecho a la alimentación en el ámbito nacional de forma directa. Existe 

una profunda desarmonización político-jurídico-legal en la materia que imposibilita 

realizar un análisis coherente y consistente de orden comparativo claro y eficaz. 

 

La vinculación como en la mayoría de derechos reconocidos en Colombia y su alcance 

se hace vía jurisprudencial por el bloque de constitucionalidad; excepto por algunos 



  
 

 

desarrollos de carácter importante consolidados por esta misma ruta, a favor de las 

víctimas del conflicto y la intervención de la Corte Constitucional al establecer en el 

Auto 116 de 2008, indicadores de goce efectivo de derechos para la población 

desplazada en materia del derecho a la alimentación, que como precedente se 

incorporan excepcional y afortunadamente a favor de esta población, en la doctrina 

nacional e internacional. 

 

1. Constitución Nacional – Especial protección de la producción agrícola de 

alimentos 

 

En la presentación e introducción del libro, “Mujeres Rurales – Gestoras de Esperanza” 

(PNUD y ONU Mujeres 2011), Bruno Moro, representante del PNUD en Colombia y 

Absalón Machado, director académico del informe, reiteran el planteamiento al país y a 

la comunidad internacional hecho en “Colombia Rural: razones para la esperanza94”, 

acerca de la necesidad de realizar una reforma rural transformadora que rescate la 

vocación de la tierra y el territorio para el desarrollo económico, político y cultural del 

país, e invitan a explorar caminos que conduzcan a cambios de énfasis en el modelo 

de desarrollo que, finalmente, admitan alcanzar el bienestar de todos los colombianos, 

en especial de las poblaciones vulneradas y minoritarias que habitan nuestra ruralidad. 

 

Esta invitación se hace convocando a mejorar la situación y las oportunidades de 

cientos de colombianos que viven con la tierra, de la tierra, por la tierra y para la tierra, 

que representan nuestro agro, y la invitación se hace desde los sujetos de derechos 

que pueden fortalecer sus capacidades de forma idónea para transformar el modelo 

agrícola a uno con posibilidades de competir con equidad desde la naturaleza propia de 

los territorios, partiendo de la producción de alimentos para el goce efectivo del 

derecho a la alimentación.  

 

Ésta que aparentemente fuera tan solo una invitación, coindice con un fundamento 

programático de orden constitucional establecido en el Capítulo II de la Carta Política 

relacionado con los derechos sociales, económicos y culturales, que señala en su 

artículo 65 del fomento agropecuario, forestal y pesquero que tienen los territorios: “La 

producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado.  Para tal efecto, 

se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas (negrillas 

fuera de texto), pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así como también, 

a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras.  De igual  

manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología para 

la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario (negrillas 

fuera de texto), con el propósito de incrementar la productividad.”, como medio para 

                                                        
94 PNUD. “Colombia Rural: razones para la esperanza”. 2011. 
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garantizar la autonomía como sujetos de derecho en el marco de la identidad y cultura 

de los territorios, criterios de la doctrina internacional fundamentos del derecho a la 

alimentación, como se observó. 

 

Este principio constitucional, sustento del orden político social colombiano, que buscó 

reconocer, proteger y garantizar la vocación histórica de los territorios del país, y el 

derecho de todo ser humano a una alimentación sana y suficiente, exige por mandato 

constitucional que, el Estado promueva la investigación y la transferencia de tecnología 

para la producción de alimentos y de materias primas de origen agropecuario, en 

primer lugar; así como, realizar obras de infraestructura física y adecuación de tierras 

protegiendo la producción primaria de alimentos de consumo.    

 

Este fundamento coincide hoy, en el año 2012, con los requerimientos que en 

alimentación suficiente y sana eleva la humanidad al mundo moderno como base 

fundamental del derecho a la vida y a la salud, pilares del desarrollo de la personalidad 

en cualquiera de los ámbitos del ser humano, sin importar su origen (FAO, 2007). 

 

Este bienestar se teje en una red de relaciones que se entrelazan al territorio y 

conforman las expresiones sociales que diferencian los pueblos. El valor de la persona 

y su sentido de trascendencia, el valor de la familia en el que crecen los niñ@s y 

jóvenes, con sus propias características en cada época, la importancia del trabajo 

humano, especialmente el comunitario o colectivo, la solidaridad, el respeto y cuidado 

de la naturaleza, la necesidad de pertenecer a un territorio, tener raíces,  y muchas 

otras pautas y normas, constituyen elementos claves en la comprensión de lo que 

comporta la identidad y cultural y se manifiesta con claridad en el derecho a la 

alimentación (CELADIC, 2012).  

 

En este sentido, Colombia no ha estado ausente, por lo menos en su estructura política 

y constitucional, de esta especial vocación de protección a la producción agrícola de los 

territorios y el vínculo que el campesino tiene con el cuidado de la vida cuando 

nuevamente en el artículo 64 de la Carta se establece: “Es deber del Estado promover 

el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma 

individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, 

recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia 

técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los 

campesinos”.  De esta manera eleva un cuidado y una garantía constitucional especial 

para esta población y sus territorios que hace consonancia con una de las riqueza de 

los territorios que tendría para ofrecerse dinámica y competitivamente beneficiosa para 

el país y el mundo, a pesar de que la cotidianidad político económica hace omisión de 

estas declaraciones. 



  
 

 

 

Los conceptos de bienestar y salud para la buena vida entonces (enfoque de 

derechos), están directamente relacionados como la plataforma vital para la 

construcción de la individualidad y la relacionalidad para el desarrollo de la cuestión 

económica, productiva y, por ende, política para todos.  No existe otro derecho 

prioritario que de vida a la vida, que lo sustituya o reemplace, pues sin éste derecho no 

se pueden ejercer los demás. 

 

Con base en lo anterior, la CP colombiana es clara y hace consistencia y coherencia , 

tanto con las capacidades del territorio, incluida su población y la histórica vocación 

agraria que marco el crecimiento y desarrollo del país, como con las declaraciones 

universales de protección del derecho a la alimentación.  Sus contenidos específicos 

que conforman el núcleo esencial del derecho a la alimentación, se desarrolla vía 

bloque de constitucionalidad con la admisión de los pactos y tratados que hacen parte 

del sistema universal e interamericano aducidos ya, en la primera parte de este escrito 

y que han constituido el argumento jurídico de decisión que ha transformado las 

resoluciones de la Corte en materia del derecho a la alimentación. 

 

Revisaremos en primer lugar, la remisión contenida en la Carta Política al derecho a la 

alimentación vía bloque de constitucionalidad, posteriormente daremos una revisión a 

la reglamentación interna en materia del derecho, desde la política pública, sus 

desarrollos legislativos y los planes de desarrollo, para finalmente analizar la posición 

del Tribunal constitucional con relación al derecho y la especial protección a la 

población en situación de desplazamiento, hasta arribar así, a los contenidos mínimos 

de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras con las correspondientes conclusiones 

sobre la garantía y protección del derecho a la alimentación para esta población. 

 

 

2. Reglamentación interna en materia del derecho a la alimentación 

 

En nuestra legislación es casi imposible encontrar una adecuada armonización de la 

doctrina internacional, e incluso nacional de derechos humanos, que se remite 

indefectiblemente a aquella, que desde los pilares mismos de la naturaleza social del 

Estado, garanticen prioritariamente la realización de los derechos fundamentales en su 

integralidad. Por el contrario, se hace necesario efectuar una “disección” jurídico legal 

para encontrar a manera de pesquisa en filigrana la protección del derecho a la 

alimentación.  Lo anterior en razón a la pugna de modelos de desarrollo uno de 

mercado y otro de ideales de dignidad y de realización social del Estado.  
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Muestra de ello, lo reitera el desarrollo político y normativo que en materia del derecho 

a la alimentación se encuentra en el país, y que difícilmente acoge los avances en 

interpretación que la Corte Constitucional ha logrado en brindarle aplicabilidad 

inmediata y contenidos esenciales a los derechos sociales, incluyendo el derecho a la 

alimentación, atribuyendo al orden político y social un direccionamiento dirigido a la 

realización de la dignidad humana y las aspiraciones más altas de los individuos y las 

comunidades en materia de bien estar y bien vivir. 

 

a. Políticas y programas nacionales sobre el derecho a la alimentación 

 

De los años 1996 a 2005, las acciones en materia de alimentación del Estado 

colombiano, se concretaron en el Plan Nacional de Alimentación PNAN95 , el cual 

estableció 8 pilares de acción y varias metas para reducir cifras de malnutrición y 

desnutrición.   La norma como tal, no hace referencia al desarrollo de obligaciones 

contenidas en los tratados y en instrumentos internacionales sobre el derecho a la 

alimentación y sus contenidos básicos. Varias de las estrategias planteadas se enfocan 

desde el ámbito de la salud, no interpretada desde los ciclos vitales relacionados con 

las potencialidades e intereses y capacidades de las personas como sujetos de 

derecho y generadores de desarrollo para el bienestar, sino con el ciclo preventivo de 

la enfermedad clínicamente entendida y desde una mirada asistencialista que no 

reconoce la integralidad del derecho y su capacidad como generador incluso de riqueza 

con la vocación agrícola de los territorios y la ventaja de proteger las comunidades que 

labran la tierra.96 

 

Es así como, en el año 2008 se concretó un sustituto del PNAN, luego de 3 años de 

vacíos normativos, sustrayéndose a las obligaciones tanto de efecto progresivo e 

inmediato señaladas por el PIDESC durante este periodo. Este nuevo direccionamiento 

tomó forma en la construcción de una política pública ordenada por el CONPES Social 

113, denominada la Política Nacional en Seguridad Alimentaria y Nutricional (PNSAN), 

vigente hasta hoy. 

 

En el documento CONPES las líneas de política parecieran estar ligadas a los 

fundamentos de la normativa internacional: Estabilidad en el suministro y desarrollo del 

mercado agroalimentario. “- Impulso a las formas asociativas y empresariales para la 

                                                        
95 Estos apartes de la reglamentación se toman del documento “Primer Informe sobre el derecho a la 
alimentación”. Ver óp cit., supra nota 2: 18 
96 El PNAN 1996-2005:18, establece como pilares: 1. Seguridad alimentaria, 2) Protección al consumidor 
mediante el control de la calidad e inocuidad de los alimentos, 3) Prevención y control de las deficiencias de 
micronutrientes, 4) Prevención y tratamiento de las enfermedades infecciosas y parasitarias; 5) Promoción y 
protección de la lactancia materna; 6) Promoción de la salud, alimentación y estilos de vida saludables; 7) 
Evaluación y seguimiento en aspectos nutricionales y alimentarios; 8) Formación del recurso humano en 
políticas de alimentación y nutrición.  



  
 

 

generación de empleo e ingresos que contribuyan a la disponibilidad y acceso a los 

alimentos. Mejoramiento de la capacidad de la población vulnerable para acceder a los 

factores productivos. - Garantía de acceso a los alimentos. - Promoción y protección de 

la salud y la nutrición, y fomento de estilos de vida saludable. - Mejoramiento de los 

servicios públicos, saneamiento ambiental y entornos saludables. -Aseguramiento de la 

calidad e inocuidad de los alimentos. - Desarrollo científico y tecnológico de los cinco 

ejes de la seguridad alimentaria y nutricional. - Desarrollo de las capacidades, 

potencialidades y competencias humanas.” 97  

 

El PNSAN expone que el derecho a la alimentación es el principio orientador: “La 

política promueve el derecho a la alimentación para la población en general y en 

especial para sujetos de especial protección.” Y sigue: “Estar bien alimentado es 

decisivo para la libertad y el ejercicio de otros derechos. El hambre es un atentado a la 

libertad, de tal magnitud, que justifica una política activa orientada a garantizar el 

derecho a los alimentos”. 98 

 

El distanciamiento entre las líneas programáticas de esta política CONPES 113 de la 

realidad en su aplicación, permite observar que en esta oportunidad, se retoman 

contenidos sin referencia directa sobre el derecho a la alimentación de los instrumentos 

internacionales, pero al hacerlos efectivos por medio de sus estrategias, programas, 

planes y acciones, no dista mucho de los identificados en el Plan inicial PNAN y 

vuelven a enfatizar, con mayor profundidad, la disminución de la carga de enfermedad 

desde una perspectiva de asistencia condicionada y ayuda para “pobres”.  

 

Al identificar las metas, las concentra p. ej., en: “Aumentar la cobertura de los niños y 

niñas de 6 meses a 5 años de edad beneficiados con el programa de desayunos 

infantiles a 1.306.074 (acumulado) en 2010. Línea de base: 1.006.640 en 2006 

(acumulado) b. Lograr que en los establecimientos educativos oficiales que atiendan 

mayoritariamente a la población pobre y vulnerable, según lo defina el SISBEN, se 

alcance la cobertura universal con programas de alimentación escolar en 2015”; sin 

resolver problemas estructurales en materia de acceso, disponibilidad, protección y 

satisfacción del derecho a la alimentación que fortalezca la autonomía del individuo y 

las comunidades para su sostenimiento y autoabastecimiento de alimentos.  

 

Las acciones propuestas en general estuvieron dirigidas a primera infancia, jóvenes, 

adultos mayores, familias étnicas en emergencia, estableció el plan ReSa, (red de 

seguridad alimentaria), atención a población desplazada, con comedores para la 

recuperación nutricional, raciones alimentarias, alimentación escolar y un fondo de 

                                                        
97 CONPES 113. DNP, 2008: 33-39 
98 Ibid: 26 
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solidaridad pensional. 

 

La Red de Seguridad Alimentaria ReSa creada en el año 2002, fue la que 

eventualmente produjo mayores impactos, sin que pueda catalogarse como medidas 

estructurales. Beneficio 155.698 personas y priorizó proyectos de seguridad alimentaria 

en 64 municipios del país: 21.294 personas y 15 municipios más que en el año 2007, 

pero  los indicadores de superación de problemas no cambiaron sustancialmente, entre 

las tres poblaciones impactadas, niños, adultos y desplazados, el indicador que mayor 

logro presentó fue el de los niños, sin que éste sea satisfactorio.99 

 

Esta política se dijo tomaría forma en un Plan que nunca se concretó, al igual que un 

proyecto de ley sobre seguridad alimentaria, que buscaba articular esfuerzos y 

promover la autonomía de las personas y las comunidades para acceder y disponer de 

alimentos libremente. Este proyecto que fue presentado en el año 2008, mediante la 

Ley 79 y fue archivado, a pesar de, la ausencia de un Plan en la materia.   

 

El PNSAN hasta el momento no trasciende su formalidad a la fase de realización, 

reduciéndose a una cantidad de normas que no impactan sobre la realización del 

derecho a la alimentación y el derecho a no sufrir hambre100, en los términos del los 

núcleos fuertes del derecho que la doctrina constitucional internacional ha logrado a 

través del PIDESC. Pasó por muchas falencias y no incorporó las guías para legislar 

que la FAO promulgó en el 2010101. 

 

En estudio realizado por la Defensoría del Pueblo, ya citado en este escrito, señala que 

la normatividad que expidió el país entre los años 1992 a 2010, relacionada con la 

protección al derecho a la alimentación, no es representativa, ni estructural,  aquellas 

con mayor relación al derecho son la Ley 1133 de 2007 (Programa Agro Ingreso 

Seguro), la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo Rural102) y la ley 1181 de 2007, 

relacionado con el delito de inasistencia alimentaria, que no supera la esfera individual 

y de caso y, además, asistencial. 

 

                                                        
99 Ibid: 29 
100 Los componentes de la estrategia de intervención CONPES son: Primera infancia: Hogares ICBF, Desayunos 
infantiles y recuperación nutricional materno infantil. Niñez y Adolescencia: restaurantes escolares y Apoyo y 
fortalecimiento a niños y jóvenes en áreas rurales. Familias: familias de emergencia y grupos étnicos. Adulto 
mayor. Distribución bienestarina. Protección hogares gestores y sustitutos. Programa de red en seguridad 
alimentaria a nivel nacional ReSa. Atención a población desplazada a nivel nacional,. Fondo de seguridad 
pensional. Ibid: 29. 
101 Ver Guía para Legislar, óp cit. , supra nota 50. 
102 Declarada Inexequible por la Corte Constitucional, luego de dos años, por medio de la Sentencia C-175 de 
2009 por incumplir los requisitos de consulta previa con los grupos étnicos según lo dispuesto en el Convenio 
169 de la OIT. Al regular la norma la relación de los individuos con la tierra en materia de desarrollo rural y al 
contener la norma artículos que afectaban directamente a las comunidades indígena y negras. 



  
 

 

En igual sentido, cada instancia del gobierno, expide reglamentaciones focalizadas, por 

ejemplo, en materia de salud, medio ambiente, agro, educación y hacen alusión a la 

nutrición y alimentación, consumo saludable pero desde un punto de vista coyuntural, y 

no estructural como se pretende desde el direccionamiento de los instrumentos 

internacionales a una armonización y realización de una política integral que integre la 

crisis del agro como plataforma del derecho para este territorio, en la materia. 

 

b. Planes de desarrollo 

 

El Plan de Desarrollo 2006-2010, refería que el país no dispone de una política de 

seguridad alimentaria y de una conceptualización que permita a los diferentes actores 

articular programas y proyectos103 y propuso como política transversal, la “Seguridad 

Alimentaria y Nutricional” con el fin de mejorar el abastecimiento y la eficiencia del 

mercado de alimentos mediante la modernización de los canales de comercialización; 

buscando crear a nivel regional redes de seguridad alimentaria; articular los diferentes 

programas de seguridad alimentaria e implementar nuevas prácticas para los 

mecanismos de focalización. Propuso tomar acciones preventivas con miras a que los 

efectos que pueda tener el TLC sobre la oferta de alimentos de la canasta básica se 

redujese; y, adecuar y fortalecer el Sistema Nacional de Medidas Sanitarias y 

Fitosanitarias; dando prioridad, en los componentes de consumo y uso y 

aprovechamiento, a las acciones de promoción, prevención y atención dirigidas a la 

primera infancia.104 

 

El actual Plan de Desarrollo Ley 1450 de 2011, no contiene componente alguno que 

enfoque la política de gobierno al cumplimiento del derecho  a alimentación, 

concluyendo de antemano, que si no existe un derrotero político a este nivel que la 

direccione como prioridad dentro de las acciones del Gobierno Nacional, difícilmente 

reglamentaciones que se expidan en el marco de este gobierno, las contendrán de 

forma específica y generalizada, a pesar de cómo lo vimos, la política de Estado, sí lo 

consagra. 

 

El Plan de Desarrollo “Prosperidad para todos” centra sus propósitos en algunos ejes 

transversales que modelan todo su planteamiento en el Art. 3, uno de ellos es el 

crecimiento sostenido en sectores dinámicos que jalonen el crecimiento: 

agrocombustibles y minería.105 

 

                                                        
103 DNP, 2007:146 
104 Idib: Tomo I: 146-148 
105 Plan de Desarrollo “Prosperidad para todos”. Ley 1450 de 2011.  
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Específicamente con el derecho a la alimentación y a no sufrir hambre, hace 

tangenciales referencias a las metas del milenio (Art.6), a unos sistemas nacionales de 

coordinación de la política pública y convenios plan (Art. 7 y 8) para desarrollo del Plan, 

estrategias territoriales para la superación de la pobreza extrema (Art. 9), persistiendo 

en las transferencias condicionadas, programas para el desarrollo de proyectos 

territoriales para el fortalecimiento de capacidades (Art. 16), monitoreo y seguimiento 

del sistema general de participación para agua potable y saneamiento básico, planes 

departamentales para el manejo empresarial de los recursos del agua y saneamiento y 

ss, (Art. 20, 21, 22 y ss), que junto con otros desarrolla este tema puntual del agua, 

como componente del derecho a la alimentación sana y saludable, sin hacer referencia 

al mismo, pero si se formaliza su acceso determinado por las leyes del mercado que de 

no mejorar el sistema de ingresos, perjudica el acceso.  Propone un fondo de 

modernización de pequeñas y medianas empresas (Art. 44), e igualmente propone una 

política de Atención a la Primera infancia (Art. 136 y ss.) 

 

En el tema agropecuario y de desarrollo rural como instrumento del libre desarrollo de 

la personalidad para un importante grupo poblacional colombiano, el Plan de Desarrollo 

establece una serie de estrategias que parten de la base de territorios sin conflicto, 

aspecto distante en la ruralidad colombiana, en consideración a las cifras de despojo y 

abandono de tierras y territorios en el país.  Por ejemplo, el artículo 60 adiciona a la Ley 

160 de 1994, la figura de los Proyectos Especiales Agropecuarios o Forestales para 

Unidades Agrícolas Familiares UAF, que sean adquiridas o recibidas en aporte para 

proyectos de desarrollo agropecuario o forestal que justifiquen la operación (Art. 60), 

para lo cual crea la Comisión de Proyectos Especiales de Desarrollo Agropecuario y 

Forestal para proyectos de este calado que superen la suma de 10 UAF (Art. 61).   

 

Estos proyectos en los que los campesinos o pequeños propietarios, ceden por 

acuerdo o venden o alquilan sus territorios para que otros los exploten y reciban un 

canon, o incluso trabajen en ellos, bajo condiciones que no tienen condiciones claras 

en materia económica y que podría decirse no favorecen la redistribución de recursos 

ponen en riesgo la seguridad alimentaria, pues la mayoría de proyectos están 

relacionados con la producción agrícola para los agrocombustibles.  Esta norma fue 

declarada inconstitucional por la Corte. 

 

En este sentido, los criterios de ordenación del territorio en materia agrícola rural están 

direccionados por un ordenamiento productivo y social, que no es claro dentro del plan 

(Art. 67), en la medida a que a estas propuestas generalmente pueden acceder quien 

tiene capital y capacidad de inversión.  

 



  
 

 

En materia de Desarrollo Minero y Expansión Energética (Título 2.5) establece reservas 

mineras estratégicas (Art. 118), plantea la elaboración de un Plan de Ordenamiento 

Minero (Art. 109) y propone la institucionalidad para la ejecución del tema en el país, 

que de suyo en el ámbito de los derechos humanos se reconoce de antaño como 

causa del conflicto armado interno, en los territorios. 

 

Muestra de esta rectoría direccionada a la inserción en el mercado global, el desmonte 

de la protección del agro106. que lo registra un decrecimiento del agro y un cambio 

vertiginoso de los usos del suelo con predominio de una reprimarización de la 

economía con la explotación de recursos naturales.  

 

Entre 2004 y 2010 se crearon en toda la economía dos millones de empleos, pero la 

fuerza laboral industrial permanente sólo aumentó el 2% y la participación del trabajo 

en el producto industrial no ha logrado superar el 9%. Si bien en 2007 cada peso 

invertido en activos fabriles produjo $1,62, en 2010 sólo alcanzó a $1,38. La utilización 

de la energía eléctrica en las fábricas apenas creció el 1% entre 2007 y 2010. En el 

sector primario, los cultivos agroindustriales como la caña de azúcar, palma de aceite, 

algodón, banano de exportación, etc. han crecido más del doble en su extensión 

respeto de los cultivos de subsistencia y alimenticios en los últimos años107. 

 

Persiste un conflicto armado, el desplazamiento forzado, los fenómenos de 

concentración de la tierra, narcotráfico y un desmonte de la institucionalidad que antaño 

brindaba mediana protección al agro, un deterioro en el desarrollo regional preocupante 

y una ciudad capital que puede competir con precios, con otra con niveles de ingreso 

superior en el mundo; diluyendo la gobernabilidad y priorizando indicadores de 

crecimiento económico sustrayéndose del capital estructural del país que no tienen en 

                                                        
106 Dentro de las normas que señala el Informe de la Defensoría se reporta la Ley 1152 de 2007 “Estatuto de 
Desarrollo Rural, se reforma el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural y el Incoder, etc.” La Ley 1159 de 
2007 “Aprueba el Convenio de Rotterdam para la Aplicación del Procedimiento de Consentimiento 
Fundamentado previo a ciertos Plaguicidas y Productos Químicos Peligrosos, Objeto de Comercio 
Internacional”.  La Ley 1131 de 2007 “Aprueba el acuerdo entre Colombia y Ecuador sobre Pesca Artesanal”. 
La Ley 1133 de 2007 “Agro Ingreso Seguro”; Ley 1141 de 2007, “Convenio entre Colombia y China para la 
cooperación en sanidad animal y cuarentena” Ley 1143 de 2007 “Acuerdo de Promoción comercial E.U. – 
Colombia”. Ley 1181 de 2007, “Modifica penas y sanciones con inasistencia alimentaria”.  Ley 1189 de 2008, 
“TLC Colombia – Chile”; Ley 1196 de 2008 “Convenio de Estocolmo sobre contaminantes Orgánicos 
Persistentes”. Ley 1241 de 2008 “TLC Colombia, Repúblicas del Salvador, Guatemala, Honduras”; Ley 1242 de 
2008 “Código Nacional de Navegación y Actividades Portuarias Fluviales y se dictan otras disposiciones”. Ley 
1255 de 2008 “Programa que preserve el estado sanitario del país, libre de influenza Aviar y la enfermedad 
de Newcastle y medidas encaminadas a fortalecer el sector avícola nacional” 
107 Aurelio Suárez Montoya. Glosas al PIB de 2011. ¿Debe estar Colombia orgullosa del crecimiento económico 
del 5,9 en el 2011? En: “Mire y Lea. La otra opinión. Periodismo alternativo desde los municipios”. Marzo 29 de 
2012. En: http://revistamirelea.com/2012/03/ (consultado:15.08.12). En: Aportes al documento sobre 
capacidades. Plan Distrital de Ciencia, Tecnología e Innovación en Salud. SDS-Maloka. Mario Hernández, 
Margarita Ronderos, Dolly Sánchez, Diana Saldarriaga. Agosto 2012: 22 

http://revistamirelea.com/2012/03/
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cuenta acuerdos e inversión extranjera y códigos de conducta que protejan el derecho 

a la alimentación108.  

 

En este orden de ideas, la Defensoría luego de hacer un ejercicio de consulto sobre el 

derecho a la alimentación a diferentes instituciones del sector nacional, regional y local 

sobre las medidas de garantía y protección sobre el derecho a la alimentación, hace un 

diagnóstico de la realidad del derecho con diferentes actores institucionales y concluye 

con las siguientes recomendaciones: 

 

a. Urge el desarrollo de un marco legal que posibilite la concreción el Plan Nacional 

de Seguridad Alimentaria y nutricional que direccione, armonice y operacionalice 

una verdadera política en seguridad alimentaria, por lo que es necesario articular 

esfuerzos exigible de las autoridades y establecer metas de impacto 

relacionadas con los componentes del Derecho a la Alimentación y destinar 

recursos para el adecuado desarrollo de la política. 

b. Se requiere evaluar cuáles de las acciones del PNSAN resultan novedosas y 

responden a los contenidos del derecho a la alimentación, haciendo seguimiento 

de los recursos utilizados y a los impactos de la población beneficiada para 

evaluar la obligación de progresividad. 

c. Las medidas asistenciales deben ser revisadas con acciones complementaria 

que incidan en los determinantes estructurales que generan el hambre en el 

país. En las actividades de naturaleza asistencial, es necesario hacer mayor 

impacto en las poblaciones.109 

d. Las medidas de política pública, normas y programas deben ser consultados con 

los titulares del derecho a la alimentación.110 

e. Urge la adopción de acciones para evitar la vulneración del derecho a la 

alimentación por parte del sector privado, dirigidas a la sanción del infractor 

como a tener un componente preventivo y disuasivo sin importar la naturaleza 

del agente causante. 

f. Es necesario que el Estado diseñe una estrategia de justiciabilidad de los DESC 

en Colombia, que acompañe la ratificación del Protocolo Facultativo PIDESC, en 

especifico del derecho a la alimentación, herramientas de justiciabilidad que 

sean difundidas a los titulares del derecho, organizaciones sociales, sector 

privado, Estado. 

g. Disponibilidad: El Estado colombiano debe adoptar directrices específicas 

relativas a la protección del respeto de los sistemas consuetudinarios que 

permitan acceder a las comunidades a recursos hídricos, alimenticios y de 

                                                        
108 Ver Principios rectores relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de comercio e inversión en 
los derechos humanos, óp cit. supra nota 50. 
109 Ver documento “Primer Informe sobre el derecho a la alimentación”, óp cit., supra nota 2: 30. 
110  Ibid: 38 



  
 

 

producción para garantizar su derecho a la alimentación. Implica establecer 

códigos de conducta  para los agentes estatales, cuando por acción u omisión 

se pueda poner en riesgo sistemas exitosos que las comunidades han 

desarrollado para disponer o acceder a los alimentos. 

h. El proceso institucional de impulso al uso, comercialización y difusión de 

Organismos Vivos Modificados (OVM) en Colombia requiere de una mayor 

participación por parte de comunidades y organizaciones sociales que las 

representan principalmente cuando dichas modificaciones generen algún riesgo 

o amenazas a los ecosistemas circunvecinos. Aplicando el principio de 

precaución que dichas modificaciones pueden perjudicar la salud animal, vegeta 

y humana, pongan en riesgo los equilibrios ecológicos o la diversidad biológica o 

no exista unanimidad científica frente  a su características111. 

i. Las instituciones deben adoptar/adaptar procesos de vigilancia de la calidad de 

alimentos e insumos básicos para producirlos, asegurando que ellos no se 

traduzcan en una afectación de disponibilidad y acceso alimentario basado en 

cadenas y formas tradicionales de producción. Los procesos de certificación, 

producción, manejo y comercialización, deben estar articulados a una estrategia 

estatal que posibilite a los pequeños productores a acceder a los recursos que 

permitan dicha certificación en lo económico, humano y técnico.112 

j. El Estado debe implementar y hacer cumplir las normas orientadas a prevenir y 

sancionar la desinformación y la publicidad engañosa en torno a los productores 

que fabrican, promocionan o comercializan como alimentos. Prestando particular 

atención a los provenientes del exterior, sin que se conozca su procedencia ni 

los detalles sobre la inocuidad en su proceso de producción, transformación, 

transporte, etc. 

k. Accesibilidad: El Estado debe desarrollar un control más estricto a la calidad del 

agua y a los sistemas de distribución del recurso hídrico. Es importante 

fortalecer la inspección a las instituciones estatales del orden regional o local, 

incluyendo las ambientales, encargadas de la administración o vigilancia de los 

acueductos, nacederos y redes de distribución, vinculado al proceso de 

rendición de cuentas, vigilando los nacederos, cursos de ríos, ciénagas, 

acuíferos o demás depósitos hídricos. 

l. El Estado debe adoptar medidas sostenidas destinadas a controlar el precio 

interno de los alimentos estratégicos, especialmente cereales, leguminosas y las 

fuentes de proteínas de origen animal. Evitando precios inflacionarios de los 

alimentos asociados a factores coyunturales o estructurales de la realidad 

económica nacional o internacional; prevenir el dumping originado con los TLC; 

                                                        
111 Ibid: 52 
112 Ibid:53 
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precaver y controlar estratégicas monopólicas en la distribución y 

comercialización de alimentos.113 

m. El Estado debe cumplir con los procesos de consulta y consentimiento previo e 

informado de los grupos étnicos (Convenio No. 169 de la OIT. Sent.  129 de 

2011) 

n. Debe adoptar medidas eficaces e inmediatas que posibiliten a las comunidades 

y poblaciones negras, indígenas y raizales acceder a los alimentos y/o recursos 

productivos que hacen parte de sus territorios ancestrales y son básicos para la 

alimentación de los individuos y comunidades. 

o. El Estado debe promover la producción de alimentos para consumo interno 

priorizando políticas a favor de la economía campesina, concordantes con los 

planes de desarrollo que tengan en cuenta los principios y exigencias de la 

soberanía y autonomía alimentaria. 

p. La concentración de la tierra y la falta de acceso a ella debe ser objeto de 

medidas estructurales y profundas, orientadas a la redistribución de este recurso 

y su destinación a la producción de alimentos para el consumo interno 

respetando dinámicas productivas y culturales y contar con el apoyo del 

Estado.114 

q. Reforzar, ampliar y profundizar medidas encaminadas a proteger  la 

alimentación de las mujeres y la población infantil, transcendiendo las acciones 

asistenciales. La promoción de la lactancia y la no discriminación en la 

distribución y consumo de alimentos debe ser una prioridad. 

r. El Estado debe adoptar una política de reforma agraria que corrija los actuales 

problemas vinculados con la concentración y tenencia de la tierra así como con 

los conflictos asociados a su uso, con políticas de protección a pequeños y 

medianos productores garantizando disponibilidad de recursos, agua tierra para 

la producción interna de alimentos.115 

s. El Estado debe adoptar acciones estructurales para mejorar la situación 

alimentaria de la población desplazada y carcelaria así como de los niños y 

niñas recluidos en los centros de reeducación.116  

t. El Estado debe implementar mayores acciones de acompañamiento al sector 

productor de alimentos destinados al consumo interno, especialmente mediante 

la promoción de tecnologías baratas y sustentables económica y 

ambientalmente.117 

u. Accesibilidad. La pobreza como causa del hambre, debe ser combatida con 

todos los recursos disponibles por parte del Estado. 

                                                        
113 Ibid: 58 
114 Ibid: 64 
115 Ibid: 76 
116 Ibid: 86 
117 Ibid: 87 



  
 

 

v. Reitera en otra recomendación que debe adoptar acciones contundentes que 

corrijan la alta concentración de la tierra y recursos del sector rural. En el caso 

de la población desplazada y demás víctimas del conflicto interno, debe vigilarse 

que se cumpla la legislación vigente para la restitución de tierras y genere 

impactos protegiéndolas de dinámicas económicas que propicien la pérdida de 

sus bienes con proyectos extractivistas o de infraestructura, monocultivos, 

extranjerización de la tierra y recursos asociados.118 

w. El Estado y la sociedad en su conjunto deben comprender (y actuar en 

consecuencia) que estos problemas y vulneraciones del derecho a la 

alimentación deben ser confrontados con cambios estructurales sociales y 

económicos que posibiliten a los titulares del Derecho a la Alimentación a 

disponer y acceder a los alimentos/nutrientes de manera oportuna y 

adecuada.119 

x. Utilización biológica adecuada: Las autoridades deben reducir la 

morbimortalidad asociada con el hambre, la desnutrición, bajo peso al nacer en 

Colombia. La integralidad y la coherencia de las instituciones educativas, de 

salud, de apoyo y fomento a la producción de alimentos y la asistencia humana 

incluida la alimentaria, y de impulso y protección del trabajo y derechos 

laborales, debe ser mandatorio y sujeto de monitoreo y mejoramiento para 

reducir el impacto del hambre en las vida de la población colombiana.120 

 

De la lectura de estas recomendaciones, se concluye que no existe una armonización 

de la legislación nacional con los contenidos de obligaciones en adoptar medidas 

legislativas, ordenadas por la Observación General No. 12 de los CDESC, que para el 

efecto el ex Relator Especial Ziegler, señala, “debe armonizarse y articularse todas las 

leyes y las políticas relacionadas con el derecho a la alimentación, inclusive la 

agricultura, la nutrición, la tierra y el agua”121.  

 

Los intentos existentes no se basan en un claro diagnóstico político, económico, social, 

cultural sobre la realidad que afecta el derecho a la alimentación, y no responde a 

realidades contempladas en la doctrina constitucional que garanticen el derecho 

(acceso al crédito, el empleo, la política ambiental, la capacitación, producción, calidad, 

seguridad de los alimentos, etc.)122.  

 

                                                        
118 Ibid: 93 
119 Ibid: 106 
120 Ibid: 111 
121 Ver, “Jean Ziegler. Informe sobre el derecho a la alimentación, presentado de conformidad con la Resolución 
2001/25 de la Comisión de Derechos Humanos. A/56/210. Julio 23 de 2001. Párrafo 94”, óp. cit. supra nota, 35. 
122 Ibid.  
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El Estado según la Observación General No. 3. P. 2, debe adoptar medidas inmediatas, 

apropiadas, deliberadas y concretas orientadas lo más claramente posible hacía el 

pleno ejercicio del derecho a la alimentación, éstas deben ser adoptadas “dentro de un 

plazo razonablemente breve tras la entrada en vigor del Pacto para los Estados 

Interesados”. Estas son medidas de carácter inmediato y no progresivo, que en materia 

legislativa, judicial, presupuestal, administrativa y de educación está obligado el Estado 

colombiano para garantizar el derecho a la alimentación, frente a las cuales no hay un 

cumplimiento generalizado. 

 

El incumplimiento de esta obligación implicaría al Estado Colombiano la demostración 

de una razón imperiosa para ello, imponiéndoles la carga de probar: “bien que esos 

recursos no son ‘medios apropiados’ según los términos del artículo 2 del Pacto, o bien, 

que a la vista de los demás medios utilizados, son innecesarios”123 

 

3. Pronunciamientos de la Corte Constitucional frente al Derecho a la 

Alimentación 

 

Conforme a los principios elementales de la argumentación jurídica los jueces hacen de 

las normas y preceptos constitucionales y su correspondiente interpretación racional a 

partir de las subreglas y principios que sirvieron de base a la decisión judicial correcta, 

con el fin de garantizar el principio de igualdad, debe entenderse que, las subreglas 

dictadas por la Corte Constitucional en ejercicio del control abstracto de 

constitucionalidad y en revisión de acciones de tutela, son vinculantes y obligatorias 

para la propia Corte y para los jueces constitucionales, exigiéndole de esta manera 

consistencia con las decisiones pasadas, sin incurrir en una vía de hecho que hacen de 

las normas y los principios constitucionales.   De allí la importancia que tienen las 

subreglas resultado de las sentencias proferidas por la Corte con relación al derecho a 

la alimentación que las introducen  a la doctrina nacional e internacional de los 

derechos humanos. 

 

Son varios los pronunciamientos jurisprudenciales que darían cuenta, si bien no de 

manera específica y focalizada sobre el derecho a la alimentación con desarrollos 

amplios en su mayoría; sí, de su implícito cumplimiento que exige garantía y protección 

para el goce y disfrute de otros derechos por parte del Estado, relacionados 

directamente con el derecho a la salud, el derecho al mínimo vital, el derecho a la 

dignidad, a la vida digna, la declaratoria de estado de cosas inconstitucional por 

desplazamiento forzado que implica la superación de la violación de los derechos de la 

población desplazada con el establecimiento de indicadores de goce efectivo que trata 

también de la expresa obligatoriedad de suplir con medidas de atención, de asistencia 

                                                        
123 Ibid.  



  
 

 

y reparación integral las necesidades de las víctimas, incluyendo el derecho a la 

alimentación, entre otros.  

 

El derecho a la alimentación es considerado como un derecho social que exige 

contraprestaciones del Estado, y por tanto, el criterio general es que es de 

cumplimiento progresivo según se ha visto.  Muy a pesar de ello, la doctrina 

constitucional colombiana, caracterizada por su proliga e importante creación y dado el 

contexto socio-económico y político del país, se ha pronunciado con una gran 

diversidad de criterios racionales, argumentativos y discursivos de interpretación 

racional y jurídica que han hecho que el establecimiento del Estado Social de Derecho, 

por lo menos, en una mínima parte se llene de contenidos y mecanismos para que se 

haga eficaz vía jurisdiccional de manera inmediata, dotando estos derechos, uno a uno 

de un núcleo de protección intocable como se observa en el cuadro inmediatamente 

posterior. 

 

Pronunciamientos que hacen consonancia con la filosofía del Estado Social y 

Democrático, y los estándares internacionales. Al respecto, el informe E/CN.4/2004/10 

del 9 de febrero de 2004, del CDESC, señala que:  “Los derechos económicos y 

sociales son parte importante del sistema de los derechos humanos y se formularon y 

refundieron desde la aprobación de la Declaración Universal de Derechos Humanos en 

1948, pero ha existido una voluntad política limitada de hacerlos cumplir. La 

Declaración y el Plan de Acción aprobados en la Cumbre Mundial sobre la Alimentación 

han cambiado esa situación de forma significativa. El seguimiento, mediante el Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la FAO y su Comité 

de Seguridad Alimentaria Mundial, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 

(UNICEF), el Subcomité de Nutrición del Comité Administrativo de Coordinación y otros 

órganos situará sin duda la cuestión del derecho a la alimentación en una posición más 

central en el programa internacional. El resultado que se confía obtener es que un 

compromiso antiguo se transforme en realidad y que, en los primeros decenios del 

próximo milenio, todos puedan disfrutar del derecho a una alimentación adecuada.”124 

 

El principal argumento que le ha permitido a la Corte entrar legítimamente en esferas 

desconocidas históricamente en el ámbito de interpretación jurisdiccional del país, y 

superando la habilidad jurídico racional de otros países como España y Alemania, es la 

naturaleza que tienen los derechos de universalidad, interdependencia, conexidad e 

integralidad, que busca superar los límites políticos y económicos a lo largo de la 

historia definidos a través de la clasificación de generaciones de derechos y su 

fundametalidad, para así promover el avance de la teoría de los derechos humanos 

                                                        
124 Ver Asbjørn Eide, óp cit., supra nota 2.   
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internacional y nacionalmente hacía la efectividad de los ideales constitucionales y 

democráticos. 

 

Frente a este reto político, la Corte Constitucional colombiana en diferentes 

oportunidades ha manifestado su posición sistémica de interpretación frente a la cual 

los derechos humanos forman una unidad, e integran un sistema: el “sistema de 

derechos”: ”los derechos humanos forman una unidad, pues son interdependientes, 

integrales y universales (…) No puede realizarse el ideal de ser humano libre, liberado 

del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada 

persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 

derechos civiles y políticos.” 125  , lo anterior para señalar que todos los derechos 

fundamentales tienen componentes de libertad, igualdad y prestación al mismo tiempo, 

incluídos los DESC.  

 

Los esfuerzos están encaminados a brindarle fundamentalidad a derechos que no 

tienen garantías reforzadas de carácter prestacional y disminuir su progresividad, que 

en la doctrina colombiana se sintetiza en que tengan reserva de ley orgánica que 

implica mayorías calificadas en el Congreso, tutela judicial ordinaria, recurso de amparo 

y protección contra reforma constitucional126. Esta protección estricta traduce la idea de 

que representan el más alto grado de realización de la dignidad humana tal como lo 

entiende nuestra civilización, por plasmar el consenso mínimo que sirve de núcleo 

esencial intocable de un orden social libre y democrático y al alterar su esencia se 

fisura automáticamente los pilares de este orden axiológico, que le brinda una fuerza 

expansiva incluso ante decisiones regresivas del poder constituyente; no obstante 

represente “legítimo” de las mayorías 127. 

 

En su libro ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales?, el tratadista Tulio 

Chinchilla, expone los diferentes momentos de interpretación de la Corte Constitucional 

frente a los derechos fundamentales y, principalmente, frente a los derechos 

económicos, sociales y culturales, que sirven para el caso, de introducción para brindar 

mayor ubicación teórica en lo que al derecho a la alimentación y su naturaleza como 

derecho interdependiente, universal e integral. 

 

A continuación se ilustra brevemente estos pronunciamientos desde la Constitución de 

1991, que de manera seguida se complementan con las líneas jurisprudenciales en 

materia del derecho a la salud, el mínimo vital y la jurisprudencia innovadora en materia 

                                                        
125 Sentencia C-251 de 1997. En ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales? Tulio Chinchilla. Temis. 
2da. Edición. 2009: 228. 
126 Tribunal Constitucional Español, sent. 76 de 1983, fundamento jurídico 2. Ver, ¿Qué son y cuáles son los 
derechos fundamentales? Supra nota 126:135. 
127 Ibid: 134. 



  
 

 

de desplazamiento forzado y la gama de autos e interpretaciones jurisdiccionales que 

le han dado cuerpo a contenidos mínimos del derecho a la alimentación en 

consonancia y coherencia con la doctrina internacional de los derechos humanos. 

 

La importancia de estas posiciones radica en el esfuerzo de interpretación que sin 

superar los límites de la legitimidad del Estado del derecho y el principio incluso, de 

legalidad, han extendido la aspiración de realizar los derechos humanos en su 

integralidad y exalta el compromiso de esta instancia con el Estado Social de Derecho, 

a pesar de las fuertes críticas recibidas frente a su función y los límites de los poderes, 

del alto Tribunal, pero que, ante las brechas de inequidad y la misión de la Corte, lo han 

dotado de autoridad para lograr transformaciones en el orden jurídico y político del 

país. 

 

Tabla No. 5 

Criterios de interpretación de los DESC según la Corte Constitucional 

                                                        
128 “Los derechos obtienen el calificativo de fundamentales en razón de su naturaleza, esto es, por su inherencia 
con respecto al núcleo jurídico, político, social, económico y cultural del hombre. Un derecho es fundamental por 
reunir estas características y no por aparecer reconocidos en la Constitución Nacional como tal. Estos derechos 
fundamentales constituyen las garantías ciudadanas básicas sin las cuales la supervivencia del hombre no es 
posible.” Corte Constitucional. Sent. 418 de 1992. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales”. 
Supra nota, 126:150 
129 Sentencia T-406.1992. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales”. Supra nota, 126:151 

Definición de Derecho Fundamental según las diferentes épocas de la Corte Constitucional 

Períodos Criterio Definición 

Algunas 

instancias 

judiciales de 

tutela -Corte 

Suprema de 

Justicia, 

Consejo de 

Estado – fallo 

sobre el 

derecho al 

trabajo. 

Lógico-

sistemático y 

exegético 

Son derechos fundamentales los que consagra el capítulo I, 

título II de la CP, ya que fue expresamente bautizada “De 

los derechos fundamentales” 

Son aquellos que la Carta otorga la característica de 

derechos de aplicación directa, enumerados en la lista 

taxativa del artículo 85 (derechos de primera generación –

integridad, libertad, defensa y de participación, ningún 

derecho social o de prestación o colectivo). 

Primera Corte 

Constitucional 

(1992-1993). 128 

Reconoce como 

fundamental el 

derecho a la 

educación, el 

Criterios 

principales 

(axiológicos y 

formales), 

auxiliares o  

técnicos, criterio 

de conexidad, 

Criterio axiológico material: un derecho fundamental se 

identifica por inherencia esencial a la persona humana, sin 

ello no se concibe la existencia humana – libertad, 

autonomía moral, racionalidad.  Por ser una derivación 

inmediata, directa y evidente de ciertos valores y principios 

supremos y dan fundamento moral a todo orden social – 

dignidad, libertad, igualdad, trabajo, solidaridad129. 
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130 Sentencia T-426 de 1992. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales”. Supra nota, 126:156 
131 Sentencia T-227 de 2003. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales”. Supra nota, 126:167 

trabajo, etc. complementarios 

entre sí y criterios 

de refuerzo.  

Sent. 418 de 

1992 

Criterio formal: reconocimiento expreso en la CP del 

carácter fundamental de un derecho (derecho de los niños 

Art. 44. Derecho a la Paz Art. 22) 

Criterios auxiliares, complementarios o técnicos: Aplicación 

inmediata (aquellos que se encuentran en la CP y que no 

necesitan un desarrollo normativo) y núcleo esencial 

(ámbito mínimo o zona central del derecho que no depende 

de las mayorías parlamentarias  que se impone a ellas 

cuando reglamentan el ejercicio del derecho mediante ley, 

dado por el texto constitucional, los postulados en que se 

fundamenta y la elaboración histórica doctrianal).130 

Criterio de conexidad:  No pueden aspirar derechos 

económicos, sociales y culturales difusos, salvo aquellas 

situaciones en las cuales el caso específico sea evidente su 

conexidad con un principio o derecho fundamental, bajo un 

ejercicio de inferencia empírica que protege la dignidad 

humana, ej.: medio ambiente, salud, etc., para el caso 

concreto, bajo un criterio de realidad social, relacionado con 

el mínimo vital para vivir.  De esta forma varios derechos 

han adquirido autonomía propia y fundamentalidad: 

educación, salud, derecho de los niños, etc. Cualquier 

derecho es candidato a ser fundamental por conexidad con  

base en el precedente y la ratio decidendi (reglas 

relevantes) del caso concreto. 

Criterios de refuerzo: Consagración de algunos derechos 

en tratados internacionales de derechos humanos (art. 93) 

y que dichos tratados prohiban su limitación en estados de 

excepción. 

Segunda “Corte 

Constitucional” 

(1992-2003) 

Fundamentalidad 

ampliada o 

discursiva de los 

derechos 

fundamentales. 

No hay derechos 

inherentes al ser 

humano, hay una 

dignidad que el 

derecho ayuda a 

realizar  

Es fundamental todo derecho constitucional que 

funcionalmente este dirigido a lograr la dignidad humana y 

sea traducible en un derecho subjetivo.131 

a)  Mediante inferencia axiológica o fundamentalidad por 

inherencia (especialmente a la dignidad humana, la vida 

digna y el mínimo vital como derechos fundamentales en sí 

mismos). b) Ampliación de los titulares de los derechos 

fundamentales (titulares colectivos, comunitarios, grupales). 

c) Enriquecimiento del contenido o núcleo esencial de 

algunos derechos, especialmente los sociales y 

fundamentación de algunos contenidos de éstos. c) 

Sofisticación del juicio de proporcionalidad o ejercicio de 



  
 

 

Fuente: Elaboración propia basado en el libro ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales?
135

 

 

Es así como la posición de la Corte ha zigzageado entre aquellos que buscan ser más 

exegéticos y superados por aquellos que han asumido el Estado Social como la 

finalidad del ordenamiento jurídico constitucional en materia de derechos humanos y 

que finalmente, marcan la amplia tendencia actual de otorgar la fundamentalidad a todo 

derecho constitucional, independientemente del lugar que ocupe dentro de la Carta 

política, que funcionalmente este dirigido a lograr o realizar la dignidad humana y sea 

traducible en un derecho subjetivo por remisión a desarrollos concretados en alguna 

política, pública o reglamentación que le brinden la connotación de un derecho 

subjetivo exigible y garantizable.  

 

Este criterio expande la posibilidad de reconocer el núcleo esencial y la aplicabilidad 

inmediata practicamente a cualquier derecho subjetivo ampliando la posibilidad a que la 

realización de los mismos sea eficaz y efectiva, vía reconocimiento jurisdiccional e 

interpretación sistémica del operador del derecho que brinde subjetividad al derecho 

fundamental, sea cual fuere.   

 

Se concluye en materia del derecho a la alimentación, entonces que,  por esta vía, la 

realización efectiva del derecho, es viable hacerla para aquellos desarrollos normativos 

que plateen obligaciones a actores públicos y privados que consagren su posibilidad de 

exigencia concreta, reconociéndo que hay avances muy importantes que son pilares 

indispensables para la consolidación del derecho a la alimentación y que exigen mayor 

dinamismo de los operadores jurídicos, pero también, de la sociedad civil en su 

comprensión de los instrumentos y herramientas internacionales de garantía y defensa 

                                                        
132 Ibid: 166 y ss. 
133 Ibid: 173 y ss. 
134 Sentencia T-881 de 2002. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales”. Supra nota, 126:179 
135 Ibid: 139 y ss. 

ponderación para resolver conflictos entre derechos 

fundamentales.132 

a) Derecho de rango constitucional, b) Derecho que sirve 

como instrumento o como fundamento para cumplir el ideal 

ético de la dignidad humana, o ayudar a realizarlo, c) Un 

derecho que admite ser traducido o concretado en un 

derecho subjetivo los que el operador logre enlazar en la 

norma (política, ley, sentencia, etc133). 

Dignidad Humano: Valor fundante del ordenamiento jurídico 

y del Estado. b) Principio constitucional, c) Derecho 

fundamental autónomo.134 
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de los derechos, para así, exigir los deberes del Estado frente a los sujetos de los 

mismos. 

 

a.  El derecho al disfrute  del más alto nivel posible de salud136 

 

En los instrumentos internacionales y nacionales, el derecho a la salud ha quedado 

constituido como un derecho fundamental, como una necesidad básica humana que 

supone “un estado de completo bienestar físico, mental y social y no solamente la 

ausencia de enfermedad”. El derecho a al salud es un derecho habilitante de otros 

derechos, afirma Rodrigo Uprimny.  En ningún otro derecho como en la salud se 

observa la interdependencia entre los derechos tan claramente como en éste.  Las 

condiciones de salud de una persona varían según el grado de libertad en que viva, o 

de la vivienda en que habita, del acceso a la alimentación adecuada, vestido y 

trabajo137. 

 

El reconocido salubrista mexicano Julio José Frenk, señala al respecto que, “la salud 

es el punto de encuentro. Ahí confluyen lo biológico y lo social, el individuo y la 

comunidad, la política social y económica.  Además de su valor intrínseco, la salud es 

un medio para la realización personal y colectiva.  Constituye, por lo tanto, un índice de 

éxito alcanzado por una sociedad y sus instituciones de gobierno en la búsqueda de 

bienestar, que es, a fin de cuentas, el sentido último del desarrollo”138. Es ésta la 

finalidad de una sociedad, la preservación de la vida, su cuidado, el cultivo de dones y 

valores para si y para los colectivos que conforman los pueblos y naciones en la 

búsquedad de sus fines. 

 

La Corte Constitucional, a través de sus pronunciamientos, ha vinculado el derecho a la 

alimentación como un requisito indispensable de garantía del derecho a la salud, 

entendido como el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, establecido 

en el artículo 2 de la Convención Interamericana de DDHH, el cual obliga a las 

organizaciones estatales el deber de adoptar las medidas que sean necesarias “hasta 

el máximo de recursos que disponga para lograr progresivamente, por todos los medios 

apropiados, inclusive, en particular, la adopción de medidas legislativas, para la plena 

efectividad de los derechos reconocidos en la Convención.”139 

 

                                                        
136 Art. 10. Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. “Protocolo de San 
Salvador” (1988). 
137 Procuraduría General de la Nación –DeJusticia. “El derecho a la salud en perspectiva de derechos humanos y 
el sistema de inspección, vigilancia y control del Estado colombiano en materia de quejas en salud”. Bogotá D.C., 
2008: 13. 
138 Julio Frenk. “La nueva salud pública”. Instituto Nacional de Salud Pública. Cuernavaca, Morelos, México. 
1999. 
139 Corte Constitucional. Sentencia T-274/09. 



  
 

 

En este sentido el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 

Naciones Unidas, señala que el derecho a la salud debe hacerse extensivo a otros 

factores determinantes básicos como el derecho a la alimentación, vivienda, educación, 

trabajo, dignidad humana, vida, entre otros. 

 

La Corte Constitucional ha señalado, en lo relativo al tema, que: “La organización 

estatal está llamada a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la 

asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, 

hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por 

todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 

legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos”. En ese sentido, la 

responsabilidad del Estado que resulta exigible a partir de la adopción del Pacto no se 

agota en la expedición de instrumentos legislativos que desarrollen el alcance del 

derecho a la salud pues el deber principal en cabeza de la organización consiste en 

hacer uso de “todos los medios apropiados” para hacer efectiva esta garantía, lo cual 

supone la participación de las demás ramas del poder público en dicha empresa 

mediante la adopción de políticas públicas y decisiones judiciales.”140 

 

A pesar de esta conexidad e interdependencia de los derechos a la salud y a la 

alimentación, considerando la crísis que el sistema colombiano de salud sufre 

actualmente, en materia de acceso, calidad y respuesta integral de los usuarios al 

sistema, que ya en varias oportunidades se ha hablado de declarar un estado de cosas 

inconsitutcional en su cumplimiento141, el derecho a la alimentación ocupa en estas 

exigencias un lugar que no es preponderante, a pesar de su esencialidad.  

 

Hecho que está también íntimamente ligado a la limitación que tiene el concepto de 

salud en el sistema de seguridad social en salud en el país y en el imaginario colectivo 

de la sociedad colombiana, limitándolo a la enfermedad y no comprendiéndolo como el 

“Potencial de capacidades humanas para el desarrollo de la vida y la realización de los 

proyectos de vida en las mejores condiciones posibles, logradas por la humanidad en 

su conjunto”.  Definición de salud desde una perspectiva amplia y ecologista.142   

 

7. Mínimo vital 

 

Es un concepto de creación jurisprudencial que ha servido como herramienta de 

interpretación a los jueces para fundamentar los DESC y que alude al hecho de que 

una persona que se encuentra en especial estado de indefensión cuente con la 

                                                        
140 Ibid. 
141 Ver:  Procuraduría General de la Nación – DeJusticia. Nota supra 141: 10 
142 CID. Universiad Nacional – Secretaría Distrital de salud. Marco Conceptual Indicadores Observatorio de 
Equidad del Distrito Capital, 2006, P. 5 
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protección reforzada del Estado para garantizar las condiciones mínimas de 

subsistencia. El denominado derecho al mínimo vital tiene su fundamento, según el 

tratadista Adolfo Arango, en que, “La jurisdicción social de la tutela no es una de 

máximos, donde se garantice la justicia plena, sino una de mínimos, que impide que la 

persona caiga por debajo del nivel de vida que le permite reconocerse y ser reconocida 

como una persona digna de igual consideración y respeto por los demás”.143 Para este 

tratadista, el derecho al mínimo vital ata, de manera vigorosa, la justiciabilidad de los 

derechos sociales frente a la idea de subsistencia (por debilidades de salud o de 

dinero) con la noción de fundamentalidad tutelable.   

 

La Corte Constitucional desde el año 1992,  ha reconocido el mínimo vital en diferentes 

sentencias como un derecho que se deriva de los principios del Estado Social de 

Derecho, dignidad humana y solidaridad, en concordancia con los derechos a la vida, a 

la integridad personal y a la igualdad para personas en condiciones de situación de 

necesidad manifiesta, con el ánimo que la persona no vea su dignidad natural y 

protegida, considerando que carece de las condiciones materiales mínimas y básicas 

que le permiten llevar una existencia digna, como lo señala el alto Tribunal.  Ha sido 

una sub-regla de origen constitucional que ha permitido interpretar y fundamentar los 

DESC, frente a las omisiones del Estado.  

 

En principio, estos derechos considerados de naturaleza prestacional, se articularon 

por conexidad a derechos fundamentales con protección reforzada del capítulo I, título 

2 de la CP, para reconocer el mínimo vital actualmente, en sí mismo, un derecho 

fundamental que acoraza e integra, vía jurisdiccional, los DESC. 

 

La Corte al respecto, sigue la línea del mínimo vital que brinda fundamentalidad a los 

derechos sociales, para hablar de los derechos que, no solamente, permiten el derecho 

de la autonomía y libertad, sino la satisfacción de necesidades materiales. Trata el 

derecho a la vida digna refiriéndose al sustrato mínimo de condiciones materiales de 

existencia, acordes con el merecimiento humano, llamándolo mínimo vital de 

subsistencia.144 En este sentido considera que el derecho al mínimo vital es el origen 

de la fundamentalidad de cualquier derecho económico y social y del derecho a la vida 

                                                        
143 ARANGO, Rodolfo. Derechos, Constitucionalismo y Democracia. Serie de Teoría Jurídica y Filosofía del 

Derecho N.33, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004. Págs. 59-93, 193-218. En: 

http://alizee.uniandes.edu.co/ava/AVA_200610_Derecho_Hipertexto/doku.php?id=minimo_vital#section. 

Recuperado agosto 18 de 2012. 

 
144 Corte Constitucional. Sentencia SU-062 de 1999. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales. 
Supra nota, 129: 186. 

http://alizee.uniandes.edu.co/ava/AVA_200610_Derecho_Hipertexto/doku.php?id=minimo_vital#section


  
 

 

digna; sin embargo la Corte se inclina más a tomarlo como derecho autónomo 

preminentemente.145 

 

El mínimo vital le ha permitido a la Corte realizar un esfuerzo por construir un núcleo 

esencial a los derechos sociales que ha sido afortunada. Los derechos de carácter 

prestacional tienen una esencia de libertad e igualdad que es intocable como los 

derechos civiles y políticos y siempre tutelable.  A pesar de su progresividad, protegen 

siempre un  mínimo vital de las personas, que por su debilidad total o abandono, no 

tienen ninguna posibilidad de supervivencia digna, desarrollando así la teoría del 

mínimo vital como núcleo irreductible (salud, alimento, prestaciones sociales, seguridad 

social y pensional) y constituyen obligaciones de carácter inmediato, dándole una 

interpretación expansiva a los derechos constitucionales sociales. 

 

Posteriormente, la Corte admite la autonomía del derecho al mínimo vital que tiene 

aplicabilidad inmediata y núcleo esencial. “El centro de discusión de los derechos 

sociales como expresión de la dignidad humana, es saber hasta qué punto, la dificultad 

o posibilidad de acceder a bienes y servicios ofrecidos en la civilización que se 

traducen en mejores niveles de vida o mejor calidad de vida (menos sufrimientos, 

menos esfuerzo, más comodidad,  más goce y creatividad), constituyen violación a la 

dignidad humana como derecho”. Señala Tulio Chinchilla146.  

 

Sobre el protocolo de San Salvador, así se pronunció la Corte Constitucional, “el deber 

de realización progresiva de los derechos prestacionales, no quiere decir que no pueda 

haber violación de los mismos, debido a omisiones del Estado o actuaciones 

insuficientes de su parte. Así como existe un contenido esencial de los derechos civiles 

y políticos, la doctrina internacional considera que existe un contenido esencial de los 

derechos sociales y económicos, el cual se materializa en “derechos mínimos de 

subsistencia para todos, sea cual fuere el nivel de desarrollo económico”. Por tanto hay 

violación a las obligaciones internacionales si los Estados no aseguran el mínimo vital, 

salvo que existan poderosas razones que justifiquen la situación.  Además el Estado se 

compromete a tomar todas las medidas necesarias y hasta el máximo de los recursos 

disponibles, por lo cual si se constata que los recursos no han sido adecuadamente 

utilizados para la realización de estos derechos, también se puede considerar que el 

Estado está incumpliendo sus obligaciones internacionales.”147 

 

                                                        
145 Corte Constitucional. Sentencia 716 de 2007. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales. Supra 
nota, 129: 186. 
146 Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales. Supra nota, 129: 184 
147 Corte Constitucional. Sentencia C-251 de 1997. Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales. 
Supra nota, 129: 186. 
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En este orden de ideas, la Corte Constitucional se ha pronunciado frente a este 

derecho como uno de los instrumentos para que las personas no se conviertan en 

instrumento de otros fines, objetivos y propósitos del sistema y ha ordenado al Estado 

reconocer prestaciones de carácter positivo para la subsistencia en el caso de que las 

personas no se puedan desempeñar autónomamente y que compromete las 

condiciones materiales de su existencia, suministrando las prestaciones necesarias 

para sobrevivir dignamente y evitar su degradación como ser humano.  En el mismo 

sentido, el Estado se obliga también a abstenerse a no limitar el derecho al mínimo vital 

frente a derechos de las personas que ponen en riesgo su supervivencia con 

instituciones como la inembargabilidad del salario, prohibición de confiscación, amparo 

de pobreza, etc. 

 

La Corte en mención a este mínimo vital, se ha pronunciado, en especial en esta 

materia, a favor de: a) Personas inimputables. b) Detenidas. c) Indigentes. d) Enfermos 

no cubiertos por el sistema de salud. e) Mujeres embarazadas, etc. 

 

Y en diversos temas tales como el derecho a reconocer una acreencia pensional por 

incumplimiento en el pago o mora en su asignación (T-426/92), o acceder a servicios 

de salud (SU-11/97),  mora en el pago de salarios,  prestaciones y cesantías, 

prestaciones sociales, salud, mujeres embarazadas y personas en estado de grave 

indefensión – cárceles, situación del secuestrado y los sindicatos.  

 

En los anteriores eventos, ha protegido de manera especial prestaciones que permiten 

suplir el derecho a la alimentación, vivienda, salud, educación, etc., que son los medios 

en los que se puede concretar la mínima dignidad de las personas.  En principio el 

mínimo vital fue reconocido por la Corte como derecho de contenido ético y abstracto 

relacionado con la vida digna, el mínimo vital y la dignidad de la persona por conexidad 

con un derecho fundamental. Así por ejemplo, se presume la conexidad del derecho de 

vivienda digna con los derechos a la vida, integridad personal y mínimo vital en las 

víctimas de desplazamiento forzado por el conflicto armado 148 , que claramente 

vincularía el derecho a la alimentación. 

 

De esta manera se puede interpretar el derecho a la alimentación, como parte del 

mínimo vital que de no suplirse pone en riesgo la dignidad de las personas y que, muy 

seguramente, con posteriores desarrollos doctrinales, cada vez adquirirá mayor 

autonomía hasta reconocérsele su naturaleza matricial.  

 

8. Desplazamiento forzado en Colombia y el derecho a la alimentación 

                                                        
148 Ver, ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales. Supra nota, 129: 158 



  
 

 

En lo referente a la grave situación de desplazamiento forzado en Colombia a raíz del 

conflicto armado que posteriormente da origen a varias normas de importante 

trascendencia para el país, como la Ley 975 de 2005 y la 1448 de 2011, esta última 

objeto final de este escrito, y relacionadas con el contexto de paz y la situación de las 

víctimas, no focalizan el derecho a la alimentación de manera explícita en sus 

contenidos; a pesar de ello, la histórica sentencia T-025 de 2004 y siguientes 

pronunciamientos, sí.  Esta jurisprudencia retoma algunos de los estándares 

plasmados internacionalmente, que en suma pueden llenar de contenidos los vacíos de 

las normas citadas, vía opinio iuris y del bloque de constitucionalidad.  

En dicha sentencia, la Corte enuncia los derechos fundamentales de la población 

desplazada, ratifica los pronunciamientos en materia de los derechos de las víctimas y 

hace un análisis del incumplimiento sistemático del Estado frente a las mismas, 

obligándolo a responder articulada e integralmente desde las diferentes instancias del 

Estado, frente a ellas.   

Frente a la situación de la población desplazada, la Corte declara un Estado de Cosas 

Inconstitucional – ECI, en consideración a que, “las políticas públicas de atención a la 

población desplazada no han logrado contrarrestar el grave deterioro de las 

condiciones de vulnerabilidad de los desplazados, no han asegurado el goce efectivo 

de sus derechos constitucionales ni han favorecido la superación de las condiciones 

que ocasionan la violación de tales derechos.149 ” 

La sentencia en el punto 6.3.1., señaló la ausencia de indicadores y mecanismos de 

seguimiento y evaluación como uno de los problemas más protuberantes de la política 

de atención a la población desplazada, que impedía dar cumplimiento y continuidad a 

la política, así como “detectar errores y obstáculos de su diseño e implementación y 

(…) una corrección adecuada y oportuna de dichas fallas del cumplimiento de los 

objetivos fijados para cada componente de la atención a la población desplazada”. 

Reiterado este argumento en posteriores Autos (185 de 2004, 178 de 2005, 218 de 

2006, 266 de 2006).   

En respuesta a estos requerimientos al Gobierno Nacional remitió en octubre de 2006 

que obliga al Gobierno Nacional a realizar modificaciones en materia de Política 

Pública, e igualmente, a establecer criterios e indicadores de realización de derechos 

que permitan hacer monitoreo, seguimiento y evaluación en el cumplimiento de sus 

deberes, el derecho a la alimentación y algunos de sus estándares reconocidos en el 

PIDESC, adquieren fuerza vinculante, por lo menos para esta población, en la doctrina 

nacional e internacional de obligatoria referencia y cumplimiento.  

 

                                                        
149 Auto 116 de 2008 de seguimiento a la sentencia T-025 de 2004. Corte Constitucional. P.8 y ss. 
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(i) Indicadores de goce efectivo de derechos 

La Corte mediante Auto 337 de 2006, adoptó una metodología de trabajo e intercambio 

de documentos técnicos sobre el diseño y la aplicación de baterías de indicadores 

empleadas o diseñadas por distintas entidades, ante el rechazo de la propuesta del 

Gobierno Nacional de culminar este mandato a diciembre del año 2007.  Mediante el 

Auto 109 de 2007, la Corte adoptó los siguientes indicadores presentados por el 

Gobierno Nacional entre indicador de goce efectivo, indicador complementario e 

indicadores sectoriales asociados; luego de debatirlos con diferentes agentes públicos 

y privados, en cuanto a la violación de los derechos de la población desplazada. 

Los indicadores adoptados en este Auto son de vivienda, salud, educación. El cuarto 

indicador es de Alimentación y refiere específicamente las obligaciones de 

disponibilidad y acceso contemplados en el PIDESC y la Declaración de los Derechos 

del Niño, y algunos desarrollos logrados con las diferentes Observaciones Generales 

del Comité de Seguimiento al PIDESC (12, 15, 3, etc.), que brindan contenidos a las 

obligaciones del Estado en la materia, a favor de la población desplazada víctimas del 

conflicto:  

Tabla No. 6  

Contenidos del derecho a la alimentación según propuesta inicial indicadores de 

goce efectivo de derechos del Gobierno Nacional 



  
 

 

 

Fuente: Corte Constitucional. Auto 116 de 2008:4 

Se proponen otros indicadores relacionados con la disposición y el acceso al derecho a 

la alimentación,  como son la generación de ingresos,  identificación, denominado por 

la Corte identidad, y finalmente, indicadores de estabilización económica que los 

instrumentos internacionales lo denomina acceso económico, reconocidos como 

obligaciones que el Estado debe garantizar de forma inmediata o progresiva para 

garantizar el derecho a la alimentación.  

Frente a estos indicadores de goce efectivo, hubo rechazo por parte de la Corte e 

instancias intersectoriales, principalmente en cuanto a los derechos a la vida, a la 

integridad personal, libertad, seguridad, reparación, participación, reunificación familiar, 
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los cuales fueron replanteados por el Gobierno Nacional y mediante Auto 233 de 2007 

adoptaron otros indicadores principales, complementarios y sectoriales para los 

derechos a la vida, integridad y a la libertad propuestos por el Gobierno Nacional. 

Posteriormente, el Auto 233 de 2007, adopta otros indicadores principales, 

complementarios y sectoriales para los derechos a la vida, integridad, libertad 

propuestos por el Gobierno Nacional. No obstante este pronunciamiento, los vacíos 

persistieron para medir indicadores de resultado y demostrar avances, retrocesos, 

estancamiento en la superación del estado de cosas inconstitucional y en la garantía de 

goce efectivo de los derechos de la población en la etapa de prevención, asistencia 

inmediata, atención humanitaria y retorno, según la Corte, que están vinculados con el 

derecho a la alimentación en casos de imposibilidad de autosuficiencia, o para 

demostrar el goce efectivo de los derechos de los sujetos de especial protección 

constitucional. 

La Corte adoptó decisiones con base en la información presentada por ACNUR, la 

Comisión de Seguimiento, a quienes solicita presentar elementos de juicio suficientes y 

adecuados y significativos aplicando sus propios sistemas de indicadores sobre 

terreno; y con base en esta información y sus propios estudios, el Gobierno Nacional 

presenta una lista de indicadores en materia de prevención del desplazamiento, en lo 

que a subsistencia mínima, reunificación familiar, alimentación, generación de ingresos 

seguridad, retorno, participación, indicadores de coordinación nacional, territorial, 

respecta. 

Sobre el derecho a la alimentación se proponen algunos indicadores complementarios: 

-Total de hogares que disponen de alimentos aptos para el consumo y acceden a una 

cantidad suficiente de los mismos/hogares incluidos en el RUPD. En el indicador de 

subsistencia mínima el indicador de goce efectivo corresponde a que el hogar en 

situación de emergencia o vulnerabilidad extrema tiene cubiertas sus necesidades 

relacionadas con la subsistencia mínima; como indicador complementario proponen: 

hogares con carencias identificadas en cuanto a los componentes del mínimo vital 

atendidos por el Gobierno/Hogares que solicitan atención humanitaria. El indicador 

sectorial se plantea como Hogares atendidos con asistencia alimentaria. 

En esta  misma sesión (28 de febrero de 2008), la Comisión de Seguimiento a la 

Política Pública sobre Desplazamiento Forzado presenta su propia batería de 

indicadores para superar las falencias y vacíos señalados por la Corte Constitucional 

teniendo en cuenta el alcance y contenido de cada uno de los derechos, tanto a la luz 

del derecho internacional y nacional de los derechos humanos, cuyo objetivo lo 

sintetizan así: i) definir criterios para medir los indicadores adoptados por la Corte (p.e. 

vivienda digna, alimentación adecuada o ingresos adecuados); ii) proponer indicadores 



  
 

 

para algunos componentes esenciales de cada derecho; iii) proponer algunos 

indicadores para los derechos en los que aún no se han adoptado los mismos”. 

Tabla No. 7  

Contenidos del derecho a la alimentación según propuesta inicial indicadores de 

goce efectivo de derechos de la Comisión de Seguimiento 

 

 

Fuente: Corte Constitucional. Auto 116 de 2008 

La Comisión de Seguimiento introduce indicadores estructurales, complementarios y 

sectoriales para los diferentes derechos, incluido el derecho a la reparación, 

indemnización, satisfacción, igualdad para la reparación, enfoque diferencial: género, 

grupos étnicos,  
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Sobre el derecho a la alimentación la Comisión de Seguimiento planteó varios 

enfoques relacionados con el acceso y disponibilidad, pero también su integralidad con 

el derecho a la salud y a la seguridad alimentaria, relacionado con el tema de la 

sostenibilidad y la suficiencia. Plantea que la cercanía para el acceso al derecho a la 

alimentación, no debe ser en un tiempo igual o inferior a 15 minutos para ir y volver al 

sitio donde adquieren los alimentos, ampliando la propuesta del Gobierno Nacional.  

Finalmente, el enfoque 3 señalado en el gráfico, denominado aproximación a la 

realización del derecho a no padecer hambre, se refleja en el consumo de alimentos 

diarios y en las raciones y tiempos de consumo; además que, no sea obstaculizado por 

falta de alimentos o dinero, medidos por la percepción y queja de hambre de las 

familias, hogares en los que ninguna persona come menos de lo que desea por falta de 

alimento o tiempo.   

El Gobierno Nacional frente al indicador del derecho a la alimentación, manifiesta que 

el ICBF no cuenta con herramientas para medir los indicadores que se refiere al 

enfoque de situación nutricional de la población desplazada, pero que adelantará 

acciones para el diseño de herramientas que le permitan levantar esta información.  En 

cuanto al enfoque de seguridad alimentaria en el hogar, el ICBF señalan que el 

Gobierno, está elaborando conjuntamente con la Universidad de Antioquia y otras 

entidades, la Escala de Seguridad Alimentaria cuyos resultados le permitirán al 

gobierno conocer la inseguridad alimentaria de los hogares en condición de 

desplazamiento.150 

Como resultado de las sesiones técnicas de integración y revisión de las diferentes 

propuestas de baterías de indicadores,  el Gobierno Nacional propone: 

Tabla No. 8  

Contenidos del derecho a la alimentación según propuesta complementaria de 

indicadores de goce efectivo de derechos del Gobierno Nacional 

 

                                                        
150 Ibid: 38 



  
 

 

Fuente: Corte Constitucional. Auto 116 de 2008: 39 

La Comisión de Seguimiento en respuesta a las reuniones técnicas, mantiene 

inmodificable la propuesta presentada ante la Corte Constitucional, en materia del 

derecho a la alimentación y aclara indicadores para algunos derechos, principalmente 

en estabilización socioeconómica, derechos a la vida, integridad y libertad, derechos 

sexuales y reproductivos de las mujeres y hombres, derecho a la participación, nivel de 

ingresos (mínimo vital), reparación. 

Con relación al derecho a la alimentación, frente a la propuesta anterior, presenta 

algunas precisiones con relación a la atención alimentaria y la situación nutricional del 

hogar, integrando el enfoque 2 al 1 y al 3: 

Tabla No. 9 

Contenidos del derecho a la alimentación según propuesta complementaria 

indicadores de goce efectivo de derechos de la Comisión de Seguimiento 
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Fuente: Corte Constitucional. Auto 116 de 2009: 80 

Con posterioridad presenta la misma Comisión, unos ajustes sobre ciertos derechos, 

incluida el derecho a la alimentación de niños, niñas y jóvenes y poblaciones 

diferenciales por género, étnica, grupo etareo, etc. 

Tabla No. 10 

Contenidos del derecho a la alimentación según propuesta complementaria 

indicadores de goce efectivo de derechos de la Comisión de Seguimiento 

 



  
 

 

Fuente: Corte Constitucional. Auto 116 de 2008. 

Las organizaciones sociales presentan el enfoque transversal de género en la 

propuesta de indicadores151, solicitan desagregar los indicadores al derecho, según 

jefatura de hogar de los indicadores relacionados con la situación del consumo de 

alimentos. La Medición de la presencia de enfermedades y desnutrición en las mujeres 

jefas de hogar, de manera particular cuanto esta jefatura es monoparental, 

desagregación por sexo, edad y etnia de los indicadores relacionados con el derecho a 

no padecer hambre. 

La Corte opta por adoptar la propuesta del Gobierno complementada con la propuesta 

de la Comisión de Seguimiento, y deja en manos del Gobierno aplicar el criterio 

propuesto por algunas organizaciones sociales con relación al derecho. 

En cuanto a la ayuda humanitaria o de asistencia que cobija el derecho a la 

alimentación, la Corte afirma que esta debe ser proveída de manera permanente hasta 

que persista el hecho material del desplazamiento: “El estatus de desplazado no 

depende del tiempo sino de una condición material, dichos programas sólo pueden 

iniciarse cuando exista plena certeza de que el desplazado tienen satisfecho su 

derecho a la subsistencia mínima, al haber podido suplir sus necesidades más 

urgentes de alimentación, aseo personal, abastecimientos, utensilios de cocina, 

                                                        
151 SISMA MUJER. Ver, óp cit. supra nota 146: 56 
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atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en 

condiciones dignas, aspectos a los que apunta este componente de atención de 

acuerdo con lo estipulado en el artículo 15 de la Ley 387 de 1997.” 

Sobre el derecho a la subsistencia mínima que lleva implícito el cumplir las 

obligaciones alimentarias, el Gobierno y la Comisión de Seguimiento presentan 

indicadores que se complementan con relación a la situación de desplazamiento, la 

inclusión en el RUPD y recepción de ayuda humanitarita, como indicador de goce 

efectivo y complementarios, y otros sectoriales, como el número de hogares que 

reciben alojamiento, raciones alimentarias en el marco de la atención humanitaria 

inmediata, hogares que requirieron atención masiva en salud, urgencias, acceso a 

agua potable, alojamiento, alimentación por ayuda humanitaria, vestuario, etc. 

Difieren en el derecho a la generación de ingresos en que el Gobierno señala que debe 

superar la línea de indigencia y la Comisión de seguimiento, la línea de pobreza, hecho 

que afecta en mayor o menor grado el acceso a los alimentos de la población 

desplazada. La Corte establece dos indicadores, el primero para medir si se ha 

superado la línea de indigencia y el segundo de pobreza, el primero como meta de 

avance y el segundo final. 

La Corte señala que los indicadores adoptados por la Corte cobijan igual a toda la 

población desplazada y, por tanto, en cada indicador está implícita la obligación de 

respetar el principio de igualdad y la prohibición de tratos discriminatorios, sin perjuicio 

de las acciones afirmativas que se implementen para los sujetos especialmente 

vulnerables, en virtud del enfoque diferencial, ya que no se establecieron indicadores 

para población con características especiales o capacidades diferentes, ni para los 

adultos mayores. 

Finalmente adopta estos indicadores de aplicación inmediata sobre el derecho a la 

alimentación: 

Tabla No. 11  

Contenidos definitivos del derecho a la alimentación según propuesta 

indicadores de goce efectivo de derechos del Gobierno Nacional, aceptada por la 

Corte Constitucional 

 

 



  
 

 

 

Fuente: Auto 116 de 2008 de seguimiento a la ST-025 de 2004: 99 

A pesar de la expresa remisión que hace la Corte en este Auto al marco internacional 

del derecho a la alimentación, la dificultad que se encuentra en el fraccionamiento de 
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los derechos y su delimitación por la interdependencia y derivación de la dignidad 

misma, es casi imposible desligarlo de otros derechos de que trata el Auto, como el 

derecho a la salud, el derecho a la subsistencia mínima, el derecho a las medidas de 

satisfacción en cuanto a la verdad, justicia y reparación del modelo de justicia 

transicional y como víctimas del conflicto con la ley de víctimas y restitución de tierras 

que privilegian la restitución de tierras como la forma más adecuada de resarcir el daño 

a las víctimas, de que trata también este Auto.  

Lo anterior habla de la necesidad de brindar un enfoque mucho más integral, 

interrelacionado a la conexidad e interdependencia de los mismos que optimice 

esfuerzos y recursos del Estado a favor de las víctimas y que realmente conlleve a la 

superación de las condiciones de vulnerabilidad y del Estado de Cosas Inconstitucional, 

en la medida que los derechos no son sumas separadas de dignidad, sino que de 

manera integral componen una unidad y un sistema que hablan de ideales de la 

humanidad de manera integral, individual y colectiva. 

La Comisión de Seguimiento a la política pública sobre desplazamiento en el proceso 

nacional de verificación152, al realizar dos de las encuestas para constatar la realidad 

de la población a partir de este debate sobre los indicadores, encontró diferencias muy 

leves y poco favorables entre la situación de la población desplazada entre el año 2008 

y 2010.  

En cuando al derecho a la alimentación reportó que, el 65.2% de personas inscritas en 

el RUPD sufrió algún síntoma de insuficiencia alimentaria, y de la no inscrita, el 65,8%, 

que corresponde a  2,5 porcentuales y 4,0 puntos porcentuales del año 2008, sin que 

se evidencia un diferencia significativa entre la población inscrita y la no inscrita, frente 

al indicador de goce efectivo: “consumieron menos de lo que deseaban por falta de 

alimentos o dinero para acceder a los alimentos.”  

El patrón que se registra diferente tiene que ver con que son los hombres quienes 

padecen de insuficiencia alimentaria mayoritariamente en comparación con el año 

2008, con las mujeres de la población inscrita en el RUPD, ya que de la población no 

inscrita persiste el registro de mujeres con insuficiencia alimentaria. La población 

menos afectada es el grupo de niños y niñas de 0 a 4 años entre los dos años y para la 

no inscrita, en el grupo de adultos mayores. Pero para todos los grupos de edad 

registrados en el RUPD no se presentó mejora. 

En materia de seguridad alimentaria el porcentaje de población desplazada que se 

benefició de programas que entregan alimentos para preparar es bajo en comparación 

con el año 2008. En general los hogares con jefatura femenina y la población inscrita 

                                                        
152 Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado. Proceso Nacional de 
Verificación. CID Universidad Nacional. “El reto ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado. 
Garantizar la observancia de los derechos de la población desplazada II”  Bogotá. 2011: 136 y ss. 



  
 

 

en el RUPD obtuvieron mayor acceso.153 La población menor de 6 años marca una 

diferencia positiva en 2,0 para la población inscrita y 5,7 para la no inscrita; por el 

contrario disminuyó para los adultos mayores. 

Es así como la situación de desplazamiento forzado abrió la puerta para que la 

formalización y los contenidos del derecho a la alimentación se adoptaran por vía 

jurisprudencial,  en el ordenamiento colombiano, como referencia importante y 

precedente de la garantía y protección del derecho a la alimentación y el derecho 

humano a no sufrir hambre de la población desplazada. 

4. Ley de Víctimas y Restitución de Tierras 

 

a. Crecimiento económico del país y el derecho a la alimentación 

 

La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado154, 

explicita el fenómeno del conflicto armado y el desplazamiento orzado, afirmando que,  

“(…) el corazón del las tierras se encuentra en el corazón del fenómeno del 

desplazamiento forzado en Colombia”155.   

 

Lo anterior para sintetizar, en pocas palabras, la principal causa del conflicto en la que 

se centran todos los intereses en el país, “la tierra”.  Los  fenómenos como el 

narcotráfico, la agroindustria, la explotación de recursos minero energéticos, la 

ganadería extensiva y concentración de la tierra, la pobreza y miseria de las regiones, 

son y han sido causas interrelacionadas del conflicto, en las que la población y sus 

territorios son víctimas frente a la persecución y control territorial por parte de todos los 

actores (guerrilla, paramilitares, grupos armados reorganizados o postdesmovilizados – 

Águilas Negras, Rastrojos, ERPAC, etc., fuerza pública, empresas privadas y 

transnacionales, etc.).  

                                                        
153 Ibid: 150 
154 La Comisión de Seguimiento es una iniciativa de organizaciones y personalidades de la sociedad civil 
propuesta para hacer una contribución a la realización de los derechos de la población desplazada, creada 
desde el año 2005, posterior a la expedición de la sentencia T-025 de 2004, que la hizo parte del proceso de 
seguimiento a dicha sentencia de la Corte Constitucional.  
155 Comisión de Seguimiento a la política pública sobre desplazamiento forzado - CID. El Reto ante la tragedia 
humanitaria del desplazamiento forzado. Vol. 5. 2009. 
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El conflicto armado interno colombiano ha representado históricamente el 

desplazamiento forzado de más de 5 millones de personas en el país 156 

(correspondiente a dos o más veces la ciudad de Cali, o el 75% aproximadamente de la 

población de la ciudad de Bogotá), en contraposición a grandes paradojas 

macroeconómicas de crecimiento económico que ubica al país dentro de los cinco 

primeros de América Latina, luego de economías como las de Bolivia, Brasil y Chile, y 

por encima de México, Costa Rica y Ecuador157.  

 

Este crecimiento basado en una apertura económica con una gran demanda interna y 

disponibilidad de la inversión extranjera en los últimos seis años, concentra sus 

estrategias en la especulación de los 

servicios financieros, la exploración y 

explotación de los recursos minerales y el cultivo del agro para la producción de 

energía carburante: Petróleo, carbón, 

madera, gas natural, níquel, oro, plata, 

platino, esmeraldas, madera, producción de 

alimentos para biodiesel -cultivos de palma 

de cera, remolacha, soya, yuca, etc.; son 

hoy, productos de  primera línea de 

exportación que sustituyeron la producción 

de alimentos para el consumo y, otros, para 

la exportación. 

 

Este crecimiento, lastimosamente, no ha 

estado fundamentado en el fortalecimiento 

de capacidades de la industria colombiana, 

incluido el agro, sino que, por el contrario, 

ha rezagado la economía nacional.  Hecho 

preocupante frente a la satisfacción que el derecho a  la alimentación exige, bien sea, 

respetando o facilitando la producción de los propios alimentos para el consumo, o, a 

través, de los medios de producción que permitan acceder y disponer de los mismos  

                                                        
156 Consultoría para los Derechos Humanos. CODHES. “Boletín CODHES”. 2012:5. Este boletín registra 
5’288.206 de personas desplazadas de 1985 a 2011.  A 2011, el monitoreo arrojo “un total de 73 
desplazamientos masivos que incluyeron 29.521 personas obligadas a dejar sus hogares, por causa de los 
enfrentamientos entre los grupos armados al margen de la ley, de éstos contra la fuerza pública y, operaciones 
de erradicación de cultivos ilícitos. Los 5 departamentos más afectados fueron en su orden: Cauca (8.829 
personas en 31 desplazamientos), Córdoba (3.679 personas, en 10 desplazamientos), Nariño (4.735 personas, en 
10 desplazamientos), Antioquia (9.373 personas, en 6 desplazamientos), Chocó (994 personas en 6 
desplazamientos), Valle del Cauca (1.425 personas, en 4 desplazamientos)”. 
157 Consultoría Ernst & Young (E&Y) que mide qué tanto están globalizados los países según su economía. En: 
http://www.portafolio.co/economia/colombia-es-el-cuarto-pais-mas-globalizado-america-latina. 
(Consultado en: 08.31.12) 

Ilustración 2 

http://www.portafolio.co/economia/colombia-es-el-cuarto-pais-mas-globalizado-america-latina


  
 

 

 

Entre 2004 y 2010 se crearon en toda la economía dos millones de empleos, pero la 

fuerza laboral industrial permanente sólo aumentó el 2% y la participación del trabajo 

en el producto industrial no ha logrado superar el 9%. Si bien en 2007 cada peso 

invertido en activos fabriles produjo $1,62, en 2010 sólo alcanzó a $1,38. La utilización 

de la energía eléctrica en las fábricas apenas creció el 1% entre 2007 y 2010. En el 

sector primario, los cultivos agroindustriales como la caña de azúcar, palma de aceite, 

algodón, banano de exportación, etc. han crecido más del doble en su extensión 

respeto de los cultivos de subsistencia y alimenticios en los últimos años158.  

 

Vale la pena ejemplificar que el cultivo con mayor crecimiento en los últimos años 

recayó sobre la palma de aceite, como materia prima para biodiésel, el cual cubre 

339.270,5 has. De este total, se registra que el 4.282.748,22 has., se dedica a la 

producción tecnificada y dedicados a procesos industriales, como la caña de azúcar, 

palma de aceite, algodón, banano de exportación, etc., que corresponde a 73% del 

crecimiento, con relación al 37% de los cultivos de subsistencia, que aumentaron, pero 

en desproporción.159.Caso contrario se presenta con productos netamente agrícolas, 

como el café, cuya producción descendió del año 2002, al 2008, de 1’137.107 a 

869.157 has., mostrando una caída como los demás productos agrícolas de pan coger 

y alimenticios que en el último trimestre del año 2012, fue del 0,9%, similar al del 

mismo periodo en 2006 y 2009, e inferior al de 2010. En enero de 2012 persistió esta 

tendencia, y con ella la capacidad instalada a largo plazo del país.160 

La vertiginosa transformación en el uso del suelo, que ha traído este tipo de producción 

especialmente, en zonas de exuberante riqueza natural, en solo dos décadas (1990 a 

2009), ha sido exponencial poniendo en riesgo la producción agrícola de alimentos 

para el consumo y la sosteniblidad. Desde el año 1990 han sido otorgadas en 

concesión de 467.000 has., en 1990, a 8’444.000 de has. con corte al año 2009. Solo 

de julio a octubre de 2009, el número ascendió en 3’673.000 has., incluyendo títulos 

mineros concedidos en zonas de reserva, principalmente, páramos y zonas de 

bioprotección que se encuentran en la amazonia y pacífico colombiano161, hecho que 

ha llamado la atención principalmente de ecologistas y defensores de derechos 

humanos, a hacer un llamado sobre la necesidad de que la economía se cifre en 

términos humanos y, no solamente, monetarios.   

 

                                                        
158 Aurelio Suárez Montoya. Glosas al PIB de 2011. ¿Debe estar Colombia orgullosa del crecimiento económico 
del 5,9 en el 2011? En: “Mire y Lea. La otra opinión. Periodismo alternativo desde los municipios”. Marzo 29 de 
2012. En: http://revistamirelea.com/2012/03/ (consultado:15.08.12) 
159 Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio para la Población Desplazada. Extinta Acción  Social. 
“Unidades agrícolas familiares, tenencia de la tierra y abandono forzado en Colombia. 2010: 114-118. 
160 Ibid 
161 Instituto Nacional de Ingeniería y Minería.  Ingeominas: 2011 

http://revistamirelea.com/2012/03/
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Co-relacionando entonces los indicadores, las importaciones crecieron el 21,5% y las 

exportaciones el 11,4% 162 , bienes importados captan mercado interno que no se 

compensa con lo conquistado en los externos; por este motivo, exportaciones en 

textiles, cemento, energía eléctrica, alimentos y bebidas, productos de cuero y 

artesanías, han tenido un dinamismo fluctuante, sin considerar los resultados e 

impactos que provendrán del TLC en la materia que ya para el segundo semestre del 

año 2012, evidencia una caída de las exportaciones y aumento de importaciones de 

alimentos, que evidentemente son subsidiados por los países de origen, a diferencia de 

los producidos en el país, y que reflejan la realidad del cumplimiento de los 

compromisos adquiridos por Colombia en los Instrumentos internacionales en materia 

del derecho a la alimentación y constatan la desarmonía política y normativa sobre el 

derecho. 

El IGAC, por su parte caracterizó la tenencia de acuerdo con las extensiones de 

superficie poseídas, concluyendo que el 94% de los propietarios del país (3.346.445) 

es titular de sólo el 18,7% de la superficie (12.683.460 has.), equivalente a 2.411.399 

predios, cada uno con una extensión promedio inferior a 50 has. Mientras tanto, el 

1,4% de los propietarios (48.212) son titulares del 65,4% de la superficie (44.260.931 

has.) representada en 29.342 predios, cada uno con extensiones promedio superiores 

a las 200 has. Condiciendo nuevamente con la intensificación del fenómeno del 

desplazamiento desde 1996163. 

 

Frente a estos cambios de uso de suelo direccionado hacía la reprimarización de la 

economía,  la concentración de la tierra, la correlación con el fenómeno del despojo de 

tierras, la frágil presencia civil del Estado en los territorios, el fortalecimiento militar y el 

incremento de políticas de ayudas condicionadas, son el escenario en los que el 

derecho a la alimentación se encuentra; sin que exista aún una institucionalidad y 

gobernabilidad dirigida a su especial respeto, protección y realización. En este sentido, 

las obligaciones de disponibilidad, acceso, adecuada utilización biológica, así como, las 

obligaciones de cumplimiento inmediato y aquellas progresivas, no han sido asumidas 

en la política pública y su reglamentación en general de manera decidida estructural, ni 

específica y siguiendo los criterios y estándares internacionales para su debida 

realización. 

 

b. Fenómeno del despojo en Colombia y el derecho a la alimentación 

 

                                                        
162 Ibid. 
163 Cátedra Manuel Ancízar, Universidad Nacional de Colombia, Ingeniero Giovanny Martínez (Ingeniero 
Catastral y subdirector del IGAC,. En, El reto ante la Tragedia Humanitaria del Desplazamiento Forzado. Vol. 5. 
P. 2007: 41. 



  
 

 

Considerando que la tierra es por su vocación, la base de la producción de alimentos 

sanos y suficientes para miles de familias en el país, el fenómeno del despojo y 

abandono de las tierras en Colombia, es un tema obligado de estudio para abordar si 

los estándares de la doctrina constitucional internacional y nacional sobre el derecho a 

la alimentación en la ley de Víctimas y Restitución de Tierras, razón por la cual a 

continuación se efectúa una descripción del fenómeno. 

 

La relación directa entre el fenómeno del desplazamiento, el conflicto armado y la 

concentración de la tierra, es un hecho que ha sido objeto de diversos estudios164. De 

acuerdo con la Encuesta Nacional de Verificación 2008165, el 91,3% de los grupos 

familiares de población desplazada inscritos en el RUPD (Registro Único de Población 

Desplazada) manifiesta haber dejado abandonado 

algún tipo de bien (tierras, bienes raíces no rurales, 

animales, muebles, etc.) en sus municipios de 

expulsión. De estas, el 63% de los grupos familiares 

ha sido expulsado de zonas rurales y otro 21,4% de 

centros poblados, por lo cual el informe afirma que 

el 52,2% de los desplazados sufrió el despojo de 

sus tierras o fue forzado a dejarlas abandonadas en 

este contexto.  

 

Tanto el RUPD, hoy Registro Único de Víctimas, 

como el SIPOD (Sistema Nacional de Atención a 

Población Desplazada), y la Comisión de 

Seguimiento, coincidieron, si no en cifras, si en 

conclusiones, que el mayor actor provocador de 

desplazamiento fue el paramilitarismo, seguido por 

la FARC, el ELN, las bandas emergentes y la fuerza 

pública,166 ; a pesar de que las cifras de actores 

                                                        
164 Los informes de verificación de los años 2007 y 2008, señalan que entre los períodos comprendidos entre 

los años 2000 y 2002, periodo que representó la etapa con mayores picos de desplazamiento, confluyó 

directamente con los alcances del conflicto armado, concentración de la tierra, desplazamiento, la expansión 

paramilitar en los territorios, la ruptura de los diálogos de paz con las FARC, etc. Esta convergencia del 

desplazamiento, conflicto y concentración de la tierra, la adoptan otros estudios: Ibañez y Querubín, 

Alejandro Reyes, Absalón Machado, considerando el despojo como estrategias de guerra adoptadas por los 

diferentes grupos para desocupar el territorio, expandir sus áreas de control y apropiarse de las propiedades 

agrícolas.  
165 Encuesta Nacional de Verificación de los Derechos de la Población Desplazada, Julio – Agosto de 2007, CID- 
Universidad Nacional de Colombia. 2007: 38 y 2008. 
166 Ibidem. P.38 

Ilustración 3 
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perpetradores, distan hasta tres veces entre las presentadas por la Encuesta Nacional 

de verificación 2007 y 2010, de las del RUPD y SIPOD167. 

La coincidencia en cifras de despojo y abandono difieren entre una y otra fuente. La 

extinta Acción Social a través del Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la 

Población Desplazada extrajo información 1994-2005, de los registros de población 

desplazada (RUPD) y el Registro único de Protección de Tierras Abandonadas 

(RUPTA) y formularios diligenciados en el proceso, identificando 270.680 predios que 

suman 6.556.978 hs. a los cuales se suman 1.5 millones más con base en los 

formularios anteriores al año 2004, para un total de 8.056.978 hs. abandonadas por 

desplazamiento forzado, equivalentes a 280.000 predios, es decir, al 10% del total de 

predios que conforman la base catastral del país, con un aproximado de 360.000 casos 

de posible despojo (Acción Social, 2011)168  

De acuerdo con el PPTPD, en 1080 municipios se registran casos de abandono y 

posible despojo de tierras. De acuerdo con el mapa, 78 municipios son los más 

afectados con 150.806 casos (53%), 486 municipios registran 56.219 predios (20%), 

256 municipios registran 58.502 (21%), 665 municipios presentan 18.648 predios 

afectados (6%). 

Los estudios anteriormente referidos, han hecho esfuerzos para identificar y triangular 

variables relacionadas entre desplazamiento forzado, conflicto armado y despojo, 

estimando que el número de hectáreas abandonadas es de 1,2 millones de has., según 

Ibáñez, Moya y Velásquez, de 10,0 millones, de acuerdo con el Movimiento Nacional 

de Víctimas, y según la extinta Acción Social resultan superiores a un 36% al promedio 

de los estimativos realizados 169 .   En el cuadro realizado por la Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, se hace un 

comparativo de tierras despojadas, las cuales han utilizado diferentes indicadores que 

hacen difícil establecer una línea de base 

                                                        
167 Unidades Agrícolas Familiares, tenencia y abandono de tierras en Colombia. Acción Social – PPTD. 
Ediciones INDEPAZ, diciembre de 2010. 
168 Presentación realizada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través del PPTD. MAPP – OEA. 
Diciembre de 2011.  
168III Encuesta Nacional de Verificación de los Derechos de la Población desplazada. El Reto ante la Tragedia 
Humanitaria del Desplazamiento Forzado. Vol. 5.. Comisión de Seguimiento y CID – Universidad Nacional. 
Julio- Agosto de 2010: 39. 
 
 



  
 

 

Fuente: Estimativo de has. abandonadas Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre 

Desplazamiento Forzado. Vol. 5. 2010:45 
 

La Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado, 

plantea unos promedios similares a los publicados por el Movimiento Nacional de 

Víctimas, que estima en una proporción de 10,8 has de la superficie agropecuaria del 

país, tanto de los registrados en el RUPD como los no registrados.170  Los grupos de 

familias más afectados son los que los pequeños propietarios resultaron ser los más 

afectados en la Región Andina y la Costa Atlántica, mientras que los más perjudicados 

en áreas de mayor tamaño se registran en Amazonía, Orinoquía y Chocó. 

 

La Encuesta Nacional de Verificación 2008,171 señala que, entre los años de 1984 y 

2003, se incrementa la concentración de la tierra en pocos propietarios. Aumenta del 

85,1 al 86,3% la proporción de propietarios que poseían predios con un tamaño inferior 

a 20 has., mientras que el porcentaje de la superficie de dichos predios con respecto al 

área total disminuye del 14,6% al 8,8%.  En segundo lugar, el porcentaje de la 

superficie de predios de más de 500 has. que pertenecían al 0,4% de los propietarios 

se eleva del 32,7% en 1984, al 62,6% en el 2003, fenómeno que se intensificó desde el 

año 1996, afirma la ENV, incrementándose en 18 puntos.  

 

La ENV 2010, registra que, “(…) en 9% de los casos se presentaron, compras masivas 

de tierras, en 10% se propusieron o realizaron proyectos económicos de gran 

envergadura, como minería, obras públicas, actividades petroleras; en 8,5% la siembra 

de nuevos productos como palma, yuca, caña, caucho, y, sobre todo, cómo esta 

                                                        
170 Se toma como metodología la identificación de personas en situación de desplazamiento registradas en el 
RUPD y las no registradas, tomando los grupos familiares y los promedio s de áreas usurpadas o forzadas a 
dejar en abandono por grupo familiar, multiplicado por el total de número de grupo familiar de población 
desplazada. 
171 Según, Salgado, “Propuestas frente a las restricciones estructurales y políticas para la reparación efectiva de 
las tierras perdidas por la población desplazada” 2008. 
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violencia está cruzada por actividades de siembra de cultivos de uso ilícito (27%) o de 

comercio y transporte de esas mismas sustancias (24%)”172. 

 

 

 
 

Fuente: III Encuesta Nacional de Verificación de los derechos de la Población desplazada. Julio – Agosto 
de 2010. Comisión de Seguimiento y CID. 

 
 

El área total dejada de cultivar por la población desplazada ascendería a 1.118.401 

has., a lo largo de 11 años de desplazamiento contemplados en la II ENV 2008, con un 

promedio de 101.673  has. cultivadas despojadas o forzadas a dejar en abandono por 

año.  

 

La afectación a la población con los desplazamientos ha sido multidimensional, por 

cuanto, el orden político, jurídico, económico, cultural, comunitario, familiar, individual 

de las poblaciones y su relación especial por su cultura e identidad con los territorios es 

arrancada violentamente por los mencionados intereses. Estas afectaciones truncan 

estructuralmente proyectos de vida de familias, pero también, de los órdenes sociales y 

productivos frente a los cuales las comunidades no han sido preparadas para asumir 

otro, generalmente urbano, y que representa para el país, una pérdida de su capacidad 

estructural de producción centrada en la producción de alimentos, protegida por la 

Constitución Nacional, no por casualidad, sino que en ella, en la tierra, se encuentra un 

potencial de verdadera riqueza en producción sana y enriquecida de alimentos diversos 

para el país y el mundo. 

 

La ENV 2010, señala que el 55,5% de los grupos familiares tenía tierras y el 94% de 

ellos se vio obligado a abandonarlas. La proporción de familias que tenían animales 

                                                        
172 III Encuesta Nacional de Verificación de los Derechos de la Población desplazada. “El Reto ante la Tragedia 
Humanitaria del Desplazamiento Forzado”. Comisión de Seguimiento y CID – Universidad Nacional. Vol. 5. 
Julio – Agosto de 2010: 39 
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llegaba al 78,9% y el 92,4% de ellas fue despojada de ellos, o los abandonó 

forzadamente como consecuencia del desplazamiento forzado. No necesariamente la 

población desplazada campesina con animales y cultivos eran propietarios o 

poseedores de tierras, estas encuestas demuestran que hubo mayores pérdidas en los 

segundos (ganado, porcinos, aves, peces, equinos, ovejas, gallinas y cultivos) que en, 

en si, propiamente tierras.  Es necesario anotar que el sustento de estas familias se 

hace a partir de los derivados de estos animales y cultivos, por lo que de pasar de una 

economía de pan coger, deben pasar a una de oferta y demanda de estos mismos 

servicios, perdiendo su ración energética diaria, su forma de producción y comercio de 

bienes que sustentaba su hogar, despojo que se presenta, no solo de sus tierras, su 

forma de ingresos y estilo de vida, hábitat, identidad y cultura, inhabilitados de la noche 

a la mañana para producir y para vivir. 

 

Del 67,2% de los grupos familiares que señalaron ser propietarios de estos bienes, solo 

el 20,2% cuenta con escritura pública registrada.  El 7,6% cuenta con un título de 

adjudicación de territorios colectivos.  El porcentaje de propietarios con respaldo 

jurídico formal sobre su propiedad se reduce al 27,8% de los casos de donde se deriva 

una amenaza contra esta población, en el sentido de favorecer el despojo, concluyendo 

la ENV 2010, que solo el 18,7% de la población desplazada total puede catalogarse 

como propietaria formal de la tierra, para grupos familiares registrados en el RUPD, que 

comparativamente es mayor con los no registrados en el RUPD en un 22,6%. 

 

En lo que se refiere a las formas de tenencia el 67,2% del total de los grupos familiares 

que entrevistó la ENV 2010, era propietario; el 6,2% poseedor, el 5,2% usufructuario, el 

3,5% ocupante de hecho, el 2,9% ocupante de baldíos y un 13% registra otro tipo de 

tenencia 173. 

 

Es importante reiterar que la mayoría de población desplazada corresponde al grueso 

de población rural, campesina, indígena, afro, dedicada a labores del campo, según la 

ENV 2008, el área total dejada de cultivar por la población desplazada ascendería a 

1.118.401 has. a lo largo de los once años de desplazamiento que contempla el 

estudio, con un promedio de 101.673 has. cultivadas despojadas o abandonadas 

forzosamente por año.  La primera cifra representa un 25% del área cultivada en el 

país, y la segunda 2,3%.  Por tanto el dinamismo del sector agropecuario coincide con 

la disminución de la producción agrícola, que explican según el informe, la disminución 

del PIB en este sector.174  

 

                                                        
173 Ibid: 53 
174 Ibid: 60 
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Otro aspecto que vale la pena resaltar corresponde a lo que este informe de la extita 

Acción Social, denomina el ingreso agropecuario, referido al obtenido por el trabajo de 

la familia en tierras propias o ajenas, y no incluye el derivado del jornaleo agrícola en 

una unidad agrícola campesina.  De acuerdo con los datos, “los grupos familiares que 

percibían ingresos agropecuarios registraba un ingreso familiar promedio superior  en 

49% a la línea de pobreza”, aspecto que el informe señala como trascendental en este 

estudio.  Señala, a su vez que, aquellos grupos que no disponían de este tipo de 

recursos, “no sólo contaban con un ingreso familiar promedio inferior en 54% a la línea 

de pobreza, sino que se encontraban también por debajo de la línea de indigencia”.  

 

Este aspecto permite concluir que el estilo de vida campesina contiene una integralidad 

de aspectos que hace que el desarraigo acarree pérdidas, no solo para los campesinos 

y sus familias, sino que también para la producción de alimentos sanos y suficientes 

para su sustento y su entorno y, por tanto, un detrimento en su economía y la 

economía agrícola del regional y del país. En este sentido el informe ENV 2008 

constata: “La alta proporción de los grupos familiares desplazados tenían 

mayoritariamente una economía basada directamente en el trabajo de la tierra y la 

explotación de recursos naturales.  En otras palabras, eran básicamente campesinos y 

su organización económica les garantizaba ingresos sustancialmente mayores a los 

que perciben actualmente”. 

 

Con el cambio drástico del campo a la ciudad, las personas víctimas del 

desplazamiento, perdieron, no solo, sus niveles de ingreso, condenando a un 

importante grupo de la economía del país, que hacen operativa la verdadera vocación 

de los campos, en grupos de familias pobres e indigentes en la mayoría de casos, en 

desmedro del derecho a la alimentación y de todos los demás derechos. Las 

capacidades adquiridas durante la vida, por estas poblaciones, su entorno, cultura, 

relaciones, estaban tejidas alrededor del agro, realidad que les privó de la posibilidad 

de ejercer libremente sus proyectos ancestrales para los cuales fueron formados, no 

necesariamente, desde la escuela, pero sí, desde la tradición y el conocimiento oral, 

que se acerca mucho más a una forma de producción de conocimiento propio de 

nuestras culturas, no proveniente del modelo científico, pero en sí, mucho más valioso, 

por cuanto responde a la satisfacción de necesidades vitales como la alimentación y a 

no sufrir hambre, de los grupos humanos, alrededor de la tierra y los territorios, en los 

cuales tejieron su vida.  

 

Entonces, las personas pasan de un modo de vida implícitamente integrado a sus 

territorios a uno determinado por la oferta y la demanda del mercado laboral de la 

ciudad, que empieza por pedir títulos para el trabajo, estratificación marcada para los 

servicios, destrezas y habilidades opuestas y el cubrimiento de necesidades vitales se 



  
 

 

intermedia a diferencia de la Unidad Agrícola Familiar, a los servicios y productos que 

se adquieren del mercado.  Desarrollar actividades rentables por cuenta propia se hace 

casi imposible, el proyecto de vida, el libre desarrollo de la personalidad, se restringe, 

frente a políticas y reglamentaciones que no atienden la realidad en la ciudad, sino a 

homogenizar la población para el consumo175.  

 

Este es el contexto de aplicación de la ley de víctimas y restitución de tierras que 

realmente constituyen un reto para el país, en hacer de este proceso una posibilidad de 

realizar una reforma agraria transformadora, más allá del reconocimiento individual de 

las víctimas y las violaciones a los derechos humanos, que intentarían saldar la deuda 

social que el Estado y la sociedad tiene con las víctimas del conflicto y con el agro 

colombiano. 

c.  Ley 1448 de 2011 

La ley de víctimas y restitución de tierras objeto final de este análisis se abordará 

identificando los principales contenidos a través de los cuales el Gobierno Colombiano 

pretende realizar los derechos a la reparación integral a las víctimas y el desarrollo en 

lo que al derecho a la alimentación se hace dentro de la misma. 

Frente a la perplejidad y complejidad del fenómeno de la violencia y la 

desterritorialización de esta población víctimas, provocado por el conflicto armado 

interno colombiano, el Gobierno Nacional en cumplimiento de sus obligaciones, abre 

una posibilidad a través del proceso de Justicia Transicional y de la Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras - Ley 1448 de 2011, de dictar medidas de atención, asistencia y 

reparación a víctimas del conflicto armado interno colombiano, incorporando, de 

manera especial, al sistema estatal, un programa de restitución de tierras que busca 

resarcir y restituir a su estado anterior de cosas a las personas víctimas de la violencia 

que han sufrido este desprendimiento violento de sus territorios, fruto de un gran 

proceso intersectorial de incidencia nacional e internacional a favor de las víctimas. 

Es importante resaltar que el espíritu de la norma es reconocer la calidad de víctima de 

las poblaciones a quienes se les ha infringido sus derechos, a partir del año 1985, y 

realizar un proceso sistemático de reparación a las mismas desde el año 1991. 

 “Es pertinente destacar que la  restitución constituye forma preferente para la 

reparación a las víctimas que han sido despojadas o se les han usurpados sus bienes. 

Sin embargo, el Estado debe facilitar a esta población mecanismos alternativos a la 

restitución, cuando esta sea imposible o pueda ser factor de revictimización, tales como 

                                                        
175 Ibid: 67, 68. 
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compensación o indemnización por los daños causados176 y asegurar las garantías de 

no repetición177”, señala la extinta Comisión de Conciliación y Reparación Nacional. 

Manifestando además, con relación al derecho al retorno y al restablecimiento, que el 

mínimo al cual están obligadas las autoridades consiste en, “(i) no aplicar medidas de 

coerción para forzar a las personas a que vuelvan a su lugar de origen o a que se 

restablezcan en otro sitio, (ii) no impedir que las personas desplazadas retornen a su 

lugar de residencia habitual o se restablezcan en otro punto; (iii) proveer la información 

necesaria sobre las condiciones de seguridad existentes en el lugar de retorno, así 

como el compromiso en materia de seguridad y asistencia socioeconómica que el 

Estado asumirá para garantizar un retorno seguro y en condiciones dignas; (iv) 

abstenerse de promover el retorno o el restablecimiento cuando tal decisión implique 

exponer a los desplazados a un riesgo para su vida o integridad personal y (v) proveer 

el apoyo necesario para que el retorno se efectúe en condiciones de seguridad y los 

que regresen puedan generar ingresos para subsistir autónomamente”.178 

 

El Estado colombiano consideró en consonancia con los instrumentos internacionales 

Principios Dheng y Phineiro, que la figura de la restitución de tierras es la forma 

preferente de reparación a las víctimas, en consideración a que a través de ella las 

personas recobran su autonomía, en tanto es a través de la tierra en la que labran su 

sustento, producen, intercambian y viven.   

 

Vale la pena anticipar que la norma como tal no desarrolla contenidos en la lógica de 

los estándares internacionales, ni nacionales del derecho a la alimentación y que obliga 

correlacionar con los indicadores de goce efectivo de derecho establecidos por la Corte 

Constitucional en el 2008 en materia de este derecho, ya referidos  con anterioridad y 

que podrían llenar de contenidos el derecho vía jurisdiccional, pero también vía 

administrativa, ya que el Plan de Desarrollo Prosperidad Para Todos, señala que 

establecerá indicadores de superación de vulnerabilidad con base en los de la Corte 

Constitucional, por tanto, se esperaría motu proprio o vía seguimiento de la Corte e 

incidencia de las organizaciones, que la batería de indicadores establecida por la Corte 

en el Auto 116 de 2008, adquiera pleno vigor, monitoreo, seguimiento y control, 

complementado además, por el ejercicio de los operadores jurídicos y defensores de 

derechos humanos.  

 

                                                        
176

 Consejo Económico y Social. Comisión de Derechos Humanos. Subcomisión de Promoción y Protección de los 

Derechos Humanos. Derechos económicos, sociales y culturales. Restitución de viviendas y de patrimonio con 

motivo del regreso de los refugiados y desplazados  internos. Informe definitivo del relator especial, Sr. Paulo 

Sergio Pinheiro. “Principios sobre la restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas 

desplazadas”. 2005 
177 Comité Técnico. Comisión Nacional de Reparación y Conciliación. “Estructura y Componentes. Programa de 
Restitución de Tierras. Plenaria 16. 2008: 5 
178 Ibid. 



  
 

 

No obstante lo anterior, se teme que, los indicadores a los que se refiere la norma, 

tengan que ver solamente con la superación de indigencia y posterior, pobreza como 

indicador de seguimiento, según señala la Corte, que difícilmente evalúa la integralidad 

de los proyectos de vida de la población en el campo, por ejemplo en materia del 

derecho a la alimentación. La norma señala además, existirán medidas post-restitución, 

que garanticen un retorno o reubicación voluntaria en condiciones de sostenibilidad, 

seguridad y dignidad. No hay claridad sobre esas medidas en los contenidos de la 

norma, privilegiando la seguridad jurídica de tenencia de los predios despojados, 

mucho más que el entorno para el desarrollo de los proyectos de vida; y considerando 

que un grupo amplio de población no quiere retornar, la vocación agrícola de estas 

comunidades se perderá. 

A pesar de que el artículo 206 establece la obligación para el Gobierno Nacional a 

través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, de presentar en un término de 6 

meses, la iniciativa que regule el desarrollo rural del país, donde se prioricen las 

víctimas del despojo y abandono forzado, en el acceso a créditos, asistencia técnica, 

adecuación predial, programas de comercialización de productos, que contribuya a la 

reparación de las víctimas. Por ahora, el Departamento para la Prosperidad Social, 

estableció unas rutas de estabilización de las familias en sus retornos, a través del 

programa familias en acción, también de carácter asistencial y programa bandera de 

los últimos gobiernos.179 

A continuación se analiza sintéticamente, los principales contenidos a los que puede 

referirse la norma con relación al derecho a la alimentación, para concluir con las 

principales obligaciones establecidas internacional y nacionalmente sobre el mismo y 

correlacionarlas con el contenido de la lay 1448 de 2011, a través de la propuesta de 

síntesis contenida en el cuadro xxx: 

 

1.  Medidas de atención y asistencia y ayuda humanitaria para las 

víctimas 

La norma en su título 3, capítulo I, artículo 47, prevé la entrega de ayuda humanitaria 

para que las víctimas puedan sobrellevar las necesidades básicas e inminentes que 

surgen tras la vulneración de sus derechos resultado del hecho victimizante, con el 

objetivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus necesidades de alimentación, aseo 

personal, manejo de abastecimiento, utensilios de cocina, atención médica y 

psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en 

condiciones dignas, y con enfoque diferencial, en el momento de la violación de los 

derechos y desde que las autoridades tengan conocimiento de la misma. 

                                                        
179  Departamento para la Prosperidad Social. Recuperado en: 
http://www.dps.gov.co/contenido/contenido.aspx?conID=6870&catID=127. (Consultado 10.03.12) 

http://www.dps.gov.co/contenido/contenido.aspx?conID=6870&catID=127
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Esta ayuda está a cargo de la Unidad Administrativa Especial de Atención y 

Reparación a Víctimas y el ICBF subsidiariamente, quienes deben prestar alojamiento y 

alimentación “transitoria” en condiciones dignas y de manera inmediata 

Como la norma lo indica esta ayuda es transitoria y de carácter asistencial para evitar 

como lo enuncia la Corte que el “individuo sucumba ante su propia impotencia”180. Esta 

ayuda es el primer paso en busca de la reparación de las víctimas, que no representa 

aún la realización y goce efectivo del derecho a la alimentación violado en primera 

medida junto con el derecho a la vida, tras el desplazamiento. 

Las medidas de asistencia la define en su artículo 49, como el conjunto integrado de 

medidas, programas y recursos de orden público, económico, social, fiscal, a cargo del 

Estado, orientado a restablecer la vigencia de los derechos de las víctimas, brindarles 

condiciones dignas para llevar una vida digna y garantizar su incorporación a la vida 

social, económica y política. Y las medidas de atención como la acción de dar 

información, orientación y acompañamiento jurídico y psicosocial a la víctima, con 

miras a facilitar el acceso y cualificar el ejercicio de los derechos a la verdad, la justicia 

y la reparación.  A pesar de esta noble intención, la estabilización no se acompaña 

claramente de acciones suficientes que permitan la autonomía de las poblaciones, 

diferentes a las ayudas asistenciales, las cuales se privilegian a lo largo de la norma. 

Con estas medidas el Gobierno busca iniciar un proceso de estabilización con miras a 

facilitar adoptar acciones en materia de educación y salud (admisión y atención de las 

víctimas por parte de las IPS) de carácter obligatorio e inmediato, la salud sin costos 

asistencial. 

En el artículo 62, establece unas fases de atención humanitaria, como atención 

inmediata que se entrega a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas 

y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren albergue 

temporal y asistencia alimentaria. Ayuda que será suministrada por la entidad territorial 

del nivel municipal receptora de la población en situación de desplazamiento de forma 

inmediata hasta que se realice el registro en el Registro Único de Víctimas, una vez sea 

declarado el hecho que genera desplazamiento y dentro de los 3 meses posteriores. 

La ayuda que establece la norma es humanitaria, de carácter asistencial y temporal en 

materia del derecho a la alimentación. 

El artículo 64 señala la Atención Humanitaria de Emergencia, que obtienen las 

personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto 

administrativo que las incluye en el RUV, de acuerdo con el grado de necesidad y 

urgencia respecto de su subsistencia mínima. Ésta es entregada por la Agencia 

                                                        
180 Sentencia T-025 de 2003 



  
 

 

Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, hoy la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

La Atención Humanitaria de Transición, señala el artículo 65 se refiere a la ayuda 

entregada a la población desplazada e incluida en el RUV que aún no cuenta con 

elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero que no presenta las 

características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios a la Ayuda de 

Emergencia. 

Por su parte en materia de retornos y reubicaciones, el artículo 66 refiere que el Estado 

diseñará esquemas especiales de acompañamiento con el propósito de garantizar la 

atención integral a  las personas víctimas de desplazamiento forzado que deciden 

voluntariamente retornar o reubicarse, bajo condiciones de seguridad favorables, 

quienes procuraran permanecer en el sitio que hayan elegido para que el Estado brinde 

esta garantía. Indica la norma que, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, deberá adelantar las acciones ante las distintas 

entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas 

para garantizar la efectiva atención integral a la población retornada o reubicada 

especialmente en los derechos mínimos a la identificación (Registraduría Nacional del 

Estado Civil), salud (Ministerio de Protección Social), educación (Ministerio de 

Educación Nacional), Vivienda, (Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 

Territorial), cuando se trate de vivienda rural (Ministerio de Agricultura) y orientación 

ocupacional (SENA). 

El artículo 67, establece la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad 

manifiesta, ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento, cuando la persona 

víctima a través de sus propios medios  de programas establecidos por el Gobierno 

Nacional, alcance el goce efectivo de sus derechos. Para lo cual, dice la norma, 

accederá a componentes de atención integral referida al artículo 60, que tienen que ver 

con la asistencia humanitaria y atención en sus diferentes fases, que brindan apoyo 

pero no autonomía para la producción de alimentos, ni acceso a los mismos con 

fortalecimiento de capacidades en nuevos entornos inhóspitos como la ciudad. 

Indica además, que el Estado establecerá los criterios para determinar la cesación de 

la situación de vulnerabilidad y debilidad manifiesta a causa del desplazamiento, según 

los indicadores de goce efectivo que estableció la Corte, es decir, relacionados con 

índices de pobreza e indigencia, las cuales serán evaluadas por la Unidad 

Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los Alcaldes 

municipales o distritales del lugar donde residen las personas en situación de 

desplazamiento. 

Estos artículos evidencian que el Estado realizará una serie de acciones que 

garanticen una ayuda y asistencia humanitaria, sin que con ello se restablezca aún la 
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condición de sujeto de derechos para la autosuficiencia y sostenibilidad acorde con las 

capacidades de la población desplazada, en su mayoría campesina que le brinde 

acceso y disponibilidad sostenible a los alimentos sanos, necesarios y suficientes para 

vivir, y que cree, proteja y garantice los entornos adecuados para su desarrollo, por lo 

que son medidas paliativas mientras se logra superar la denominada condición de 

vulnerabilidad. 

2. Medidas de reparación integral de las víctimas 

El artículo 69 consagra medidas de reparación que propendan por la restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en su dimensión 

individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

Establece el artículo 72, que las acciones de reparación son: la restitución jurídica y 

material del inmueble despojado.  En subsidio, procederá, en su orden, la restitución 

por equivalente o el reconocimiento de una compensación.  En caso de 

imposibilidad de retornar al mismo territorio, el Estado ofrecerá alternativas de 

restitución por equivalentes para acceder a terrenos de similares características y 

condiciones en otra ubicación, previa consulta con el afectado.  

Si son bienes baldíos, procede la adjudicación del derecho de propiedad del baldío 

a favor de la persona que venía ejerciendo su explotación económica, si durante el 

despojo o abandono se cumplieron las condiciones para la adjudicación. 

La compensación procede cuando en el evento en que no sea posible ninguna de las 

formas de restitución. 

El artículo 73 señala en los numerales 1, que el Estado acompañará la restitución de 

medidas post-restitución, así como en el numeral 4 establece el derecho de las 

víctimas a un retorno o reubicación voluntaria en condiciones de sostenibilidad, 

seguridad y dignidad.  Lo que significaría que las personas restituidas tendrán el apoyo 

necesario para regresar a sus medios de producción y subsistencia originarios o 

alternativos para el acceso y la disposición de alimentos para si y para la familia. 

Establece el numeral 8, una prevalencia constitucional, relacionada con los derechos 

de las víctimas del despojo y abandono forzado que tengan vínculo especial 

constitucionalmente protegido, con los bienes que fueron despejados, en especial los 

que tienen vínculo con la tierra. 

La norma establece una serie de presunciones a favor de la víctima con el fin de que 

sean realmente restituidos, tanto de derecho como legales con relación a contratos, 

actos administrativos y providencias, celebrados ilícitamente, inversión de la carga de 

la prueba con el fin de restablecer rápidamente el derecho. Igualmente señala la 

importancia de tener como criterio procesal y con el fin de procurar los retornos de 



  
 

 

carácter colectivo de manera integral, acumular procesos y así devolver los territorios a 

las víctimas. 

En otro sentido, el artículo 99 establece que en caso de que existan proyectos 

agroindustriales productivos en los que se pruebe la buena fe, podrá celebrarse y 

autorizarse contratos entre los beneficiarios sobre la base del reconocimiento del 

derecho de dominio del restituido o restituidos, sino se prueba la buena fe, el proyecto 

productivo se entregará a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 

de Tierras Despojadas para que lo explote a través de terceros y lo explote para 

programas de reparación colectiva para víctimas en las vecindades incluyendo al 

beneficiario de la restitución.  El artículo 105, numeral 10, y 121, señala mecanismos 

reparativos en relación con los pasivos, que la Unidad Administrativa especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, creará y administrará programas de 

subsidios a favor de los restituidos o de quienes se les formalicen los predios para la 

cancelación de impuestos territoriales y nacionales relacionados directamente con los 

predios restituidos, así como de cartera morosa de servicios públicos domiciliarios. 

El artículo 114, brinda una atención preferencial para las mujeres en los trámites 

administrativos y judiciales del proceso de restitución, garantizando aparentemente el 

refuerzo de protección diferencial para las mujeres con acceso preferencial a 

usufructuar sus bienes, y a servicios de crédito, adjudicación de tierras, garantía, 

seguridad social, educación, capacitación y recreación, subsidio familiar, planes y 

programas de reforestación, etc. 

En cuanto a la restitución de vivienda, el artículo 123 señala que las víctimas cuyas 

viviendas hayan sido afectadas por despojo, abandono, perdida o menoscabo, tienen 

prioridad y acceso preferente a proyectos de vivienda en las modalidades de 

mejoramiento, construcción de sitio propios, adquisición de vivienda, sin perjuicio de 

que el victimario sea condenado a la construcción, reconstrucción o indemnización. 

Podrán acceder a subsidio de vivienda, teniendo en cuenta principalmente a las 

personas que se encuentran en situación de debilidad manifiesta (mujeres cabeza de 

familia, adultos mayores desplazados y población discapacitada). 

El artículo 130, señala que el SENA dará prioridad y facilidad para el acceso a jóvenes 

y adultos víctimas para su formación y capacitación técnica. Y establece 6 meses 

posteriores a la promulgación de la ley para que a través de los Ministerios de 

Protección Social y el SENA diseñen programas y proyectos especiales para la 

generación de empleo rural y urbano con el fin de apoyar el autosostenimiento de las 

víctimas a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral de las 

Víctimas. 

La reparación por vía administrativa a las víctimas constituye un mecanismo 

sustituto para que por un procedimiento abreviado, las víctimas sean reparadas 
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administrativamente, bajo ciertos rangos y montos entregados a las víctimas a manera 

de indemnización. Dependiendo del hecho victimizante, que indica el artículo 132, debe 

contribuir a superar el estado de vulnerabilidad en que se encuentra la víctima y el 

núcleo familiar, que corresponde a un contrato de transacción que incluye 

voluntariamente todas las sumas  que debe reconocerle por concepto de su 

victimización para precaver procesos judiciales, o litigios pendientes.  

Dichas indemnizaciones se entregarán como subsidio integral de tierras, permuta de 

predios, adquisición y adjudicación de tierras, adjudicación y titulación de baldíos para 

población desplazada, subsidio de vivienda de Interés Social Rural, en la modalidad de 

mejoramiento de vivienda, y saneamiento básico, Subsidio de Vivienda de Interés 

Social Urbano en las modalidades de adquisición, mejoramiento o construcción de 

vivienda nueva. El Estado acompañará, según el artículo 134, con un programa de 

inversión adecuada orientado a la formación técnica o profesional para las víctimas o 

los hijos de estas, la creación o fortalecimiento de empresas productivas o activos 

productivos, la adquisición o mejoramiento de vivienda nueva o usada, adquisición de 

inmuebles rurales.  

El  artículo 135,  habla de las medidas de rehabilitación, como medio de reparación que 

consiste en el conjunto de estrategias, planes, programas y acciones de carácter 

jurídico, médico, psicológico y social, dirigidos al restablecimiento de las condiciones 

físicas y psicosociales de las víctimas individuales y colectivas. Opera de manera 

transversal al proceso de restitución y busca superar duelos, perdidas de identidad, 

desterritorialización que les permita a las víctimas desempeñarse en su entorno 

familiar, cultural, laboral y social y ejercer sus derechos y libertades básicas de manera 

individual y colectiva. 

El artículo 138 establece las medidas de satisfacción con acciones tendientes a 

restablecer la dignidad de la víctima  y difundir la verdad sobre lo sucedido que 

proporcionen bienestar y contribuyan a mitigar el dolor de la víctima, que tiendan a 

asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 

victimizantes, la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón y 

restablecimiento de la dignidad de las personas. 

El artículo 149 establece las garantías de no repetición, en las que usa su ejercicio 

punitivo y militar dirigido al desmantelamiento de grupos armados, aplicación de 

sanciones, prevención de violaciones, creación de una pedagogía de reconciliación, 

desminado humanitario, etc., Establece medidas sobre reparaciones colectivas para 

grupos y organizaciones sociales y políticas, comunidades determinadas que sean 

reconocidas jurídica, política o socialmente o en razón a la cultura, la zona o territorio 

que habitan, o un propósito común. 



  
 

 

El artículo 175 establece que el Estado diseñara un Plan Nacional de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas en los 6 meses siguientes a la promulgación de la 

ley y elaborará un documento CONPES con metas, presupuesto, mecanismos de 

seguimiento, transferencia y ejecución de recursos, etc. 

Los artículos 181 y ss., establecen una protección especial a los niños, niñas y 

adolescentes víctimas quienes tendrán derecho a la verdad, justicia y reparación 

integral, al restablecimiento de sus derechos prevalentes, a la protección contra toda 

forma de violencia, abuso físico o mental, malos tratos, explotación, reclutamiento, 

reparación integral. 

El artículo 206, establece que el Gobierno Nacional a través del Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural, deberá presentar en un termino de 6 meses, la iniciativa 

que regule el desarrollo rural del país, donde se prioricen las víctimas del despojo y 

abandono forzado, en el acceso a créditos, asistencia técnica, adecuación predial, 

programas de comercialización de productos, que contribuyan a la reparación de las 

víctimas. 

5.  Conclusiones  

 

Ciertamente, el concepto de crecimiento económico, que de cualquier modo ha 

impregnado todas las estructuras y dimensiones de la vida política, económica, social, 

cultural y ambiental, no solo del país, sino del mundo, ha sustituido la institucionalidad 

civil por las leyes del mercado. Las reglas de juego y la relacionalidad Estado – 

Población, se ven mediadas por estrategias, planes y programas, para la realización de 

políticas, ya no que satisfagan las necesidades y potencie las capacidades y 

preferencias de la ciudadanía en el orden de garantizar y proteger los derechos en sus 

territorios acorde con sus recursos181 182, sino que por el contrario, dichos territorios se 

convierten en el objeto de las políticas e intereses legales e ilegales, e incluso, 

violentos, para obtener mayores beneficios económicos a los menores costos violando 

                                                        
181 “Si gobernanza es la interacción entre actores estratégicos causada por la arquitectura institucional, 
entonces la gobernabilidad debe entenderse como la capacidad que dicha interacción proporciona al sistema 
sociopolítico para reforzarse a si mismo; es decir, de transformar sus necesidades o preferencias (ciudadanas) en 
políticas efectivas.” El concepto y el análisis de la gobernabilidad, Joan Oriol Prats Analista IIGC. 2003. Revista 
Instituciones y Desarrollo No 14-15 (2003) págs. 239-269. Institut Internacional de Governabilitat de 
Catalunya, Còrsega 255, 5o 1a 08036 Barcelona, España. http://www.iigov.org 
182  Gobernanza diferenciada: “(….) la identificación de un conjunto de procesos que permitan la 
implementación de regulaciones económicas,  sociales y políticas realmente adaptadas a las realidades de las 
sociedades.” Ambigüedades y desafíos de la gobernanza en Colombia.  Hacía una visión diferenciada del 
concepto. Claire Launay, CINEP, Responsable del programa América latina del Instituto francés de 
investigación y debate sobre la gobernanza (IRG) www.institut-gouvernance.org/flag (París, Bogotá). 
Integrante del proyecto “Gobernanza y civilidad” en CINEP. (Centro de Investigación y educación Popular), 
Bogotá, Colombia. 2010. 
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todos los derechos de las personas generando conflictos sociales y armados en los 

territorios. 

 

La realización de los derechos como ideal universal, en especial, el derecho a la 

alimentación, se ve suspendido hasta tanto se adecúe el orden social a los estándares 

económicos globales, en la vana ilusión de un progreso concebido desde unos 

preceptos que no satisfacen las necesidades vitales de las poblaciones y los territorios, 

de manera igual, equilibrada y equitativa, sino de una pequeña masa que ve siempre 

en riesgo sus intereses, frente a los cuales, todo hecho de la realidad cierto o no, 

constituye una amenaza como estrategia de permanencia, catalogado como acciones 

terroristas, en países como Colombia.  

 

 

El derecho a alimentación se manifiesta como derecho central, columna del cuidado de 

la vida, reflejado en el consumo de la energía adecuada y diaria para vivir, para 

relacionarse y producir; única forma en la que cualquier ámbito de la vida puede 

desplegarse y manifestarse como centro vital del ejercicio de la personalidad, el 

trabajo, la educación, el ejercicio político, económico, cultural, ciudadano, científico, en 

cualquier sociedad.  

 

El derecho a la alimentación como principal derecho prestacional infringido con el delito 

de desplazamiento forzado, se ve entonces mediado por un modelo de desarrollo que 

pone en tensión los mandatos constitucionales del Estado Social de Derecho 

íntimamente relacionados con el enfoque de derechos humanos y DIH, adoptados por 

la Constitución colombiana en 1991, con las políticas de apertura desregularizada que 

pone en riesgo la seguridad o autonomía alimentaria de las poblaciones.   

 

Visto desde este enfoque integral, el derecho a la alimentación y evaluando a manera 

de lista de chequeo las obligaciones que el Estado colombiano adquirió con la 

suscripción del PIDESC, en cotejo con la reglamentación sobre víctimas y restitución 

de tierras, podría afirmarse que, Colombia no cuenta con una estructura institucional, ni 

política que garantice el derecho a la alimentación sana y saludable para su población 

en general, ni en particular para las víctimas del conflicto armado, con la política y la 

normativa específica en el tema, diferente a los estándares introducidos sobre el 

derecho a la alimentación con la batería de indicadores de goce efectivo de derechos 

de la población desplazada contenidos en el Auto 116 de 2008, sobre el derecho a la 

alimentación que mediría el grado de cumplimiento del Gobierno Nacional de la 

satisfacción del derecho. 

 



  
 

 

Esta incorporación estimulada por la incidencia de la diferentes sectores defensores de 

los derechos de las víctimas, incluida la Corte Constitucional, en su papel de garante 

de la Constitución, introdujo vía jurisprudencial importantes criterios de interpretación a 

la doctrina nacional, que abren la puerta a la defensa de este derecho a la población 

desplazada. 

En este sentido la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento 

ha querido enfatizar la intima relación existente entre el eje de restitución de la política 

de tierras para la población en situación de Desplazamiento y la creación de una 

política de goce efectivo de derechos en su condición de víctimas de graves  

violaciones a los derechos humanos, considerando que los proyectos de vida de las 

víctimas se han visto truncados y gravemente afectados por la imposibilidad de uso y 

disfrute de los bienes raíces y muebles, para la normal realización de sus derechos. 

Por tanto las políticas de verdad, justicia y reparación, con las de goce efectivo deben 

leerse de manera articulada e integrada183, a favor de las víctimas. 

Por tanto, a manera de lista de chequeo, que permita evidenciar los contrastes, 

acercamientos y divergencias que se han dilucidado a lo largo de este escrito, 

evidencian una clara limitación.  Si retomamos los estándares internacionales y 

nacionales para cotejarlos con la política  y la reglamentación, hay un desbalance en 

contra del Estado colombiano.  Si se hace el análisis vía jurisprudencial, hay avances 

que por vía de la exigibilidad, abren puertas a un plazo más largo, para la población 

desplazada pues el engranaje del Estado, no esta dispuesto para cumplir voluntaria y 

decididamente, según como lo disponen las normas, dichos estándares y tratados 

internacionales. 

En este sentido, el papel creador de la Corte ha comprendido que la realización del 

Estado de Derecho parte de la base de asumir la doctrina internacional de los derechos 

humanos, y sobre el derecho a la alimentación, en particular, como ideal al que debe 

apuntar la sociedad colombiana, primordialmente a favor de las víctimas del conflicto. 

No es posible echar a un lado la pérdida de arraigo, no recuperable con el despojo y la 

desterritorialización184, de la población desplazada, puesto que un gran número de esta 

población, ya no retornará a sus lugares de origen, perdiéndose, no solo, la identidad, 

cultura y vocación de los territorios colombianos, sino la disminución de un grupo 

humano diferencial históricamente importante, representado por el campesinado 

colombiano, sustituido por el desalojo provocado por los megaproyectos legales o 

ilegales, minería, agroindustria, narcotráfico, bajo la sombra de un conflicto armado en 

                                                        
183 Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado. “El Reto ante la tragedia 
humanitaria del desplazamiento forzado: Instituir una política integral de verdad, justicia y reparación”. 
2011:17 
184 Ibid. 
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el que realmente no se debate la soberanía del Estado, sino los intereses económicos 

alrededor de la tierra y de los centros de poder nacional e internacional. 

Y que, además, hacen pensar que la Ley de Víctimas y Restitución de tierras, no 

alcanza a proponer la transformación del modelo social, a uno inclusivo para sujetos de 

derechos, puesto que, desde el análisis esencial del derecho a la alimentación y su 

garantía, así lo evidencia.  

El derecho a la alimentación establecido originariamente en el artículo 25 de la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, como el derecho a un nivel de vida 

adecuado en el entendido de la dignidad de las personas, hace alusión a la 

disponibilidad y acceso a los factores determinantes de la adecuada utilización 

biológica de alimentos, vivienda, agua, medio ambiente sano, condiciones de atención, 

establecidos en la Observación 15 del CDESC. Metas estas no contempladas, y 

difícilmente logradas en los contenidos de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras.  

En segundo lugar el derecho a la alimentación interpretado a la luz del derecho al más 

alto nivel posible de salud, que abarca factores socio económicos, tales como la 

alimentación, la nutrición, la vivienda, el acceso al agua limpia y potables, las 

condiciones sanitarias adecuadas, las “condiciones de trabajo seguras”, medio 

ambiente sano, en otras palabras, autonomía para el desarrollo de la personalidad 

según la identidad y cultura, establecido en la Observación General 14 del CDESC. No 

alcanza a visibilizarse en los desarrollos de la norma, ni aún en la acción del Estado 

con las medidas post retorno, centradas en programas como familias en acción. 

Dada la complejidad del tema y el difícil cotejo entre los estándares internacionales y 

nacionales en los contenidos de la Ley, y vistos los principales desarrollos en la materia 

a lo largo del escrito, se formulan las siguientes preguntas, de difícil respuesta sobre la 

garantía y protección del derecho a la alimentación: 

El artículo 11 del PIDESC indica que el derecho  a la alimentación en sus contenidos 

mínimos o núcleo esencial, debe darse en cantidad y calidad suficiente, a través de las 

posibilidades del individuo de alimentarse directamente, explotando la tierra productiva, 

- OG 12; u otras fuentes de alimentos, o mediante sistemas de distribución que 

funcione adecuadamente.  

¿La Ley de Víctimas y Restitución garantiza este criterio en condiciones nutritivas y 

suficientes para el crecimiento físico, mental y el desarrollo en todas las etapas del ciclo 

vital aceptable para una cultura determinada en un país biodiverso como el 

colombiano? 

En igual sentido, ¿está garantizado según lo reza la misma Observación General, la 

sostenibilidad y goce efectivo presente y futuro para las generaciones con la autonomía 



  
 

 

económica y física como sujetos de derechos y por tanto en condiciones de una 

producción de alimentos sanos, sin modificaciones genéticas que den salud? 

¿Tiene el Estado colombiano la disposición y voluntad de cumplir con lo establecido en 

el PIDESC artículo 11 y la OG 3, relacionados con la abstención de adoptar medidas 

que impidan o limiten el acceso de las personas o colectivos a los alimentos y medios 

para obtenerlos, sin suspender legislación, políticas o promulgando otras que limiten el 

derecho a la alimentación sin contaminar las tierras agrícolas o fomentar los despojos, 

según lo señala la doctrina internacional? 

O, por el contrario, ¿tendrá el Estado la voluntad de actuar para evitar o revertir que 

terceros (particulares, empresas privadas nacionales, transnacionales, actores 

armados,  o incluso, otros Estados) priven a las personas del acceso o los medios para 

producir, disponer o intercambiar alimentos, siguiendo el desarrollo del OG 12? 

O, ¿la voluntad de realizar y facilitar que los titulares del derechos accedan a alimentos 

o a los medios para producirlos y ayuda cuando la necesidad de las personas les 

impida acceder sin discriminación por motivos de raza, sexo, origen económico, étnico, 

social?  

¿Ha cumplido con sus obligaciones de efecto inmediato, relacionada con adoptar 

medidas legislativas, presupuestales o administrativas que armonicen la materia, o 

medidas presupuestales o judiciales que garanticen la inviolabilidad del núcleo esencial 

de este derecho? 

O mínimo, ¿ha cumplido con las medidas educativas y de nutrición que fomenten 

modos de vida saludable y respetar costumbres y tradiciones alimenticias? Muy 

seguramente en cumplimiento de los Objetivos del Milenio, sin que aún represente una 

estructura para la gobernabilidad y la gobernanza del derecho a la alimentación como 

se concluye de la doctrina constitucional del derecho a la alimentación, aquí expuesta. 

¿Ha cumplido con su obligación, el Estado de adoptar medidas regresivas, ha 

empleado el máximo de recursos disponibles, hay un sistema de control y vigilancia del 

grado de satisfacción desde el engranaje del gobierno sin orden o mandato 

jurisprudencial? 

O en últimas, ¿ha garantizado el mínimo vital para la población en esta materia y la 

equitativa distribución de agua, alimentos y acceso a ella? 

Son  más las preguntas sin respuestas claras sobre dicho cumplimiento que se dejan 

en este documento, abiertas al debate, dirigidas a que la protección del derecho a la 

alimentación como garantía del goce, disfrute, bienestar y calidad de vida de las 

generaciones presentes y futuras, se realice. Por ahora, el trabajo de los diferentes 

operadores en dinamizar su goce efectivo es amplio, pero existe a favor importantes 
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instrumentos de la doctrina nacional e internacional se han ido consolidando los 

contenidos del derecho a la alimentación de una manera universal y aplicable a 

cualquier cultura. 

 

 



 

  



  
 

123 
 

Bibliografía 

 
 
Frenk, Julio. “La nueva salud pública”. Instituto Nacional de Salud Pública. 
Cuernavaca, Morelos, México. 1999. 
 
FAO. «El derecho humano a una alimentación sana y a no padecer hambre.» 
www.fao.org. Asbjørn EIde. 2001. www.fao.org/Focus/s/rightfood/right6.htm (último 
acceso: 17 de Agosto de 2012). 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos. (Asamblea General de Naciones 
Unidas, 10 de Diciembre de 1948). 
 
Declaración Universal de los Derechos del Niño. Resolución 44/25, Anexo. (20 de 
Noviembre de 1989). 
 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Resolución 
2200 A (XXI) (16 de Diciembre de 1966). 
 
FAO. Cumbre Mundial sobre la Alimentación. «Plan de Acción de la Cumbre 
Mundial sobre Alimentación.» Plan, FAO, Roma, 1997. 
 
Constitución de la FAO. (1965). 
 
CDESC. «Observación General 12 .» Derecho a la alimentación adecuada. 1999. 9. 
 
FAO. «Declaración de Roma sobre Seguridad Alimentaria Mundial.» Declaración, 
FAO, ROma, 1996. 
 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo. Actuar sobre el futuro: romper la 
transmisión intergeneracional de la desigualdad. Bogotá: PNUD, 2010, 40. 
 
PNUD y ONU Mujeres. Mujeres Rurales. Gestoras de Esperanza. Editado por Unión 
Gráfica Ltda. Bogotá, Bogotá: Marcela Giraldo, 2011. 
 
PNUD. «Informe Nacional de Desarrollo Humano 2011.» PNUD, Bogotá, 2011. 
 
Protocolo Adicional a la Convención Americana de DDHH en materia de DESC- 
Protocolo de San Salvador. (San Salvador 17 de Noviembre de 1988). 
 
Pinheiro, Paulo Sergio. «Principios Pinheiro.» Principios sobre Restitución de las 
Viviendas, Tierras y el Patrimonio. 2005. 
 
Deng, Francis. «Principios Rectores de los Desplazamientos Internos.» Principios 
Deng. 1998. 
 
2004, Comisión de Seguimiento a la S. T-025 de. «Resultados Indicadores de GED 
de la población en situación de desplazamiento.» 2010. 
 
Sentencia T-821 de 2007. T-821 de 2007 (Corte Constitucional, 2007). 



  
 

 

 
Gobierno Nacional. «Lineamientos estratégicos de la política de desplazamiento.» 
Bogotá, 2011. 
 
Gobierno Nacional. «Política Pública de Retrono para la Población en Situación de 
Desplazamiento.» SNAIPD, Gobierno Nacional, Bogotá, 2009. 
 
Lleras, Guillermo Rudas. «Retos frente a la locomotora Minera.» Foro "Mineria en 
Colombia" Locomotora Fuera de Control, Universidad Nacional, Bogotá, 2011. 
 
Naciones Unidas. «Conferencia Mundial de Derechos Humanos.» Viena: Naciones 
Unidas, 1993. Párrafo 18. 
 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. «Las mujeres frente a la violencia 
y discriminación derivada del conflicto armado en Colombia.» CIDH, 2006, 9. 
 
Defensoría del Pueblo. «Los derechos humanos de las mujeres en situación de 
desplazamiento.» Bogotá, 2006. 
 
Acción, Social. Caracterización de las tierras rurales y su correlación con el 
desplazamiento forzado en Colombia. Bogotá: Área de Comunicaciones. Proyecto 
de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 2010. 
 
UPME, Ministerio de Minas y Energía. Unidad de Planeación Minero Energética. 
Biocombustibles en Colombia. Bogotá, 2009. 
 
Acción Social. Estudio de Tenencia. Municipio de Tibú - Norte de Santander. 
Bogotá: Gracom Gráficas Comerciales, 2010. 
 
Uprimny, Rodrigo. «El bloque de constitucionalidad en Colombia. Un análisis 
jurisprudencial y un ensayo de sistematización doctrinal.» 2002. 
 
Cárdenas, Diego Uribe Vargas y Fabián Augusto. Derecho Internacional Ambiental. 
Bogotá: Universidad Jorge Tadeo Lozano, 2010. 
 
Asamblea General de Naciones Unidas. «Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales DESC.» ICESCR. Asamblea General de 
Naciones Unidas, 16 de DIC. de 1976. 
 
Procuraduría General de la Nación. La garantía y realización del derecho a la 
propiedad y posesión de las víctimas del delito de desplazamiento forzado. Editado 
por Opciones Gráficas Editores. Bogotá, 2010. 
 
Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. 
Capacitación comunitaria en la identificación, la caracterización y el tratamiento de 
conflctos por la tierra y el territorio. Bogotá: Beatriz Pena Trujillo y Clemencia Peña 
Trujillo, 2009. 
 
Gobierno Nacional. «Ley 1450 de 2011.» Plan Nacional de Desarrollo "Prosperidad 
para Todos". Bogotá: Imprenta Nacional, 16 de Junio de 2011. 



  
 

125 
 

 
Auto 383. Diseño y Herramientas de Política de Atención a la Población Desplazada 
(Corte Constitucional Colombiana, 10 de diciembre de 2010). 
 
Política de Atención a Población Desplazada. Auto 385 de 2011 (Corte 
Constitucional, 10 de diciembre de 2010). 
 
Política de Atención a la Población Desplazada. Auto 219 de 2011 (Corte 
Constitucional Colombiana, 13 de octubre de 2011). 
 
Congreso de la República. «Decreto 1740 de 2010.» Políticas de Protección a 
Víctimas y Testigos. Bogotá: Diario Oficial, 19 de Mayo de 2010. 
 
CODHES. Mapa de riesgo por desplazamiento por elecciones 2011. Coyuntura, 
Bogotá: CODHES, 2011. 
 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado. 
«Tercer Informe de Verificación sobre el Cumplimiento de Derechos de la Población 
en Situación de Desplazamiento .» Bogotá, 2010, 216. 
 
Indicadores de Goce Efectivo de Derechos. Auto 116 de 2008 (Corte Constitucional, 
2008). 
 
Congreso de la República. «Ley 1448 de 2011.» Ley de Victimas y Restitución de 
Tierras. Bogotá: Diario Oficial, 20 de Junio de 2011. 
 
Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente. 
«http://www.pnuma.org/fordeministros/15-
venezuela/ven09treEvaluaciondelosEcosistemasdelMilenio.pdf.» www.pnuma.org. 
2009. (último acceso: 5 de Enero de 2012). 
 
Acción Social. Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio de la Población 
Desplazada - ACCIÓN SOCIAL -. Unidades Agrícolas Familiares, tenencia y 
abandono forzado de tierras en Colombia. Editado por Equipo de Comunicaciones. 
Bogotá: Protecto Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, 
2010. 
 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado. EL 
RETO ante la tragedia humanitaria del desplazamiento forzado. Editado por Torre 
Gráfica Ltda. Bogotá, 2009. 
 
Oficina de Naciones Unidas contra las drogas y el delito. Informe Mundial sobre las 
drogras 2011. Bogotá, 2011. 
 
Comisión de Seguimiento a la Política Pública de Desplazamiento Forzado en el 
país. Comentarios a la Bateria Integral de Indicadores de Goce Efectivo de 
Derechos. Bogotá, 2008. 
 
PNUD . Colombia rural. Razones para la esperanza. Editado por Marcela Giraldo. 
Bogotá, 2011. 



  
 

 

 
Programa No Gubernamental de Protección a Defensores de Derechos Humanos. 
Somos Defensores. 11 de diciembre de 2011. (último acceso: 31 de diciembre de 
2011). 
 
Herrera, Tulio Elí Chinchilla. ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales?: 
las nuevas líneas de jurisprudencia. Bogotá: Temis, 2009. 
 
Álvarez, Mario Hernández. «Desigualdad, Inequidad y Justicia.» Editado por 
ALAMES. Problemas Éticos: desigualdad, inequidad y justicia. México: ALAMES, 
2009. 155. 
 
Salamanca, Luis Jorge Garay. El Reto ante la tragedia humanitaria del 
desplazamiento forzado. Bogotá: Industrias Gráficas Darbel, 2010. 
 
Gobierno Nacional. «Ley 1448 de 2011.» Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. 
Bogotá: Diario Oficial, 10 de Junio de 2011. 
 
Salinas, Yamile. Mujeres y Restitución de Tierras. Bogotá: Indepaz y Corporación 
Sisma Mujer, 2011. 
 
Robert Holzmann, Steen Jorgensen. «Manejo Social del Riesgo: un nuevo marco 
conceptual para la protección social y más allá .» Revista de la Facultad Nacional de 
Salud Pública UDEA 21, nº 1 (2001): 73-106. 
 
CID, Centro de Investigaciones para el Desarrollo. Diseño y cálculo de un 
ordenamiento ranking de entidades prestadoras de salud. Consultoría, Universidad 
Nacional, Ministerio de Protección Social, Bogotá: UNAL, 2005, 19 y ss. 
 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Las Mujeres frente a la Violencia y 
la Discriminación Derivadas del Conflicto Armado en Colombia. CIDH, 2006. 
 
Bernabeu, Neus y Lagunas Raquel. Cómo elaborar una estrategia de género para 
una oficina de país. Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD , San 
Salvador: PNUD, 2004. 
 
Humanos, Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos. «www.hchr.org.» Diciembre de 2002. (último acceso: 21 de Nov. de 
2011). 
 
Defensoría del Pueblo. María Cristina Hurtado Sáenz, Marcela Sáncez Lara. Claudia 
Gómez López, Juan Carlos Pardo Lugo. «Promoción y Monitoreo de los Derechos 
Sexuales y Reproductivos de las Mujeres Cíctimas de Desplazamiento Forzado con 
Énfasis en Violencia Intrafamiliar y Sexual.ujeres .» Bogotá, 2008. 
 
Comisión de Seguimiento a la Política de Desplazamiento. «VI informe a la Corte 
Constitucional . La restitución como parte de la reparación integral de las víctimas 
del desplazamiento forzado. Diagnóstico, Propuesta y Líneas de Acción.» 
Seguimiento, Comisión de seguimiento a la política de desplazamiento forzado, 
Bogotá, 2008. 



  
 

127 
 

Saffon, María Paula. «El proyecto de restitución de tierras en Colombia. Ilustración 
de la fuerza civilizadora de la hipocrecía.» Estudios Socio Jurídicos (Universidad del 
Rosario) 12, nº 2 (2010): 109 - 194. 
 
Martín Correa, Raúl Molina, Nancy Yañez. Reforma Agraria y las tierras mapuches. 
Chile 1962 - 1975. LOM Ediciones, 2005. 
 
Comisión de Seguimiento a la Política de Desplazamiento Forzado. «Informe de 
resultados sobre indicadores de GED de la población desplazada. Primer 
Seguimiento.» Bogotá, 2010. 
 
ACNUR. www.acnur.org. ACNUR. 17 de Diciembre de 2011. 
www.acnur.org/t3/operaciones/situacion-colombia/desplazamiento-interno-en-
colombia (último acceso: 17 de Diciembre de 2011). 
 
CNRR. Recuperando el Derecho a la Tierra, la Vivienda y al Territorio. Editado por 
María Cristina Rincón. Bogotá, 2010. 
 
Congreso de la. República «Ley 975 de 2005.» 
 
Grupo de Protección Social CID. «Documentos Técnicos.» 2009. 
 
Procuraduría General de la Nación, Agencia Catalana de Cooperación, 
DEJUSTICIA. El derecho a la salud en perspectiva de derechos humanos. Bogotá, 
2006. 
 
Ferrer, Marcela. CELADE. La población y el desarrollo desde un enfoque de DDHH: 
intersecciones, perspectivas y orientaciones para una agenda regional. CHILE: 
CELADE, 2008. 
 
Departamento Nacional de Planeación DNP. Plan Nacional de Desarrollo 2010 -
2014. DNP, Bogotá: DNP, 2010-2014. 
 
CNRR, Memoria Histórica, IEPRI. El Despojo de Tierras y Territorios. Aproximación 
conceptual. Bogotá: Kimpres Ltda., 2009. 
 
Mujeres Desplazadas por el Conflicto Armado. Auto 092 (Corte Constitucional, 14 de 
Abril de 2008). 
 
Área de Memoria Histórica. Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
(CNRR). IEPRI. . El despojo de tierras y territorios. Aproximación conceptual. 
Bogotá: Memoria Histórica (CNRR), IEPRI, 2009. 
 
Arcila, Leonardo Villa, Mesa de Expertos. Centro Internacional para la Justicia 
Transicionl ICTJ. Tareas Pendientes: Propuesta para la formulación de políticas 
públicas de reparación en Colombia. 1000 vols. Bogotá: Opciones Gráficas, 2010. 
 
INDEPAZ. «Abandono Forzado de Tierras en Colombia, más de 8,34 millones de 
hectáreas.» Punto de Encuentro (INDEPAZ), 2011. 
 



  
 

 

Mesa de Trabajo por un Plan Integral de Protección a Víctimas y Testigos de graves 
violaciones a DDHH e infracciones al DIH con enfoque de género. «Plan Integral de 
Protección a Víctimas y Testigos de graves violaciones a derechos humanos e 
infracciones al DIH con enfoque diferencial de género.» Bogotá. 
 
Sentencia T 496 de 2008 (Corte Constitucional, Bogotá 16 de Mayo de 2008). 
Programa de Naciones Unidad para el Medio Ambiente. PNUMA, Caracas, V.: 
PNUMA, 2005. 
 
CDESC. «Observación General 12. .» El derecho a la alimentación adecuada 
E/C.12/1999/5.12.05.1999. 1999. 
 
—. «Observación General 14.» El derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud. 11.08.2000. E/C.12/2000/4. CDESC, 2000. 
 
—. «Observación General 4.» El derecho a la vivienda adecuada 13.12.1991. 
E/1991/23. CDESC, 1991. 
 
—. «Observación General 3.» La índole de las obligaciones de los Estados Partes 
14.12.1990. E/1991/23. 1991. 
 
EIde, Asbjørn. «El derecho a una alimentación adecuada y a no padecer hambre.» 
E/CN/.4/Sub.2/1999/12.28 de junio, Comisión de Derechos Humanos, 1999. 
 
Ziegler, Jean. «El derecho a la alimentación - Directrices Internacionales. El agua y 
el derecho a la alimentación. Acusaciones de violación del derecho a la 
alimentación.» E/CN:4/2003/54.10 de enero, CDESC, 2003. 
 
Zigler, Jean. El comercio y la seguridad alimentaria. La seguridad alimentaria. Las 
empresas transnacionales. Informe DDHH, CDESC, E/CN.4/2004/10.9 de febrero, 
2004. 
Ziegler, Jean. «Directrices voluntarias. La pesca como medio de vida.» A/59/385.27 
de septiembre, Asamblea General, 2004. 
 
Ziegler, Jean. «Directrices obligaciones extraterritoriales.» E/CN.4/2005/47.24 de 
enero, CDESC, 2005. 
 
Ziegler, Jean. DA. Derecho de los pueblos indígenas. CDESC, E/CN.4/2005/47.24, 
2005. 
Ziegler, Jean. DA Efectos de los biocombustibles. Lagunas en la protección de las 
personas que huyen de hambre. A/62/289.22 agosto, 2007. 
 
Schutter, Oliver De. «DA. Soluciones sostenibles. Estrategias nacionales. Entorno 
Internacional (agrocombustibles actores privads, cooperación).» A/HRC/13/33.22 , 
CDESC, 2009. 
 
Schutter, Oliver De. «La agroindustria y el derecho a la alimentación. Portección de 
trabajadores agrícolas. Necesidades de los pequeños agricultores.» 
A/HRC/13/33.22 de diciembre , Asamblea General NU, 2009. 
 



  
 

129 
 

Schutter, Oliver De. «DA. Agroecología. Agroecología y Políticas Públicas.» 
A/HRC/16/49.20, Asamblea General NU, 2010. 
 
Ziegler, Jean. «DA. definición del derecho a la alimentación en una era de 
mundialización.» E/CN.4/2006/44, CDESC, 2006. 
 
Ziegler, Jean. «Los niños y el derecho humano a la alimentación.» A/HRC/4/30.19 
de enero, CDESC, 2007. 
 
Schutter, Oliver De. «Entorno internaciona/marco nacional para la realización del 
derecho a la alimentación.» A/63/278, CDESC, 2008. 
 
Schutter, Oliver De. «DA. Obligaciones de prestar ayuda. Hacer de la crísis una 
oportunidad: fortalecer el multilateralismo. Agricultura y desarrollo rural. Derecho de 
los más pobres. Mercados Internacionales. Refrorma de la gobernanza mundial.l.» 
A/HRC/10/5.11, CDESC, 2009. 
 
Schutter, Oiver De. «Las políticas de semillas y el derecho a la alimentación: mejora 
de la biodiversidad de la agricultura y fomento de la innovación. Derechos de 
propiedad intelectual y protección de la biodiversidad. Innovación y derecho a la 
alimentación.» A/64/170.23 de julio, Asamblea General NU, 2009. 
 
Schutter, Oliver De. «Las adquisiciones o arrendamiento de tierras en gran escala. 
Derechos de los usuarios de la tierra y de los pueblos indígenas. Derechos 
Humanos de los trabajadores agrícolas. Derechos de las poblaciones locales.» 
A/HRC/10/5/Add.2.4. de febrero, CDESC, 2009. 
 
Schutter, Oliver De. «Demanda apremiante de tierras. Protección de los usuarios de 
tierras. Pueblos indígenas. Pequeños agricultores. Reforma agraria.» A/65/281.11 
de agosto, CDESC, 2010. 
 
Handi, Gûnther, “Transbounday Impacts”, en The Oxford Handbook of International 
Environmental Law, editado por Bodansky, Daniel, Brunée, Jtta y Hey, Elle, Oxford 
University Press, Oxford 2007. 
 
Peters, Anne y Pagotto, Isabella, “Soft Law as a New Mode of Governance: A legal 
perspective,  
 New Modes of Governance Project, Project No. CITI-CT-2004-506392,2006. 
 
 


